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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Constitución de 1978 ha llevado a cabo
una reorientación sustancial en la organización
jurídico-pública en España, especialmente por-
que diversas Comunidades Autónomas han su-
cedido al Estado en el ejercicio de múltiples
funciones. Ello obliga a poner en sus manos los
medios materiales precisos para que puedan
acometerse sus nuevas tareas, lo que hace que
dichas Comunidades se conviertan en titulares
de derechos y obligaciones de naturaleza diver-
sa. Es este aspecto el que interesa ahora, y el
que precisamente se regula en la Ley del Patri-
monio de la Comunidad, según prevé además de
forma expresa el artículo 55.2 del Estatuto de
Autonomía para Andalucía.

Una Ley como la presente exige ante todo
concretar sus límites, dado que el Estado mantie-
ne competencias sobre la materia, por lo que es
necesario delimitar el margen competencial que
la Comunidad Autónoma de Andalucía tiene pa-
ra asumir una tarea legislativa como la presente.

Por ello es preciso tomar en cuenta, de un la-
do, lo dispuesto en los artículos 148 y 149 de la

Constitución como preceptos sustantivos en ma-
teria de distribución de competencias, en los que
no se hace una reserva clara de competencias en
materias de Patrimonio a favor del Estado y, de
otro, lo establecido en distintas sentencias del
Tribunal Constitucional en el sentido de que, aun
cuando no existe previsión sobre competencias
estatales respecto al Patrimonio de las Comuni-
dades Autónomas, dicha previsión se deduce del
artículo 149.1.18ª de la Constitución en cuanto
reserva al Estado la competencia exclusiva para
establecer las bases del "régimen jurídico de las
Administraciones Públicas". Dentro de este régi-
men se incluyen, según el Tribunal Constitucio-
nal, las bases jurídicas sobre el Patrimonio de las
Comunidades Autónomas.

La vigente Ley del Patrimonio del Estado,
de 15 de abril de 1964, no preveía expresamen-
te, por obvias razones, normas básicas sobre Pa-
trimonio de las referidas Comunidades. De ahí
que, conforme a la propia doctrina del Tribunal
Constitucional, sea preciso abstraer cuáles son
las normas estatales que por su contenido mate-
rial deben reputarse básicas. Ello exige una la-
bor interpretativa, y en este sentido, el propio

11

LEY 4/1986, DE 5 DE MAYO, DEL PATRIMONIO DE LA 
COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA1

(BOJA núm. 40, de 9 de mayo)

1. La redacción del texto original ha sido modificada por las leyes que se citan:
• Ley 2/1990, de 2 de febrero, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 1990. (BOJA núm. 12, de 6 de

febrero). 
• Ley 7/1996, de 31 de julio, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 1996. (BOJA núm. 88, de 1 de agosto).
• Ley 9/1996, de 26 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales en materia de Hacienda Pública, Contratación Adminis-

trativa, Patrimonio, Función Pública y Asistencia jurídica a Entidades de Derecho público. (BOJA núm. 151, de 31 de diciembre).
• Ley 17/1999, de 28 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales y administrativas. (BOJA núm. 152, de 31 de diciembre).
• Ley 10/2002, de 21 de diciembre, por la que se aprueban normas en materia de tributos cedidos y otras medidas tributarias, admi-

nistrativas y financieras. (BOJA núm. 151, de 24 de diciembre).
• Ley 11/2006, de 27 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2007 (BOJA núm. 251, de

30 de diciembre).
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Tribunal Constitucional ha mantenido un amplio
margen competencial en favor de las Comunida-
des Autónomas.

Sentado este principio básico, la Ley del Pa-
trimonio de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía trata de ofrecer una regulación lo suficien-
temente completa sobre la materia, poniendo al
día una normativa estatal que data de hace más
de 20 años, e innovando algunos aspectos.

En cuanto al respeto a las normas estatales,
la presente Ley no se inmiscuye en materias
que corresponde al Estado, asumiendo criterios
doctrinales y jurisprudenciales aceptados por el
mismo.

Como se exponía con anterioridad, la Ley
trata de ser completa, actualizada e incluso inno-
vadora en materia de Patrimonio. A ello tienden
sus 115 artículos, 7 Disposiciones Adicionales, 5
Disposiciones Transitorias y Disposición Final.
Su articulado se divide en 4 Títulos; el primero,
arts. 1 a 17, se refiere en general al Patrimonio;
el segundo, arts. 18 a 65, a los bienes de domi-
nio público; el tercero, arts. 66 a 110, a los bie-
nes de dominio privado; y el cuarto, arts. 111 a
115, a responsabilidades y sanciones.

El carácter completo de la nueva norma re-
sulta claro. Además de contener el régimen jurí-
dico a nivel legislativo sobre el Patrimonio de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, se extien-
de hasta el Patrimonio de sus Organismos autó-
nomos o Entidades públicas, e incluso se contie-
nen referencias a Entidades privadas sobre las
que tenga incidencia la Comunidad o sus Orga-
nismos. Regula con la debida separación el régi-
men jurídico de los bienes de dominio privado y
de los de dominio público (adquisición, pérdida
y régimen jurídico en general), y contiene un es-
quema de responsabilidades y sanciones a causa
del uso o conservación de tales bienes.

Previamente, el artículo 3 delimita cuáles
son los bienes de dominio público y cuáles patri-
moniales. En este sentido se consideran dema-
niales aquellos bienes en que así lo haya estable-
cido ya una norma estatal, una vez se hayan
transferido como tales bienes demaniales a la
Comunidad Autónoma.

También se consideran bienes demaniales de
la Comunidad Autónoma aquellos bienes que se
transfieran a dicha Comunidad o los que ésta ad-
quiera ya por sí misma, siempre que queden afec-
tados a un uso o servicio público.

Respecto al carácter actualizador de la Ley o
incluso innovador, cabe destacar algunos aspec-
tos. Así, ante todo, se incluyen en un único texto
con suficiente claridad toda una serie de normas
que en Derecho estatal aparecen dispersas, o que
incluso no existen como tales al haber sido in-
troducidos sus principios jurisprudencialmente.

Así se concretan cuáles serán las normas
aplicables a cada tipo de bienes, demaniales o
patrimoniales; en este sentido, y aparte de la
Constitución, Estatuto de Autonomía para Anda-
lucía y legislación básica del Estado, se aplican
las leyes especiales de la Comunidad Autónoma,
y en su defecto la presente Ley y sus disposicio-
nes de desarrollo. A su vez, y en su defecto, si se
trata de bienes de dominio público, se aplican
las disposiciones generales sobre dominio públi-
co, y subsidiariamente las reglas de Derecho pri-
vado. Si se trata de bienes de dominio privado,
éstas últimas serían aplicables en lugar de las
normas de Derecho público.

Una situación transitoria se planteará hasta
tanto la Comunidad Autónoma apruebe disposi-
ciones especiales, en cuyo caso se aplicará la le-
gislación del Estado, según establece la Disposi-
ción Transitoria Tercera.

Destaca también el art. 66, en cuanto reserva
siempre al campo de Derecho público los llama-
dos clásicamente actos separables.

Por otro lado, en el ámbito de aplicación de
esta Ley, sólo la Comunidad Autónoma puede ser
titular de bienes de dominio público. Las demás
personas públicas o privadas sólo podrán, en su
caso, resultar usuarias o gestoras de los mismos.

La Ley distingue con concreción el régimen
jurídico de los bienes patrimoniales y los de do-
minio público, estableciéndose el principio de
inalienabilidad de aquéllos y el de inembargabi-
lidad de todos, principio éste último ya recogido
en la Ley 5/1983, de 19 de julio, de Hacienda de
la Comunidad Autónoma.

12
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Aparte de establecerse el principio de pre-
sunción de que los bienes son patrimoniales, se
regula el sistema de afectación y desafectación
de bienes de dominio público en sus diversas
formas, y se concretan las potestades que la Co-
munidad ostenta para defender sus derechos so-
bre este tipo de bienes.

En este sentido y respecto de los demaniales,
cabe destacar la posibilidad de recuperación po-
sesoria (interdicto propio) sin plazo máximo, in-
cluso aunque existan terceros hipotecarios. Si se
trata de bienes patrimoniales, el plazo para la re-
cuperación es sólo de un año.

De otro lado se salvaguarda en todo caso la
competencia de  los Tribunales civiles en orden
a decidir sobre la titularidad de los bienes, de
modo que las potestades de deslinde o investiga-
ción no puedan convertirse en verdaderas medi-
das decisorias sobre dicha titularidad.

En cuanto al uso de los bienes de dominio
público, la Ley distingue diversas formas, ha-
ciendo referencia al uso común general, uso co-
mún especial y uso privativo, supuesto éste últi-
mo en que se exige concesión. En relación con
ello se establecen asimismo los principios bási-
cos sobre concesiones administrativas, y se dife-
rencia entre concesión incursa en causa de cadu-
cidad y concesión cuya caducidad ha sido
declarada (art. 41). La Disposición Adicional
Tercera prevé la aprobación de un pliego de con-
diciones generales para concesiones de dominio
público.

La Disposición Final y las Transitorias des-
tacan especialmente, ya que tratan de aclarar
conceptos utilizados a lo largo de la Ley a fin de
evitar confusionismo terminológico.

Es preciso, sin embargo, hacer referencia a
algunos preceptos especialmente relevantes.

El art. 16 es consecuencia del principio de
acceso general de los ciudadanos a los archivos
y registros públicos, según establece el art. 105
b) de la Constitución, haciéndose remisión a
unas futuras normas de desarrollo técnico o
práctico de tal principio.

El art. 22 pone en manos de la Administra-
ción de Andalucía la posibilidad de recuperar

por sí misma la plena disponibilidad de sus bie-
nes demaniales una vez que hayan desapareci-
do las condiciones que amparaban su uso por
terceros, por ejemplo por haber finalizado el
plazo de una concesión; tal recuperación existe
también respecto de los bienes patrimoniales,
aunque en tales casos no existe potestad o auto-
tutela alguna.

En el art. 26 se posibilita la adopción de me-
didas provisionales en tanto se tramitan los ex-
pedientes de recuperación, investigación o des-
linde, tratando de salvaguardar la futura decisión
que recaiga.

Especialmente relevante es el art. 28 por
cuanto pone en manos de la Administración la
potestad de defender bienes que sean propiedad
de concesionarios; la justificación para ello es-
triba en que tales bienes se encuentran afectos a
una concesión administrativa, y de este modo se
adquiere una potestad exorbitante nueva que tie-
ne por objeto, precisamente, garantizar la conti-
nuidad de la concesión, dado que la Comunidad
Autónoma se encuentra interesada en la materia
como otorgante de la misma.

Los arts. 47 y 108 contienen normas transi-
torias respecto del cambio de naturaleza de los
bienes.

En los arts. 27, 57 y 106 se contiene una for-
ma especifica de concesión de uso de bienes de
la comunidad, y en el art. 115 se introduce el
principio de "non bis in idem".

No se contiene en la Ley norma alguna so-
bre bienes vacantes, de acuerdo con la doctrina
del Tribunal Constitucional al respecto.

Resaltar, por último, que sin perjuicio de
una concepción unitaria del Patrimonio de la
Comunidad Autónoma, para el Parlamento de
Andalucía se establece el principio de autono-
mía patrimonial.

En definitiva, la Ley del Patrimonio de la
Comunidad Autónoma de Andalucía viene a for-
mar parte del grupo de normas generales para la
Comunidad, pues recogen los principios que son
necesarios para su funcionamiento.

13

LEY DEL PATRIMONIO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA
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TÍTULO I

EL PATRIMONIO DE LA COMUNIDAD 
AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA

Capítulo I

Bienes y derechos de la
Comunidad  Autónoma

Artículo 1.
El Patrimonio de la Comunidad Autónoma

de Andalucía y de las Entidades de Derecho pú-
blico de ella dependientes está constituido por
todos aquellos bienes y derechos de que las mis-
mas sean titulares.2

Artículo 2.
Los bienes y derechos de la Comunidad

Autónoma de Andalucía podrán ser de dominio
público o demaniales y de dominio privado o
patrimoniales.

Artículo 3.
Son bienes de dominio público los siguientes:3

a) Los bienes y derechos así declarados por
una norma estatal, una vez hayan sido
transferidos como tales a la Comunidad
Autónoma de Andalucía para  el ejercicio
de sus funciones.

b) Aquellos bienes y derechos que sean
transferidos a la Comunidad Autónoma y
se afecten a un uso o servicio público.

c) Los bienes y derechos que la Comunidad
Autónoma adquiera por cualquier título
legítimo y se afecten a un uso o servicio
público.

d) Aquéllos a los que se atribuya esta condición
por una Ley de la Comunidad Autónoma.

Artículo 4. 
Son bienes de dominio privado o patrimo-

niales todos aquellos bienes y derechos que per-
tenezcan a la Comunidad Autónoma y Entidades
de Derecho público de ella dependientes por
cualquier título y no tengan la consideración de
bienes de dominio público.4

Capítulo II

Titularidad de los bienes y derechos de la
Comunidad Autónoma 

Artículo 5.
En el ámbito de aplicación de la presente

Ley, sólo la Comunidad Autónoma de Andalucía
podrá ser titular de bienes y derechos de domi-
nio público.

Artículo 6.
No perderán su condición de bienes de do-

minio público, aquéllos cuya gestión se ceda por
la Comunidad Autónoma a personas públicas o
privadas.

Artículo 7.
Las obras ejecutadas por los concesionarios

o los bienes que éstos destinen al cumplimiento
de la concesión continuarán siendo de su propie-
dad hasta su entrega a la Administración a causa
de rescate, reversión, caducidad o  por cualquier
otro motivo.

Sin embargo, los concesionarios no podrán
disponer libremente de tales bienes, salvo cuan-
do con ello no se incumpla ni se perjudique la
relación especial a  que están afectos.

14

LEY 4/1986, DE 5 DE MAYOArt. 1

2. Véase el art. 55 de la Ley Orgánica 6/1981, de 30 de diciembre, del Estatuto de Autonomía para Andalucía. (BOJA núm. 2, de
1 de febrero de 1982).

3. Véanse los arts. 338 y 339 del Código Civil y 132 de la Constitución Española.

4. Véanse los arts. 340 y 341 del Código Civil y 132 de la Constitución Española.
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Capítulo III

Régimen jurídico básico de los bienes y
derechos de la Comunidad Autónoma

Artículo 8.
El Parlamento de Andalucía tiene autonomía

patrimonial y asume las mismas competencias y
facultades que se atribuyen al Consejo de Go-
bierno y a las  Consejerías en cada caso sobre
los bienes y derechos que tenga adscritos, se le
adscriban o adquiera. La titularidad de dichos
bienes y derechos será, en todo caso, de la Co-
munidad Autónoma.

Artículo 9.
Los bienes de dominio privado pertenecien-

tes a Entidades de derecho público dependientes
de la Comunidad Autónoma de Andalucía que-
darán regulados por sus leyes especiales, en su
defecto por la presente Ley de Patrimonio y  dis-
posiciones que la desarrollen y  complementen
y, finalmente, por  las normas  generales de De-
recho privado.5

Artículo 10.
Los bienes y derechos cuya titularidad co-

rresponda a sujetos de Derecho privado, pertene-
cientes o no a la Comunidad Autónoma de An-
dalucía o a sus Organismos, se someterán a las
normas de Derecho privado.

Artículo 11.
Las facultades que en Derecho se reconocen

a los propietarios serán ejercidas por la persona
que tenga la titularidad de los bienes o derechos.

Aquellas facultades y obligaciones que deri-
ven de la gestión o uso de los bienes correspon-
den al Órgano que los tenga adscritos o cedidos,
salvo que por la Ley se haya dispuesto otra cosa.

Artículo 12.
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo

anterior o de lo que en esta Ley se disponga, la
Consejería de Hacienda,6 por medio de la Direc-
ción General de Patrimonio, será competente pa-
ra el ejercicio de las facultades que como titular
de bienes y derechos patrimoniales correspon-
den a la Comunidad Autónoma de Andalucía.
Asimismo, asumirá la representación extrajudi-
cial de los mismos.

El Consejero de Hacienda podrá proponer al
Consejo de Gobierno que, en determinados ca-
sos, dichas facultades sean delegadas a otras
Consejerías y  Organismos de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

Artículo 13.
Cuando se trate de bienes de dominio priva-

do pertenecientes a Entidades de Derecho públi-
co que dependan de la Comunidad Autónoma de
Andalucía, las facultades mencionadas en los ar-
tículos anteriores serán ejercidas por quien les
represente legalmente, salvo que normas especí-
ficas dispongan otra cosa.

Artículo 14.
La Dirección General de Patrimonio con-

feccionará un Inventario General de Bienes y
Derechos de la Comunidad Autónoma y de las
Entidades de Derecho público dependientes de
la misma, relacionándolos separadamente en
la forma en que reglamentariamente se esta-
blezca, atendiendo, al menos, a su naturaleza,
condición de dominio público o privado, des-
tino, adscripción, forma de adquisición, conte-
nido y valor. Asimismo, se incluirán aquellos
bienes afectos a concesiones que estén sujetos
a reversión.

En dicho Inventario se tomará razón de
cuantos actos se refieran al Patrimonio.

15

LEY DEL PATRIMONIO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA Art. 14

5. Véase el art. 14 del Decreto 9/1999, de 19 de enero, sobre régimen presupuestario, financiero, de control y contable, de las empre-
sas de la Junta de Andalucía. (BOJA núm. 13, de 30 de enero).

6. Léase Consejería y Consejero de Economía y Hacienda las veces que el texto cita a la Consejería y Consejero de Hacienda. El
último Decreto de estructura orgánica de la Consejería de Economía y Hacienda es el Decreto 239/2004, de 18 de mayo. (BOJA
núm. 99, de 21 de mayo).
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Artículo 15.
La Dirección General de Patrimonio podrá re-

cabar de los distintos Departamentos y Organismos
la colaboración que considere necesaria para actua-
lizar el Inventario General de Bienes y Derechos.

Asimismo, podrá recabar la información
precisa de los administrados en general.

Artículo 16.
El Inventario General será público. El siste-

ma de acceso al mismo por los particulares se
ajustará a lo que dispongan las normas de desa-
rrollo del art. 105 b) de la Constitución.

Artículo 17.
En la Consejería de Hacienda existirá una

unidad de contabilidad patrimonial.7

TÍTULO II
BIENES DE DOMINIO PÚBLICO DE

LA COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE ANDALUCÍA

Capítulo I

Caracteres
Artículo 18.
Los bienes de dominio público son inaliena-

bles, imprescriptibles e inembargables.8

Artículo 19.
Sin perjuicio de lo establecido en la presente

Ley respecto de su uso, los bienes de dominio pú-
blico, mientras conserven tal carácter, no podrán
ser enajenados ni gravados en forma alguna.9

Artículo 20.
Los bienes de dominio público son inembar-

gables; no podrá despacharse mandamiento de
ejecución ni dictarse providencia de embargo so-
bre los mismos.10

Artículo 21.
La Comunidad Autónoma de Andalucía po-

drá recuperar en cualquier momento la posesión
de los bienes demaniales que se hallen indebida-
mente en posesión de terceros.

La recuperación material del bien se produ-
cirá una vez adoptado el oportuno acuerdo que
le sirva de fundamento.

El acuerdo final será ejecutorio y recurrible
en vía contencioso-administrativa, pero la deci-
sión de fondo sobre la titularidad del bien o de-
recho sólo corresponde a la jurisdicción ordina-
ria, a la que el interesado o la Administración
pueden acudir si lo consideran oportuno.

No se admitirán interdictos contra la Admi-
nistración en esta materia.11

Artículo 22.
La recuperación de la plena disponibilidad

de los bienes de dominio público, como conse-
cuencia de haber desaparecido las condiciones
que amparaban su uso por terceros, compete a
la Comunidad Autónoma de Andalucía en
ejercicio de su potestad de autotutela. En tal
caso, cuando no se produzca voluntariamente
el desalojo o liberación del bien, la Adminis-
tración llevará a cabo su recuperación previo
expediente.

El acto administrativo que se adopte será re-
currible en vía contencioso-administrativa.12, 13

16

LEY 4/1986, DE 5 DE MAYOArt. 15

7. Véase la Orden de 31 de enero de 1997 (BOJA núm. 22, de 20 de febrero), por la que se aprueba el Plan General de Contabili-
dad Pública de la Administración General de la Junta de Andalucía y sus Organismos Autónomos de carácter administrativo.

8. Véase el art. 132.1 de la Constitución Española y artículo 6 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Admi-
nistraciones Públicas. (BOE núm. 264, de 4 de noviembre).

9. Véase al respecto el art. 1271 del Código Civil.
10. Véase el art. 26.2 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
11. Respecto al plazo para resolver, véase Anexo 3.1.12 de la Ley 9/2001, de 12 de julio, por la que se establece el sentido del silen-

cio administrativo y los plazos de determinados procedimientos como garantías procedimentales para los ciudadanos. (BOJA
núm. 87, de 31 de julio).

12. Véase la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. (BOE núm. 167, de 14 de julio).
13. Respecto al plazo para resolver, véase Anexo 3.1.12 de la Ley 9/2001, de 12 de julio. 
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Artículo 23.
La Comunidad Autónoma de Andalucía po-

drá ejercer la potestad investigadora sobre los
bienes de dominio público a fin de tomar cono-
cimiento sobre su titularidad, cuando ésta no le
conste anteriormente.

La resolución administrativa será recurri-
ble ante la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa, una vez agotados los recursos previos
necesarios.

Las cuestiones de propiedad que se susciten se
resolverán por la jurisdicción ordinaria, a la que
podrán acudir tanto la Administración como los
administrados.

Artículo 24.
La Comunidad Autónoma de Andalucía

podrá acometer el deslinde y amojonamiento
de los bienes de dominio público de su titula-
ridad.

El expediente de deslinde sólo podrá referir-
se a aquellos bienes cuya titularidad conste a la
Administración.

Mientras se tramite un deslinde administrati-
vo, no podrán sustanciarse procedimiento de
deslinde judicial ni juicios posesorios sobre el
mismo objeto.14

La competencia para resolver los deslindes
administrativos corresponde al Jefe del Departa-
mento o Entidad pública a que haya quedado
adscrito el bien, debiendo informar en todo caso
a la Consejería de Hacienda.15

Artículo 25.
Los expedientes a que se refieren los artícu-

los anteriores podrán incoarse de oficio o a ins-
tancia de los interesados y se resolverán con au-
diencia de éstos. Reglamentariamente se
desarrollará el procedimiento.

Artículo 26.
Durante la sustanciación de los expedientes

regulados en los artículos anteriores, la Admi-
nistración podrá adoptar las medidas provisio-
nales que considere oportunas para salvaguar-
dar la efectividad del acto administrativo que
en su día se genere.

Artículo 27.
Cuando la Comunidad Autónoma de Anda-

lucía ceda por cualquier concepto bienes dema-
niales para su gestión o aprovechamiento a parti-
culares o Entidades públicas no dependientes de
ella, será la propia Comunidad Autónoma quien
ejercite las prerrogativas contempladas en este
Capítulo.16

Cuando la adscripción se haga a Entidades
de Derecho público dependientes de la Comuni-
dad Autónoma, éstas podrán adoptar las medidas
provisionales a que se refiere el artículo 28, que
tendrán una duración máxima de tres meses, sal-
vo que aquélla las ratifique antes de terminar di-
cho plazo. A tal efecto, las Entidades citadas de-
berán poner inmediatamente en conocimiento de
la Comunidad Autónoma los acuerdos adopta-
dos en el ejercicio de esa facultad.17

Artículo 28.
La Comunidad Autónoma de Andalucía

podrá ejercitar las potestades de recuperación,
investigación y deslinde sobre bienes que no
sean de su titularidad cuando los mismos estén
afectos a una concesión administrativa. La su-
brogación podrá operarse cuando la Adminis-
tración considere evidente la existencia de un
riesgo y se trate de asegurar el cumplimiento
de la concesión.

Este expediente deberá tramitarse con audien-
cia del propietario y de los demás interesados.18

17

LEY DEL PATRIMONIO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA Art. 28

14. Véanse los arts. 2056 a 2070 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
15. Véase el art. 384 del Código Civil. 

Respecto al plazo para resolver, véase el Anexo 3.1.1. de la Ley 9/2001, de 12 de julio, por la que se establece el sentido del
silencio administrativo y los plazos de determinados procedimientos como garantías procedimentales para los ciudadanos.
(BOJA núm. 87, de 31 de julio).

16. Respecto al plazo para resolver, véase Anexo 3.1.8 de la Ley 9/2001, de 12 de julio.
17. Véase el artículo 34 de la Ley 17/1999, de 28 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales y administrativas. (BOJA

núm. 152, de 31 de diciembre).
18. Respecto al plazo para resolver, véase el Anexo 3.1.2. de la Ley 9/2001, de 12 de julio.
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Capítulo II

Uso y aprovechamiento de los bienes de
dominio público

Artículo 29.
El uso de los bienes de dominio público podrá ser

común o privativo. Aquél, a su vez, general o especial.

Artículo 30.
1. Uso común es aquél que corresponde por

igual a todas las personas, sin que la utilización
por parte de unas impida la de otras.

2. Se considera que existe uso común general
cuando no concurren especiales circunstancias.
No será exigible en tales casos licencia de uso,
sin perjuicio del obligado sometimiento a las es-
pecíficas reglas de policía e instrucciones dicta-
das para posibilitar un ordenado uso común.

3. Cuando concurran circunstancias especia-
les, sea por intensidad o multiplicidad de uso, es-
casez del bien, peligrosidad, o por otros motivos
suficientes, cabe exigir una especial autorización
para uso, imponer una tasa, limitar o incluso prohi-
bir la utilización si las circunstancias así lo requie-
ren, calificándose en tales casos el uso común co-
mo especial. El Órgano al que se haya adscrito el
bien tendrá competencia para regular este uso.

Artículo 31.
Uso privativo es el que origina una ocupación

de bien intensa y tendente a permanecer, de forma
que se impida su libre uso a otras personas.

El uso será privativo, tanto si el usuario se
aprovecha de frutos como si utiliza el bien de
dominio público sólo como soporte de alguna
construcción, y tanto si el bien es devuelto a la
Administración en similares condiciones a las
que tenía antes de la ocupación como si se han
modificado sus caracteres esenciales.

Artículo 32.
Todo uso privativo, sea en favor de personas

públicas o privadas, exige previa concesión ad-
ministrativa.

La adscripción para uso privativo de bienes
de dominio público a un Organismo autónomo
dependiente de la Comunidad Autónoma para su
gestión, conservación, explotación o la presta-
ción de un servicio público no requerirá conce-
sión administrativa.

Artículo 33.
1. Las concesiones administrativas, salvo ca-

sos especiales, podrán ser de los siguientes tipos:
a) Concesión de dominio público. Supone

un título de utilización privativo, con
obligación por parte de los concesiona-
rios de devolver el bien en su momento
y en condiciones de uso similares a las
que tenía con anterioridad a la conce-
sión. Podrá preverse la reversión a la
Entidad concedente de las obras e ins-
talaciones afectas al bien de dominio
público.19

b) Concesión de servicio público. Tendrá
lugar cuando se encomiende al conce-
sionario la prestación de un servicio del
que sea titular el concedente.
Cuando para la prestación de ese servi-
cio público sea necesario el uso común
especial de un bien de dominio público
perteneciente a la Comunidad Autóno-
ma, la autorización para ese uso se en-
tenderá implícita en la concesión del
servicio.
También se entenderá implícitamente
otorgada la concesión para uso privativo
de aquellos bienes de dominio público
pertenecientes a la Comunidad Autóno-
ma necesarios para la prestación del ser-
vicio público.

c) Concesión de obras y servicios públicos.
En tal caso, el concesionario se obliga a
ejecutar una obra necesaria para la pos-
terior prestación de un servicio público
que sea de la titularidad del concedente.
Cuando la obra necesite ocupar bienes de
dominio público de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, la autorización o

18

LEY 4/1986, DE 5 DE MAYOArt. 29

19. Respecto al plazo para resolver, véase el Anexo 3.1.4. de la Ley 9/2001, de 12 de julio.
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concesión, en su caso, se entenderá implí-
cita en la concesión de obras y servicios.20

2. Podrá preverse en la concesión demanial
que el uso privativo que  confiere permita al
concesionario adquirir la propiedad de aquellas
partes o productos del bien concedido que sean
susceptibles de separación del mismo.

3. En todo caso, en la concesión se relaciona-
rán los bienes de dominio público afectos a la
misma.

Artículo 34.
Cuando el Órgano o Entidad administrativa

competente para la concesión del servicio no
coincida con el que tenga la competencia para
gestionar el bien de dominio público necesario,
la concesión definitiva deberá otorgarse por
acuerdo de Consejo de Gobierno y llevará implí-
cita la mutación demanial.

Artículo 35.
1. Las concesiones previstas en los puntos b)

y c) del artículo 33 de esta Ley se adjudicarán y
quedarán sometidas a las Leyes especiales apli-
cables y, en su defecto, a la presente.

El procedimiento de adjudicación se somete-
rá a la legislación especial y, subsidiariamente, a
la legislación de contratos.

2. Las concesiones de dominio público pre-
vistas en el párrafo a) del mismo artículo 33 se
regirán por las leyes específicas aplicables y, en
su defecto, por la presente Ley y sus disposicio-
nes de desarrollo.

Artículo 36.
Las concesiones de dominio público se otor-

garán, previa licitación, cuando existan al menos
dos peticiones incompatibles entre sí sobre un
mismo objeto. A tal efecto, toda petición se pu-
blicará en el Boletín Oficial de la Junta de Anda-
lucía, otorgándose un plazo de al menos treinta
días para que otros interesados puedan formular
peticiones alternativas.

Reglamentariamente se desarrollará el siste-
ma de adjudicación, así como la posibilidad de
convocar licitación entre proyectos.

Artículo 37.
Las concesiones de dominio público se otor-

garán siempre sin perjuicio de terceros, y su du-
ración no podrá exceder de cincuenta años, sal-
vo lo dispuesto en leyes especiales.

Artículo 38.
La Administración podrá recuperar por sí

misma la plena disponibilidad del bien concedi-
do mediante rescate de la concesión, siempre
que por el Jefe del Departamento u Organismo
competente se justifique la existencia de razones
de utilidad pública o interés social para ello.

Artículo 39.
Son obligaciones de la Administración

concedente:
a) Respetar las cláusulas de la concesión.
b) Poner a disposición del concesionario los

bienes concedidos, utilizando para ello
los privilegios de que dispone.

c) Indemnizar, si procede, al concesionario
en caso de rescate.

d) Cualesquiera otras establecidas en leyes es-
peciales y en sus disposiciones de desarrollo.

Artículo 40.
Son obligaciones del concesionario:
a) Pagar el canon que en su caso se haya

establecido.
b) Conservar y no disponer del bien de do-

minio público concedido.
c) Devolver a la Administración concedente

los bienes en su estado primitivo, a salvo
los deterioros producidos por el uso nor-
mal. Revertirán a la Administración to-
dos los bienes y derechos inherentes a  la
concesión, los que sean de imposible se-
paración sin deterioro apreciable del

19

LEY DEL PATRIMONIO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA Art. 40

20. Véanse al respecto arts. 334 del Código Civil, 107 de la Ley Hipotecaria y 45 de la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de
diciembre de 1954.
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mismo y los que expresamente se califi-
quen como reversibles o sujetos a rever-
sión en el título concesional.

d) Cualesquiera otras establecidas en leyes
especiales y en sus disposiciones de de-
sarrollo.

Artículo 41.
Sin perjuicio de lo que se disponga en leyes

especiales, la Administración podrá declarar la ca-
ducidad de la concesión por incumplimiento grave
de sus obligaciones por parte del concesionario.

Artículo 42.
La competencia en materia de uso y aprove-

chamiento de bienes de dominio público, corres-
ponderá a los Órganos o Entidades públicas es-
pecialmente encargados de su gestión, sin
perjuicio de lo dispuesto en leyes especiales y de
las competencias de policía.

Artículo 43.
Del otorgamiento de concesiones así como

de cuantos actos se refieran a ellas se dará cuen-
ta a la Dirección General de Patrimonio.

Artículo 44.
La Comunidad Autónoma podrá reservarse

el uso de ciertos bienes de dominio público
cuando existan razones de interés general que
así lo justifiquen o cuando lo establezca la legis-
lación especial.

Corresponde adoptar dicho acuerdo al Con-
sejo de Gobierno.

La reserva impedirá el uso o usos incompati-
bles con ella por parte de otras personas.

Artículo 45.
Cuando un bien de dominio público se con-

vierta en patrimonial, su régimen de uso y apro-
vechamiento quedará sometido a las reglas apli-
cables a los bienes de tal naturaleza.

Las concesiones de dominio público que exis-
tieran sobre esos bienes quedarán transformadas
en relaciones jurídico-privadas, debiendo respe-
tarse los derechos que en el título concesional se

reconocieron al concesionario, en especial el pla-
zo de uso. No obstante, la Administración podrá
rescatar la concesión si existieren razones de utili-
dad pública o interés social suficientes para ello.

Capítulo III

Afectación y desafectación de los bienes de
dominio público

Artículo 46.
La afectación es el acto por el cual un bien o

derecho perteneciente a la Comunidad Autóno-
ma de Andalucía o Entidad dependiente de ella
es destinado a un uso o servicio público.

Esta afectación implicará la traslación del do-
minio a la Comunidad Autónoma si se adscribe
un bien de dominio privado a un uso o servicio
público.

Artículo 47.
La afectación podrá referirse a bienes o de-

rechos que ya pertenezcan a la Comunidad Au-
tónoma, o podrá llevar consigo al mismo tiempo
una asunción de titularidad que ésta antes no te-
nía. Esta asunción simultánea de titularidad ten-
drá lugar en los casos en que así se establezca.

Artículo 48.
La afectación podrá tener lugar mediante

cualquiera de las siguientes formas:
a) Por Ley.
b) Por silencio.
c) Mediante acto expreso o tácito.

Artículo 49.
La afectación se producirá por Ley cuando

así se disponga en una norma de dicho rango.
Dicha afectación podrá referirse a bienes

que ya sean de dominio privado de la Comuni-
dad o implicar la asunción de  titularidad de
aquéllos que antes no le pertenecieran. En este
último caso, cuando esa asunción de titularidad
afecte de forma concreta a derechos de terceros,
la Ley declarará la utilidad pública o el interés

20

LEY 4/1986, DE 5 DE MAYOArt. 41
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social y los afectados a efectos de su expropia-
ción forzosa.21

La afectación por Ley puede referirse a uno
o varios bienes o derechos en concreto, o de for-
ma genérica a todos los que tengan determinada
naturaleza o condición.

Artículo 50.
1. Se producirá afectación por silencio en los

siguientes casos:
a) Cuando el bien o derecho que ya sea ante-

riormente de dominio privado de la Co-
munidad Autónoma o sus Entidades pú-
blicas se destine durante al menos cinco
años de forma continuada a un uso o ser-
vicio público.

b) Cuando sin tratarse de un bien que tenga
la consideración de dominio privado de la
Comunidad Autónoma, ésta lo adquiera
por usucapión de acuerdo con las reglas
de Derecho civil, siempre que ese bien vi-
niera siendo destinado a un uso o servicio
público durante los últimos cinco años.22

En los casos anteriores, el bien se enten-
derá adscrito al Órgano o Entidad a que
de hecho lo estuviera.

2. Cuando algún Órgano o Entidad tenga co-
nocimiento de que se ha producido una afecta-
ción por silencio, deberá ponerlo en conocimien-
to de la Consejería de Hacienda, para que ésta
ordene el levantamiento de acta y proceda a in-
corporar formalmente el bien al dominio
público.

Artículo 51.
La afectación puede ser expresa o tácita.

Aquélla tendrá lugar cuando de forma clara y
concreta se especifique el bien y el destino al
que queda afectado. Ésta, cuando no se diga de
forma clara y concreta pero se deduzca de un ac-
to de la Administración Autónoma.

Artículo 52.
En caso de expropiación forzosa, la afecta-

ción se entiende implícita en la declaración de
utilidad pública o interés social. En tal caso, de-
berá ponerse el hecho en conocimiento de la
Consejería de Hacienda.

Artículo 53.
Los bienes que se adquieran como patrimo-

niales necesitarán ser afectados a un uso o servi-
cio público para que tengan la condición de bie-
nes de dominio público, afectación que podrá
ser simultánea a la adquisición.

En todo caso, dicha adquisición se someterá
a las reglas establecidas en el Título III, Capítulo
II de la presente Ley.

Artículo 54.
Salvo que en ésta o en otras leyes se disponga

lo contrario, es competencia del Consejero de Ha-
cienda adoptar, a petición de la Consejería u Or-
ganismo interesado, los actos de afectación, pre-
vio expediente en el que se justifiquen los
motivos de esa  decisión.

El acuerdo deberá expresar el fin o fines a
que se destine el bien o derecho, la circunstan-
cia de pasar a formar parte del dominio públi-
co y el Departamento o Entidad a que queden
adscritos.

El acto de afectación producirá en los Regis-
tros públicos los efectos previstos en la legisla-
ción del Estado, y se hará constar en el Inventa-
rio General de Bienes y Derechos.23

Artículo 55.
En todo caso deberá levantarse acta de afec-

tación, en la que intervendrán representantes de
la Consejería de Hacienda y del Departamento u
Organismo al que los bienes vayan a quedar ads-
critos. A partir de dicho momento, el Departa-
mento u Organismo de destino asumirá las com-

21

LEY DEL PATRIMONIO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA Art. 55

21. Véase la Ley de la Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954 y su Reglamento de 26 de abril de 1957.

22. Véanse los artículos 1940 a 1960 del Código Civil.

23. Respecto a las vías pecuarias, véase la Diposición Adicional Segunda de la Ley 17/1999, de 28 de diciembre, por la que se
aprueban medidas fiscales y administrativas. (BOJA núm. 152, de 31 de diciembre).
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petencias que le correspondan sobre los bienes
de dominio público.

Artículo 56.
Los bienes de dominio privado de Organis-

mos autónomos dependientes de la Comunidad
Autónoma de Andalucía podrán quedar afecta-
dos a un uso o servicio público y, por tanto,
pasarán a ser de titularidad de la Comunidad
Autónoma. El Organismo autónomo no será in-
demnizado por ello.

La afectación de tales bienes podrá tener lugar
por Ley, por silencio o por acto expreso o tácito.

Artículo 57.
Podrán cederse bienes muebles o inmuebles

de forma gratuita u onerosa a Entidades públicas
para uso o servicio público de competencia de
ellas. El bien patrimonial cedido quedará así
afecto a un uso o servicio público ajeno al ce-
dente, pasando a ser de dominio público sin que
suponga cambio de titularidad.

Tales bienes se someterán a las reglas genera-
les establecidas en esta Ley para los de naturaleza
demanial, al pacto de cesión y a los que se deduz-
ca de la norma que en su caso la haya impuesto.

La competencia para acordar estas cesiones
corresponde al Consejo de Gobierno de la Co-
munidad Autónoma.

Cuando el bien deje de ser utilizado para los
fines previstos, se incorporará como patrimonial
a la Comunidad Autónoma.24

Artículo 58.
La mutación demanial se produce por el

cambio de afectación de un bien que ya sea de
dominio público.

Podrá tener lugar por Ley o por acto expreso
o tácito.

Artículo 59.
La mutación demanial expresa se llevará a

cabo por un procedimiento similar al de afecta-

ción, debiendo intervenir en el expediente los
Órganos afectados.

El acuerdo final implicará la desafectación del
bien respecto al fin o destino anterior y su afecta-
ción a un fin o destino distinto. Llevará consigo
también, si llega el caso, la modificación de la ads-
cripción orgánica del bien objeto de la mutación.

Producida la mutación demanial tácita, los
Órganos a los que afecte podrán recabar de la
Consejería de Hacienda la constatación formal
de la misma.

En todo caso deberá levantarse acta en la
forma prevista en el artículo 55.

Artículo 60.
La desafectación tendrá lugar cuando un

bien de dominio público deje de estar destinado
a un uso o servicio público, pasando a ser de do-
minio privado.

Artículo 61.
La Comunidad Autónoma de Andalucía podrá

desafectar bienes de dominio público de que sea
titular en las formas previstas para la afectación.
Para ello, la Consejería de Hacienda podrá inves-
tigar el uso que se haga de los citados bienes.

Sin embargo, cuando la afectación haya teni-
do lugar por Ley, no se entenderá producida la
desafectación hasta que la Consejería de Ha-
cienda reciba formalmente el bien y lo incorpore
como patrimonial.

En cualquier caso, la Comunidad Autónoma
de Andalucía deberá proceder a la desafectación
cuando los bienes o derechos dejen de estar des-
tinados a usos o servicios públicos.

Artículo 62.
Todos los Órganos o Entes que tengan ads-

critos bienes de dominio público deberán solici-
tar de la Consejería de Hacienda el cambio de
adscripción o de afectación si aquéllos no fueran
necesarios para el desempeño de las competen-
cias que tengan atribuidas.

22

LEY 4/1986, DE 5 DE MAYOArt. 56

24. Respecto al plazo para resolver, véase Anexo 3.1.9 de la Ley 9/2001, de 12 de julio.
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Artículo 63.
La reversión de los bienes expropiados que-

dará regulada por la legislación sobre expropia-
ción forzosa.25

Artículo 64.
Los bienes de dominio público adscritos a

Organismos autónomos que antes de la afectación
fueran propiedad de los mismos volverán a ser
propiedad privada de ellos cuando pierdan la con-
dición de dominio público. Lo anterior se entien-
de sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 89.

Artículo 65.
Las discrepancias que se produzcan entre

dos o más Departamentos en materia de afecta-
ción, mutación y desafectación de bienes serán
resueltas por el Consejo de Gobierno.

TÍTULO III
BIENES DE DOMINIO PRIVADO DE LA

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE ANDALUCÍA

Capítulo I

Caracteres

Artículo 66.
Los bienes de dominio privado o patrimonia-

les de la Comunidad Autónoma o de las Entida-
des de Derecho público dependientes de la misma
quedarán sometidos a las reglas generales de De-
recho privado salvo los actos preparatorios de

competencia o adjudicación relacionados con los
mismos que, por su condición de separables, que-
darán sometidos a las reglas de Derecho público,
siendo competente para conocer de los mismos la
jurisdicción contencioso-administrativa.

Asimismo, será de aplicación para estos bie-
nes lo dispuesto en el art. 11.

Artículo 67.
Los bienes de dominio privado, mientras ten-

gan este carácter, son alienables y prescriptibles.

Artículo 68.
Los bienes de dominio privado son inembar-

gables. No podrá despacharse mandamiento de
ejecución ni dictarse providencia de embargo so-
bre estos bienes y derechos ni sobre las rentas,
frutos o productos de los mismos, debiéndose
estar a lo que dispone la Ley General de la Ha-
cienda Pública de la Comunidad Autónoma.26

Artículo 69.
La inscripción en los Registros públicos de

los bienes de dominio privado y de los actos que
sobre los mismos se dicten se ajustará a las nor-
mas estatales sobre la materia.

La Dirección General de Patrimonio de la
Consejería de Hacienda promoverá la inscrip-
ción de los bienes patrimoniales a nombre de la
Comunidad Autónoma de Andalucía en los Re-
gistros públicos.27

Artículo 70.
La Comunidad Autónoma y las Entidades de

Derecho público de ella dependientes podrán re-

23

LEY DEL PATRIMONIO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA Art. 70

25. Véase la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954 y su Reglamento de 26 de abril de 1957.
26. Téngase en cuenta la nueva redacción del artículo 26.2 de la Ley General de Hacienda Pública 5/1983, de 19 de julio, según la

redacción dada por la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de medidas tributarias, administrativas y financieras.
«2. Ningún Tribunal ni autoridad administrativa podrá dictar providencia de embargo ni despachar mandamiento de ejecución
contra los bienes y derechos patrimoniales cuando se encuentren materialmente afectados a un servicio público o a una función
pública, cuando sus rendimientos o el producto de su enajenación estén legalmente afectados a fines diversos, o cuando se trate
de valores o títulos representativos del capital de sociedades mercantiles previstas en el artículo 6.1.a) de esta Ley que ejecuten
políticas públicas o presten servicios de interés económico general. A estos efectos se considerarán siempre materialmente afec-
tados a un servicio público o a una función pública, el dinero, los valores, los créditos y demás recursos financieros de la Teso-
rería de la Comunidad Autónoma, incluidos todos los saldos existentes en cualquier clase de cuentas que la misma mantenga
abiertas en las entidades de crédito y ahorro».

27. Véanse la Ley y el Reglamento Hipotecario, especialmente el art. 17 de este último.
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cuperar por sí la posesión indebidamente perdi-
da de sus bienes de dominio privado durante el
plazo máximo de un año, a contar desde la per-
turbación o despojo.

Transcurrido el año, deberá la Administra-
ción acudir a la jurisdicción ordinaria.28

Artículo 71.
Las potestades de investigación y deslinde

de los bienes de dominio privado quedarán so-
metidas a las mismas reglas previstas para los de
dominio público.29

Artículo 72.
Las cuestiones que surjan sobre la propiedad de

los bienes de dominio privado se sustanciarán y resol-
verán por los Tribunales de la jurisdicción ordinaria.

Artículo 73.
Cuando exista oposición, la Comunidad Au-

tónoma y sus Entidades de Derecho público no
podrán ejercer potestades de autotutela para recu-
perar la plena posesión de sus bienes de dominio
privado, una vez haya terminado la relación jurí-
dico privada por la que se autorizaba a un tercero
para su utilización. En tal caso, deberá la Admi-
nistración dirigirse a los Tribunales ordinarios.

Capítulo  II
Adquisición de los bienes de dominio privado

Artículo 74.
La Comunidad Autónoma podrá adquirir

bienes y derechos de la siguiente forma:
a) Mediante expropiación, en las formas pre-

vistas en la legislación específica.
b) Mediante negocio jurídico, oneroso o gra-

tuito, prescripción, ocupación y demás
formas previstas en derecho. 

c) Mediante traspaso del Estado, y otros En-
tes, en la forma regulada al efecto.

Las Entidades públicas de ella dependientes
podrán adquirir bienes de acuerdo con los proce-
dimientos previstos en el apdo. b) anterior, pu-
diendo, asimismo, ser beneficiarias de los bienes
adquiridos mediante expropiación.

Artículo 75.
Se presumirá que los bienes son de dominio

privado.

Artículo 76.
Deberá darse cuenta al Departamento de Ha-

cienda de toda adquisición de la que deba tomar-
se razón en el Inventario General de Bienes y
Derechos.

Artículo 77.
1. Las adquisiciones de bienes inmuebles a

título oneroso respetarán los principios de publi-
cidad y concurrencia, salvo cuando por las pecu-
liaridades de la necesidad a satisfacer, las limita-
ciones del mercado o la urgencia se considere
preciso autorizar la adquisición directa.

La adquisición en estos supuestos excepcio-
nales habrá de estar precedida de resolución mo-
tivada que se hará pública.

2. Para la efectividad de lo dispuesto en el
apartado anterior, podrán adquirirse compromisos
de gastos de carácter plurianual en los términos
previstos en la Ley General de Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma para inversiones.30

3. La Consejería de Hacienda será competen-
te para perfeccionar este tipo de negocios, pudien-
do proponer al Consejo de Gobierno que otorgue
dichas facultades a otras Consejerías u Organis-
mos de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Artículo 78.
1. Las adquisiciones a título oneroso de bie-

nes muebles y derechos se someterán a las mis-
mas reglas que la de los inmuebles respecto a
publicidad y concurrencia.

24

LEY 4/1986, DE 5 DE MAYOArt. 71

28. Respecto al plazo para resolver, véase Anexo 3.1.13 de la Ley 9/2001, de 12 de julio.  
29. Respecto al plazo para resolver, véase el Anexo 3.1.3 de la Ley 9/2001, de 12 de julio.
30. Véase al respecto el art. 39 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
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2. Serán competentes para perfeccionar este
tipo de contratos las Consejerías que hayan de
utilizar dichos bienes.

3. En todo caso, el Consejo de Gobierno po-
drá acordar la adquisición centralizada para de-
terminados bienes.31

Artículo 79.
1. La adquisición de bienes y derechos por

las Entidades públicas dependientes de la Comu-
nidad Autónoma se llevará a cabo, salvo que
otra cosa disponga la legislación específica, por
el Órgano que ostente su representación legal.

2. (Derogado).32

Artículo 80.
Las adquisiciones a título lucrativo en favor

de la Comunidad Autónoma, o de cualquiera de
las Entidades públicas dependientes de ella, de-
berán ser previamente aceptadas por Decreto del
Consejo de Gobierno.

En ningún caso podrán aceptarse dichas ad-
quisiciones si las cargas que graven el bien supe-
ran el valor intrínseco del mismo.

Las herencias se entenderán siempre acepta-
das a beneficio de inventario.33

Artículo 81.
En las adjudicaciones de bienes o derechos a

la Comunidad Autónoma o a cualquiera de las
Entidades de Derecho público de ella depen-
dientes como consecuencia de procedimientos
judiciales o administrativos, deberá notificarse a
la Consejería de Hacienda el auto, providencia
o acuerdo respectivo. 

La adquisición exigirá previa identificación
y tasación de los bienes por parte de la citada
Consejería, formalizándose a continuación el in-
greso en el Patrimonio.

Artículo 82.
1. Se requerirá autorización del Consejo de

Gobierno, a propuesta del titular de la Consejería
competente por razón del objeto y previo infor-
me de la Consejería de Economía y Hacienda,
para la creación de entidades privadas, así como
para la adquisición de participaciones en las mis-
mas, cuando con ello la Comunidad Autónoma
de Andalucía pase a constituirse en partícipe ma-
yoritario directa o indirectamente.34

2. Cuando los mismos actos se lleven a cabo
por Entidades públicas dependientes de la Comuni-
dad Autónoma, será de aplicación lo establecido en
el párrafo anterior, si bien la competencia para au-
torizar gastos corresponderá al Órgano que la Ley
de la Hacienda Pública de la Comunidad establezca.

3. Las adquisiciones referidas en este precep-
to se harán en Bolsa siempre que fuera posible.

Artículo 83.
Las participaciones en Entidades privadas

tendrán en todo caso la consideración de bienes
patrimoniales.

Artículo 84.
1. Los arrendamientos de bienes muebles e

inmuebles en favor de la Comunidad Autónoma
de Andalucía y de las Entidades Públicas depen-
dientes de la misma se acordarán por el titular
del Departamento o Entidad interesada.35

31. Véase al respecto el Decreto 110/1992, de 16 de junio, por el que se regula el Régimen de Adquisición centralizada de
determinados bienes en la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía (BOJA núm. 72, de 28 de julio).

32. Apartado suprimido por la Disposición Derogatoria Única de la Ley 9/1996, de 26 de diciembre, por la que se aprueban
medidas fiscales en materia de Hacienda Pública, Contratación Administrativa, Patrimonio, Función Pública y Asistencia
Jurídica a Entidades de Derecho Público. (BOJA núm. 151, de 31 de diciembre).

33. Véanse los arts. 1010 a 1034 del Código Civil.
34. Nueva redacción a este apartado dada por el artículo 55 de la Ley 10/2002, de 21 de diciembre, por la que se aprueban normas

en materia de tributos cedidos y otras medidas tributarias, administrativas y financieras. (BOJA núm. 151, de 24 de diciembre).
35. El artículo 81.1 de la Ley 8/1997, de 23 de diciembre, por la que se aprueban medidas en materia tributaria, presupuestaria, de

empresas de la Junta de Andalucía y otras entidades, de recaudación, de contratación, de función pública y de fianzas de arren-
damientos y suministros (BOJA nº 151, de 31 de diciembre), exime de la obligación de prestar fianza en los contratos de arren-
damientos de vivienda y para uso distinto del de vivienda a la Administración de la Junta de Andalucía, así como a las Entida-
des de Derecho Público dependientes de la misma.

25

LEY DEL PATRIMONIO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA Art. 84
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Cuando se trate de inmuebles, se requerirá
previo informe favorable de la Dirección Gene-
ral de Patrimonio de la Consejería de Economía
y Hacienda.

Si el inmueble objeto del contrato va a ser
utilizado por varios Departamentos o Entidades
Públicas, la competencia para el arrendamiento
corresponderá al titular de la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda.36

2. Los referidos contratos se adjudicarán con
respeto a los principios de publicidad y concu-
rrencia, salvo cuando por las peculiaridades de
la necesidad a satisfacer, las limitaciones del
mercado o la urgencia se considere preciso auto-
rizar la adquisición directa.

El arrendamiento de bienes inmuebles en es-
tos supuestos excepcionales habrá de estar prece-
dido de resolución motivada que se hará pública.

3. El Órgano competente para la adjudicación
de estos contratos lo será para cuantas incidencias
se produzcan en relación con los mismos.

Capítulo III
Disponibilidad de los bienes de 

dominio privado

Artículo 85.
Toda enajenación o gravamen de bienes pro-

piedad de la Comunidad Autónoma o de cuales-
quiera de las Entidades públicas de ella depen-
dientes deberá ir precedida de una depuración de
la situación física o jurídica de las mismas, si es
que resulta necesario.

No podrán enajenarse bienes que se hallaren en
litigio, salvo que el adquiriente asuma voluntaria-

mente el riesgo del resultado del mismo. Igualmen-
te, si llega el caso, deberán suspenderse los procedi-
mientos de adjudicación que estuvieren en trámite.

Artículo 86.
La enajenación de bienes inmuebles de do-

minio privado pertenecientes a la Comunidad
Autónoma requerirá previa declaración de alie-
nabilidad por la Consejería de Hacienda en ex-
pediente en el que se acredite que el bien no tie-
ne la condición de dominio público. En su caso,
se requerirá informe del Órgano que tenga enco-
mendada la administración de dicho bien.

Cuando el bien tenga la condición de domi-
nio público deberá previamente desafectarse.

Artículo 87. 
La competencia para enajenar los bienes in-

muebles corresponde a la persona titular de la
Consejería competente en materia de Hacienda
si su valor no excede de seis millones de euros.

Si supera esta cantidad será necesaria autori-
zación del Consejo de Gobierno.

Si el precio es superior a veinte millones de
euros requerirá autorización por Ley.37

Artículo 88.
La enajenación de los bienes inmuebles se

hará mediante subasta, salvo cuando el Consejo
de Gobierno disponga otra cosa si existen razo-
nes objetivas justificadas. En este caso, se dará
cuenta a la Comisión de Hacienda y Presupues-
tos del Parlamento.38

Artículo 89.
Los bienes inmuebles pertenecientes a Enti-

dades públicas dependientes de la Comunidad
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36. Nueva redacción dada por el artículo 37 de la Ley 9/1996, de 26 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales en mate-
ria de Hacienda Pública, Contratación Administrativa, Patrimonio, Función Pública y Asistencia Jurídica a Entidades de Dere-
cho Público. (BOJA núm. 151, de 31 de diciembre).

37. Artículo modificado por la Ley 11/2006, de 27 de diciembre del Presupuesto de la Comunidad Autónoma para el año 2007
(BOJA núm. 251, de 30 de diciembre).

38. Véase al respecto el Acuerdo de 9 de febrero de 1999, del Consejo de Gobierno, por el que se autoriza la enajenación directa
de bienes cuyo valor unitario sea inferior a un millón de pesetas, equivalente a 6.010,12 euros. (BOJA núm. 29, de 9 de marzo).
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Autónoma que no sean necesarios para el cum-
plimiento de sus fines se incorporarán al Patri-
monio de la citada Comunidad Autónoma.

A tal fin, la Entidad pública deberá poner el
hecho en conocimiento de la Consejería de Ha-
cienda que tramitará el oportuno expediente y
procederá a la incorporación formal del bien al
Patrimonio de la Comunidad Autónoma.

No será aplicable lo expuesto en los artículos
anteriores cuando se trate de bienes adquiridos
por dichas Entidades públicas con la finalidad de
devolverlos al tráfico jurídico, de acuerdo con
sus reglas de funcionamiento, así como para ga-
rantizar la rentabilidad de las reservas que tengan
que constituir en cumplimiento de sus normas es-
pecíficas o responder de los avales que puedan
prestar de acuerdo con lo establecido en la Ley
General de Hacienda Pública de la Comunidad
Autónoma. En tales casos, podrán enajenarse los
bienes conforme a las reglas establecidas en el
artículo 80 de esta Ley o leyes especiales.

La enajenación de los bienes inmuebles exi-
ge previa autorización de la Consejería compe-
tente en materia de Hacienda en todo caso, salvo
que el valor del bien supere la cantidad de seis
millones de euros, o de veinte millones de euros,
en cuyo caso se requerirá previa autorización del
Consejo de Gobierno o de una Ley, respectiva-
mente, salvo lo dispuesto en el artículo 95.2 de
la presente Ley.39

Artículo 90. 
La enajenación de los bienes muebles se so-

meterá a las mismas reglas de los inmuebles y será
competente para acordarla la persona titular de la
Consejería que los tuviera adscritos si su valor no
excede de seis millones de euros. Si supera dicha
cantidad será necesaria autorización del Consejo

de Gobierno, y autorización por Ley si el importe
es superior a veinte millones de euros, salvo lo
dispuesto en el artículo 95.2 de la presente Ley.40

Artículo 91. 
En caso de permuta, deberá previamente lle-

varse a cabo una tasación pericial que acredite
que la diferencia de valor entre los bienes a per-
mutar no es superior al cincuenta por ciento del
que lo tenga mayor, no obstante lo cual será ne-
cesario igualar las prestaciones mediante la
oportuna compensación económica.

Corresponderá autorizar la permuta a quien
por razón de la cuantía sería competente para
autorizar la enajenación.41

Artículo 92. 
La enajenación de derechos sobre bienes in-

corporales deberá ser autorizada por el Consejo
de Gobierno, salvo que su valor supere la canti-
dad de veinte millones de euros, en cuyo caso se
requerirá autorización por Ley, salvo lo dispues-
to en el artículo 95.2 de la presente Ley.42

Artículo 93.
Todo Órgano o Entidad que no necesite hacer

uso de los bienes patrimoniales de que disponga, lo
pondrá en conocimiento de la Consejería de Ha-
cienda por si ésta considerara adecuado modificar
su adscripción.

Artículo 94.
1. La Consejería de Hacienda será compe-

tente para enajenar participaciones de la Comu-
nidad Autónoma en Entidades privadas.

No obstante, la pérdida de la condición de
partícipe mayoritario, directa o indirectamente,
así como la enajenación de todas las acciones de
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39. Nueva redacción del párrafo cuarto de este artículo introducida por la Ley 11/2006, de 27 de diciembre del Presupuesto de la
Comunidad Autónoma para el año 2007 (BOJA núm. 251, de 30 de diciembre).

40. Nueva redacción del artículo introducida de conformidad con la Ley 11/2006, de 27 de diciembre del Presupuesto de la Comu-
nidad Autónoma para el año 2007 (BOJA núm. 251, de 30 de diciembre).

41. Nueva redacción de este artículo dada por la Disposición Adicional Undécima.4 de la Ley 2/1990. (Ver nota 25).

42. Nueva redacción de este artículo dada por la Ley 11/2006, de 27 de diciembre del Presupuesto de la Comunidad Autónoma para
el año 2007 (BOJA núm. 251, de 30 de diciembre). (Ver nota 25).

00 Ley y Reglam. 07  23/2/07  11:20  Página 27



que la Comunidad Autónoma disponga en la
Sociedad, requerirá previa autorización del Con-
sejo de Gobierno.

Asimismo, será necesaria dicha autorización
cuando el valor de las participaciones u obliga-
ciones a enajenar supere la cantidad de seis mi-
llones de euros. Si excede de quince millones de
euros se requiere autorización por Ley, salvo lo
dispuesto en el artículo 95.2 de la presente Ley43.

2. Cuando se trate de enajenar participacio-
nes que pertenezcan a Entidades Públicas depen-
dientes de la Comunidad Autónoma, será de apli-
cación lo dispuesto en el apartado anterior, si
bien se necesitará autorización de la persona titu-
lar de la Consejería competente en materia de
Hacienda para enajenaciones que no superen la
cantidad de un millón quinientos mil euros siem-
pre que no enajenen de esa forma todas las accio-
nes pertenecientes a la Entidad Pública o cese en
su anterior condición de partícipe mayoritario.44

3. Las enajenaciones previstas en este precep-
to se harán en Bolsa, siempre que ello sea posible.

Artículo 95.
1. Será necesaria autorización por Ley para

enajenaciones de bienes que hayan sido declara-
dos formalmente de interés cultural.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior no
será de aplicación cuando el bien enajenado ten-
ga como destino otra Administración Pública.
Esta excepción se extiende para las autorizacio-
nes por ley que se contemplan en los artículos
89, 90, 91, 92 y 94 de la presente Ley.45

Artículo 96.
Todo adquirente a título oneroso tendrá dere-

cho a ser compensado por los desperfectos que,

no siendo consecuencia necesaria de un deterioro
normal causado por el tiempo, sufran los bienes
entre el momento en que se llevó a cabo la tasa-
ción pericial y la entrega de los mismos.

Artículo 97.
La Consejería de Hacienda podrá investigar el

uso que se haga de los bienes a que se refiere esta Ley.

Artículo 98.
No podrán gravarse los bienes o derechos de

dominio privado de la Comunidad Autónoma o de
las Entidades públicas de ella dependientes sino con
los mismos requisitos exigidos para su enajenación.

Artículo 99.
Se necesitará autorización del Consejo de

Gobierno para transigir sobre bienes de dominio
privado de la Comunidad Autónoma o de las
Entidades públicas de ella dependientes.46

Capítulo IV

Uso de los bienes de dominio privado

Artículo 100.
El uso por terceros de estos bienes se some-

terá al régimen general previsto en Derecho pri-
vado, con las especialidades establecidas en la
presente Ley.

Artículo 101.
La adjudicación de los contratos se hará res-

petando los principios de publicidad y concurren-
cia, excepto cuando por las peculiaridades de la
necesidad a satisfacer, las limitaciones del merca-

28

LEY 4/1986, DE 5 DE MAYOArt. 95

43. Nueva redacción de este párrafo dada por la Ley 11/2006, de 27 de diciembre del Presupuesto de la Comunidad Autónoma para
el año 2007 (BOJA núm. 251, de 30 de diciembre).

44. Nueva redacción de este párrafo dada por la Ley 11/2006, de 27 de diciembre del Presupuesto de la Comunidad Autónoma para
el año 2007 (BOJA núm. 251, de 30 de diciembre).

45. Nueva redacción del artículo introducida de conformidad con la Ley 11/2006, de 27 de diciembre del Presupuesto de la Comu-
nidad Autónoma para el año 2007 (BOJA núm. 251, de 30 de diciembre).
El Consejo de Gobierno aprobó el Plan General de Bienes Culturales y su remisión al Parlamento de Andalucía por Acuerdo
de 9 de junio de 1998 (BOJA núm. 81, de 21 de julio).

46. Véase al respecto el art. 22.3 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
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do o la urgencia se considere preciso autorizar la
adquisición directa.

Estos supuestos excepcionales habrán de es-
tar precedidos de resolución motivada que se ha-
rá pública.

Artículo 102.
La competencia para adjudicar contratos relati-

vos a bienes inmuebles corresponde a la Conseje-
ría de Hacienda. Si se trata de bienes muebles será
competente el Consejero que los tenga adscritos.

Artículo 103.
El arrendamiento de bienes inmuebles perte-

necientes a Entidades públicas que dependan de
la Comunidad Autónoma requerirá previa auto-
rización del Consejero de Hacienda.

Será necesaria autorización del Consejero a
que esté adscrito el Organismo cuando se trate
de arrendar bienes muebles.

Artículo 104.
Lo dispuesto en los artículos anteriores de

este Capítulo se entiende sin perjuicio de lo esta-
blecido en leyes especiales.

Artículo 105.
La Administración podrá reservarse el uso y

explotación de sus bienes de dominio privado.
Los frutos, rentas o percepciones de cual-

quier tipo que produzcan dichos bienes, así co-
mo el producto de sus enajenaciones, ingresarán
en el patrimonio de la Entidad propietaria de los
mismos.

Artículo 106.
Los bienes de dominio privado cuya afecta-

ción o explotación no se considere necesaria po-
drán ser cedidos gratuitamente por el Consejo de
Gobierno a Entidades Públicas de todo orden o
privadas de carácter benéfico o social, para cum-
plimiento de sus fines. Dicha cesión especificará
las condiciones y el tiempo de su duración. Será
competente para acordar la cesión el Consejo de
Gobierno, salvo que el valor del bien exceda de
veinte millones de euros, en cuyo caso será pre-
cisa autorización por Ley.47

También podrán cederse bienes a Entes in-
ternacionales en cumplimiento de los Tratados
suscritos por España.

La Consejería de Hacienda podrá adoptar
las medidas que considere necesarias para vigi-
lar el cumplimiento de las obligaciones del ce-
sionario, pudiendo recuperar los bienes si se
produce un incumplimiento grave.

En todo caso será de aplicación lo dispuesto
en el artículo 57.48

Artículo 107.
Queda prohibida toda donación de bienes,

salvo lo previsto para compromisos o subven-
ciones de auxilios en la legislación especial.49, 50

Artículo 108.
Cuando un bien de dominio privado pase a

ser de dominio público, las relaciones jurídicas
que sobre el mismo existan quedarán reguladas a
partir de entonces por las normas aplicables a
este tipo de bienes.
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47. Nueva redacción del párrafo introducida de conformidad con la Ley 11/2006, de 27 de diciembre del Presupuesto de la
Comunidad Autónoma para el año 2007 (BOJA núm. 251, de 30 de diciembre).

48. Respecto al plazo para resolver, véase Anexo 3.1.9 de la Ley 9/2001, de 12 de julio, por la que se establece el sentido del silen-
cio administrativo y los plazos de determinados procedimientos como garantías procedimentales para los ciudadanos.

49. Véanse al respecto los arts. 103 a 116 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

50. Véase la Disposición Adicional 21ª de la Ley 7/1996, de 31 de julio, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía para 1996. (BOJA núm. 88, de 1 de agosto). Téngase en cuenta también lo previsto para bienes de titularidad del IARA en
la Disposición Adicional Sexta de la Ley 8/1997, de 23 de diciembre, por la que se aprueban medidas en materia tributaria, pre-
supuestaria, de empresas de la Junta de Andalucía y otras entidades, de recaudación, de contratación, de función pública y de
fianzas de arrendamientos y suministros (BOJA nº 151, de 31 de diciembre), y en el Decreto 192/1998, de 6 de octubre, por el
que se regula el régimen de disposición de bienes del IARA (BOJA nº 115, de 10 de octubre), que la desarrolla.

Art. 108
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Artículo 109.
Ningún bien de dominio privado podrá ce-

derse por un plazo superior a cincuenta años.

Artículo 110.
El Consejo de Gobierno podrá adscribir bie-

nes patrimoniales de la Comunidad Autónoma a
Entidades públicas que dependan de ella. Estas
no adquirirán la propiedad de los mismos y ten-
drán la obligación de respetar las condiciones
impuestas.51

TÍTULO IV

RESPONSABILIDAD Y SANCIONES

Capítulo Único

Artículo 111.
Quienes tengan a su cargo la gestión o hagan

uso de los bienes o derechos de dominio público
o privado de la Comunidad Autónoma o de las
Entidades públicas de ella dependientes, están
obligados a su custodia, conservación y utiliza-
ción con la diligencia debida, debiendo indemni-
zar en su caso al titular del derecho por los da-
ños y perjuicios que produzcan y que no sean
consecuencia del uso normal de los bienes.

Artículo 112.
Todo usuario tiene obligación de respetar los

bienes afectos al servicio público que utilice,
aunque éstos pertenezcan a Entidades privadas
encargadas de su explotación.

Artículo 113.
En los casos previstos en los dos artículos

anteriores, el Órgano o Entidad pública encar-
gado de la gestión del bien o que haya conce-
dido el servicio público podrá utilizar sus po-
deres de autotutela para obligar al causante

del daño a reparar los perjuicios causados.
Sus actos serán recurribles en vía contencio-
so-administrativa.

Artículo 114.
En caso de incumplimiento de las obligacio-

nes previstas en los arts. 111 y 112, podrá la
Consejería de Hacienda imponer multas del tan-
to al triplo del valor del daño causado.

La responsabilidad de las personas que ten-
gan relación de trabajo de cualquier tipo con la
Administración de la Comunidad Autónoma,
sus Organismos y Entidades, será exigible con
arreglo a la legislación especifica.

Artículo 115.
Cuando los hechos pudieran ser constituti-

vos de delito o falta, la Administración no sus-
penderá la tramitación de los procedimientos
sancionadores dimanantes de los mismos, sin
perjuicio de poner el hecho en conocimiento de
la jurisdicción penal. No obstante no se produci-
rá resolución administrativa definitiva  hasta
tanto  exista pronunciamiento judicial.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.
A los efectos de esta Ley, se entiende por

Comunidad Autónoma dicha Comunidad como
persona jurídica, incluyendo su Parlamento y el
Consejo de Gobierno.

Se entiende por Entidad de Derecho público
o Entidad pública aquélla constituída conforme
a principios de organización regulados por Dere-
cho público, aunque en su esfera de actividad
pueda estar sometida a Derecho privado.

Entidad privada o Entidad de Derecho priva-
do es aquélla constituída conforme a las reglas

51. Véase nota 17 al artículo 27 de esta Ley.

Art. 109
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de Derecho privado, aunque la Comunidad Au-
tónoma o alguna de sus Entidades públicas ten-
gan título de participaciones en las mismas.

Las Entidades de base corporativa o aso-
ciacional se regirán por sus disposiciones espe-
cíficas.

Segunda.
En todo caso, se considerarán bienes de do-

minio público aquellos inmuebles que se desti-
nen a oficinas o Servicios administrativos de la
Comunidad Autónoma o cualquiera de sus Enti-
dades públicas.52

Tercera.
El Consejo de Gobierno de la Comunidad

Autónoma aprobará un pliego general de condi-
ciones para concesiones de dominio público.
Los Órganos competentes en  cada caso para ad-
judicar las concesiones podrán incluir cuantas
condiciones nuevas tengan por conveniente, pre-
via autorización de la Consejería de Hacienda.

Dicho pliego, así como sus modificaciones,
requerirá, con carácter previo a su aprobación,
informe del Gabinete Jurídico de la Consejería
de la Presidencia.53

Cuarta.
El Consejo de Gobierno de la Comunidad Au-

tónoma podrá avocar para sí las competencias que
otros Órganos inferiores tengan atribuidas en
cuanto al uso y aprovechamiento de bienes de do-
minio público o privado de la propia Comunidad.

Quinta.
La Dirección General de Patrimonio ostentará

la representación en el otorgamiento de escrituras
relativas a actos relacionados con el Patrimonio.54

Sexta.
Los conflictos competenciales que se susciten

en aplicación de esta Ley entre distintas Conseje-
rías, o entre la Comunidad Autónoma y Entidades
públicas de ella dependientes, o entre estas mis-
mas, serán resueltos por el Consejo de Gobierno.

Séptima.
El Consejo de Gobierno mediante Decreto

procederá, cuando las circunstancias así lo acon-
sejen, a la modificación de las cuantías de las
sanciones en materia patrimonial con objeto de
adecuar el montante de las mismas a la naturale-
za y gravedad de los actos que las originen.

Las cuantías así modificadas no podrán ser
objeto de mera revisión, de acuerdo con los cri-
terios establecidos en el párrafo anterior, hasta
transcurrido el plazo de un año.

Octava.
Uno. El Inventario General de Bienes y Dere-

chos de la Comunidad Autónoma, al que se refie-
re al artículo 14 de esta ley, comprenderá todos
los bienes y derechos que integran el Patrimonio
de la Comunidad Autónoma, con excepción de
los que hayan sido adquiridos con el propósito de
devolverlos al tráfico jurídico patrimonial de
acuerdo con sus fines peculiares, y de aquellos
bienes muebles que sean fungibles o cuyo valor
unitario sea inferior a 50.000 pesetas55, sin perjui-
cio del correspondiente control por el órgano al
que están adscritos para su utilización y custodia.

Dos. El valor unitario al que se refiere el nú-
mero anterior podrá ser objeto de actualización
anualmente por Resolución de la Dirección Ge-
neral de Patrimonio de la Consejería de Econo-
mía y Hacienda.56
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52. Véase el Decreto 170/1984, de 19 de junio, por el que se crea la Comisión de Edificios Administrativos de la Junta de Anda-
lucía. (BOJA núm. 62, de 26 de junio).

53. El Gabinete Jurídico de la Consejería de la Presidencia cambió su denominación por la de Gabinete Jurídico de la Junta de Andalu-
cía de acuerdo con el Decreto 323/1994, de 28 de septiembre, que ha sido derogado por el 450/2000, de 26 de diciembre, que regu-
la actualmente la organización y funciones del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía. (BOJA núm. 1, de 2 de enero de 2001).

54. Véase la Resolución del Director General de Patrimonio de 22 de junio de 1990. (BOJA núm. 57, de 10 de julio).

55. Equivalente a 300,50 euros.

56. La Disposición Final Cuarta de la Ley 7/1996, de 31 de julio, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para
1996, introdujo esta nueva Disposición Adicional. (BOJA núm. 88, de 1 de agosto).
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.
La Comunidad Autónoma de Andalucía se su-

brogará como titular en los contratos, bienes y de-
rechos en general que se le transfiere. En tal caso,
deberá respetar las obligaciones ya existentes, sin
perjuicio del posible rescate de concesiones cuan-
do existan motivos de interés general para ello.

Segunda.
Los bienes transferidos a la Entidad Preau-

tonómica pertenecen a la actual Comunidad
Autónoma.

Tercera.
En tanto se dicten normas especiales de la

Comunidad Autónoma relativas a los distintos
bienes y derechos cuya titularidad ostenta, se
tendrá en cuenta para su aplicación las normas
del Estado.

Cuarta.
Por Decreto de Consejo de Gobierno, po-

drán adecuarse los Estatutos de los Organismos

autónomos a lo dispuesto en esta Ley y en la de
Hacienda de la Comunidad Autónoma.

Quinta.
El ejercicio de facultades de titularidad so-

bre bienes y derechos patrimoniales de la Co-
munidad Autónoma atribuido por esta Ley a la
Consejería de Hacienda y que en virtud de
acuerdos del Consejo de Gobierno adoptados
con anterioridad a la entrada en vigor de la pre-
sente Ley estuviese delegado en las distintas
Consejerías, continuará siendo competencia de
las mismas hasta tanto se constituyan los co-
rrespondientes Organismos autónomos o Enti-
dades públicas o privadas a las que se enco-
miende su gestión.57

DISPOSICIÓN FINAL

El Consejo de Gobierno aprobará el Re-
glamento de desarrollo de la presente Ley.

Sevilla, 5 de mayo de 1986 

57. De conformidad con el Decreto 64/1984, de 27 de marzo (BOJA núm. 36, de 6 de abril), competen a la Consejería de Obras
Públicas y Transportes las facultades en materia de administración, adquisición y enajenación de terrenos, viviendas, locales
comerciales y edificaciones complementarias que tienen por objeto la promoción pública de viviendas.

D. T. Primera
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REGLAMENTO PARA LA APLICACIÓN
DE LA LEY DEL PATRIMONIO DE LA

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE ANDALUCÍA

Aprobada la Ley 4/1986, de 5 de mayo, del
Patrimonio de la Comunidad Autónoma de An-
dalucía, en cumplimiento del mandato contenido
en la Disposición Final de la misma, el Consejo
de Gobierno aprobará el Reglamento que la de-
sarrolla. En su virtud, a propuesta del Consejero
de Hacienda y previa deliberación del Consejo
de Gobierno, en su reunión del día 11 de no-
viembre de 1987,

DISPONGO:

Artículo único.
Se aprueba el Reglamento para la aplica-

ción de la Ley del Patrimonio de la Comunidad
Autónoma de Andalucía cuyo texto se inserta a
continuación.

Sevilla, 11 de noviembre de 1987 

TÍTULO I

EL PATRIMONIO DE LA COMUNIDAD
AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA

Capítulo I

Bienes y derechos de la Comunidad Autónoma

Artículo 1.
El Patrimonio de la Comunidad Autónoma

de Andalucía y de las Entidades de Derecho pú-
blico de ella dependientes, está constituido por
todos aquellos bienes y  derechos de que las mis-
mas son titulares (Art. 1 de la Ley del Patrimonio
de la Comunidad Autónoma de Andalucía).1

Artículo 2.
Los bienes y derechos de la Comunidad Au-

tónoma de Andalucía podrán ser de dominio pú-
blico o demaniales y de dominio privado o patri-
moniales. (Art. 2 L.P.).

Artículo 3.
Son bienes de dominio público los siguientes:2

a) Los bienes y derechos así declarados por
una norma estatal, una vez hayan sido
transferidos como tales a la Comunidad
Autónoma de Andalucía para el ejercicio
de sus funciones.
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1. Véase el art. 55 de la Ley Orgánica 6/1981, de 30 de diciembre, del Estatuto de Autonomía para Andalucía. (BOJA núm. 2, de
1 de febrero de 1982).

2. Véanse los arts. 132 de la Constitución Española y 338 y 339 del Código Civil.
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b) Aquellos bienes y derechos que sean
transferidos a la Comunidad Autónoma y
se afecten a un uso o servicio público.

c) Los bienes y derechos que la Comunidad
Autónoma adquiera por cualquier título legí-
timo y se afecten a un uso o servicio público.

d) Aquéllos a los que se atribuya esta condi-
ción por una Ley de la Comunidad Autó-
noma (Art. 3 L.P.).

Artículo 4.
1. Son bienes de uso público los destinados

al general aprovechamiento o utilización, aun-
que el uso sea especial, que pertenezcan a la
Comunidad Autónoma aunque se adscribiesen
a una Entidad de Derecho público de ella de-
pendiente.

2. Son bienes de servicio público aquéllos
afectos a actividades públicas en sentido amplio
que, en el campo de sus competencias, corres-
pondan a la Comunidad Autónoma de Andalucía
o a las Entidades de Derecho público de ella de-
pendientes, aunque el servicio no sea explotado
directamente por una u otras. 

Artículo 5.
Son bienes de dominio privado, o patrimo-

niales, todos aquellos bienes y derechos que per-
tenezcan a la Comunidad Autónoma y Entidades
de Derecho público de ella dependientes, por
cualquier título y no tengan la consideración de
bienes de dominio público3 (Art. 4 L.P.).

Capítulo II

Titularidad de los bienes y derechos de 
la Comunidad Autónoma

Artículo 6.
En el ámbito de aplicación de la Ley del Pa-

trimonio sólo la Comunidad Autónoma de An-
dalucía podrá ser titular de bienes y derechos de
dominio público (Art. 5 L.P.).

Artículo 7.
1. No perderán su condición de bienes de

dominio público aquéllos cuya gestión se ceda
por la Comunidad Autónoma a personas públi-
cas o privadas (Art. 6 L.P.).

2. La cesión no comportará por sí misma un
cambio en la titularidad del bien.

Artículo 8.
1. Las obras ejecutadas por los concesionarios o

los bienes que éstos destinen al cumplimiento de la
concesión continuarán siendo de su propiedad hasta
la entrega a la Administración a causa de rescate, re-
versión, caducidad o por cualquier otro motivo.

Sin embargo, los concesionarios no podrán
disponer libremente de tales bienes, salvo cuando
con ello no se incumpla ni se perjudique la rela-
ción especial a que están afectos (Art. 7 L.P.).

2. No perderán la condición de demaniales
aquellos bienes que, siendo de titularidad de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, ésta entre-
gue a los concesionarios para su afectación a la
concesión. Tales bienes sólo podrán destinarse al
fin para el que hayan sido concedidos.

Dicha cesión concluirá al tiempo de la con-
cesión principal. Si el concesionario destinase
los bienes a un fin distinto, se aplicará el proce-
dimiento previsto para la declaración de caduci-
dad de las concesiones demaniales, con objeto
de poner fin a dicha entrega.

Capítulo III

Régimen jurídico básico de los bienes y dere-
chos de la Comunidad Autónoma

Sección 1ª
Reglas generales

Artículo 9.
1. El Parlamento de Andalucía tiene autono-

mía patrimonial y asume las mismas competen-
cias y facultades que se atribuyen al Consejo de
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Gobierno y  a las Consejerías en cada caso sobre
los bienes y derechos que tenga adscritos, se le
adscriban o adquiera. La titularidad de dichos
bienes y derechos será, en todo caso, de la Co-
munidad Autónoma (Art. 8 L.P.).

2. Las competencias y facultades derivadas
de su autonomía patrimonial serán las estableci-
das en su Reglamento propio, rigiendo supleto-
riamente la Ley del Patrimonio de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, el presente Reglamen-
to y demás normas de desarrollo.4

Artículo 10.
Los bienes de dominio privado pertene-

cientes a Entidades de Derecho público depen-
dientes de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía quedarán regulados por sus leyes
especiales, en su defecto por la Ley del Patri-
monio, el presente Reglamento y disposiciones
que los desarrollen y complementen y, final-
mente, por las normas generales de Derecho
privado (Art. 9 L.P.).

Artículo 11.
Los bienes y derechos cuya titularidad co-

rresponda a sujetos de Derecho privado, pertene-
cientes o no a la Comunidad Autónoma de An-
dalucía o sus Organismos, se someterán a las
normas de Derecho privado (Art. 10 L.P.).

Artículo 12.
Las facultades que en Derecho se recono-

cen a los propietarios serán ejercidas por la
persona que tenga la titularidad de los bienes o
derechos.

Aquellas facultades y obligaciones que deri-
ven de la gestión o uso de los bienes correspon-
den al Órgano que los tenga adscritos o cedidos,
salvo que por la Ley se haya dispuesto otra cosa.
(Art. 11 L.P.).

Artículo 13.
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo

anterior o de lo que en la Ley del Patrimonio y el
presente Reglamento se disponga, la Consejería
de Hacienda,5 por medio de la Dirección General
de Patrimonio, será competente para el ejercicio
de las facultades que como titular de bienes y de-
rechos patrimoniales corresponden a la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía. Asimismo asumirá
la representación extrajudicial de los mismos.

El Consejero de Hacienda podrá proponer al
Consejo de Gobierno que, en determinados ca-
sos, dichas facultades sean delegadas a otras
Consejerías y Organismos de la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía (Art. 12 L.P.).

El acuerdo de delegación se adoptará por el
Consejero de Hacienda una vez obtenida la au-
torización del Consejo de Gobierno.

Artículo 14.
Cuando se trate de bienes de dominio priva-

do pertenecientes a Entidades de Derecho públi-
co que dependan de la Comunidad Autónoma de
Andalucía, las facultades mencionadas en los ar-
tículos anteriores serán ejercidas por quien les
represente legalmente, salvo que normas especí-
ficas dispongan otra cosa (Art. 13 L.P.).  

Sección 2ª

Inventario

Artículo 15.
La Dirección General de Patrimonio confec-

cionará un Inventario General de Bienes y Dere-
chos de la Comunidad Autónoma y de las Enti-
dades de Derecho público dependientes de la
misma, relacionándolos separadamente en la
forma en que reglamentariamente se establezca
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4. Véase al respecto el Reglamento del Parlamento de Andalucía aprobado por el Pleno del Parlamento en sesión celebrada los días
18, 19 y 20 de abril de 1995 (BOJA núm. 76, de 5 de mayo) y reformado por el Pleno de la Cámara el 16 de julio de 1996 (BOJA
núm. 27, de 17 de julio). El Reglamento del Parlamento ha sido modificado en sesión celebrada los días 28 y 29 de septiembre
de 2005. (BOJA núm. 198, de 10 de octubre de 2005).

5. Léase Consejería y Consejero de Economía y Hacienda las veces que el texto cita a la Consejería y Consejero de Hacienda. El
último Decreto de estructura orgánica de la Consejería de Economía y Hacienda es el Decreto 239/2004, de 18 de mayo. (BOJA
núm. 99, de 21 de mayo).
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atendiendo, al menos, a su naturaleza, condición
de dominio público o privado, destino, adscrip-
ción, forma de adquisición, contenido y valor.
Asimismo, se incluirán aquellos bienes afectos a
concesiones que estén sujetos a reversión.

En dicho Inventario se tomará razón de cuan-
tos actos se refieran al Patrimonio (Art. 14.L.P.).

Artículo 16.
El Inventario General se llevará en los corres-

pondientes libros, en los que se harán constar los
bienes y derechos con numeración correlativa, de-
jando espacio suficiente para anotar las variaciones
patrimoniales que se produzcan. Dichos libros per-
mitirán su constante actualización, conforme a las
directrices de la Dirección General de Patrimonio.

El Inventario General será autorizado por el
Servicio  competente con el visto bueno del Di-
rector General de Patrimonio.

Artículo 17.
Junto a los libros, se irá incorporando pro-

gresivamente un sistema informático que, en su
día, permita sustituirlos, y que deberá incorporar
los pertinentes sistemas de seguridad para garan-
tizar la eficacia y conservación de las sucesivas
tomas de razón.

Artículo 18.
1. Se formarán inventarios separados para la

Comunidad Autónoma, para cada Entidad públi-
ca dependiente de ella, y para las Entidades pri-
vadas en las que la propia Comunidad Autónoma
o sus Entidades públicas tengan participación
mayoritaria. 

2. En caso de bienes adscritos, independien-
temente de su anotación en el inventario propio
de la Entidad titular, deberá hacerse constar tal
condición en el inventario particular de la Enti-
dad a la que se adscribe. 

3. Los inventarios de cada Entidad pública o
privada dependiente de la Junta de Andalucía se
acomodarán a las instrucciones emanadas de la

Dirección General de Patrimonio, que vigilará el
cumplimiento de prescripciones generales sobre
la confección y mantenimiento de los inventarios.

Artículo 19.
A los efectos de la toma de razón en el Inven-

tario General las personas físicas o jurídicas que
tengan adscritos bienes o sean concesionarios,
pondrán inmediatamente en conocimiento de la
Dirección General de Patrimonio, cuantas inciden-
cias extraordinarias acaezcan sobre la situación fí-
sica o jurídica de los bienes a que se contrae este
Reglamento.

Artículo 20.
Tanto la Comunidad Autónoma como las Enti-

dades públicas de ella dependientes, promoverán
un sistema para tener conocimiento del contenido
del Inventario General. Éste se llevará de tal forma
que permita la coordinación entre los distintos da-
tos contenidos en el mismo, facilitando en el ma-
yor grado posible su conocimiento y acceso.

Artículo 21.
En cada uno de los inventarios se detallarán

los distintos bienes y derechos, con referencia
separada, como mínimo, a los siguientes datos:

a) Clase de objeto y contenido del derecho.
A tal efecto, se separarán debidamente los si-
guientes derechos:

– Derechos de propiedad y otros derechos
reales sobre bienes inmuebles.

– Derechos de propiedad y otros derechos
reales sobre bienes muebles que pertenez-
can al Patrimonio Histórico.6

– Derechos de propiedad y otros derechos
reales sobre valores mobiliarios y crédi-
tos, y derechos personales en favor de la
Entidad a que se refiera el Inventario.

– Derechos de propiedad y otros derechos
reales sobre vehículos.

– Derechos de propiedad y otros derechos
reales sobre semovientes.
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6. Véase al respecto la Ley 1/1991, de 3 de julio, de Patrimonio Histórico de Andalucía (BOJA núm. 59, de 13 de julio).
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– Derechos de arrendamiento sobre bienes
muebles e inmuebles.

Podrán agruparse bienes muebles excepto
vehículos, o semovientes, cuando debido a su
homogeneidad y similares circunstancias, no sea
precisa su individualización. Siempre que facili-
te su localización y características tratarán de
obtenerse fotografías de los bienes.

b) Naturaleza jurídica de los bienes o derechos.
c) Órgano que los tenga adscritos y destino o

afectación de tales bienes o derechos, así como
la Resolución en la que se haya acordado el des-
tino o afectación.

Si el bien o derecho se encuentra cedido a un
tercero por cualquier título jurídico, sea persona
pública o privada, se hará constar esta circuns-
tancia, así como los datos fundamentales del tí-
tulo jurídico en que se ampara dicha cesión.

En el Inventario General se dejará constan-
cia suficiente para la debida localización de los
documentos o títulos a los que se ha hecho refe-
rencia, pudiendo la Dirección General de Patri-
monio conservar, si lo considera oportuno, co-
pias de los mismos.

Se hará constar igualmente si los bienes o
derechos se encuentran afectos a un uso común
general o especial, o si son objeto de concesión
administrativa, dejándose constancia en este úl-
timo caso, de las características fundamentales
de dicha concesión.

d) Título por el cual se tiene la titularidad del
bien o derecho, así como forma, fecha, y coste de
adquisición. También se tomará razón de aque-
llos datos necesarios para conocer circunstancias
que puedan limitar el uso, destino e incluso la ti-
tularidad actual o futura de los bienes o derechos,
incluyéndose la referencia a las cargas personales
o reales relacionadas con los mismos.

e) Valor de los bienes o derechos.

Artículo 22.
En relación con los bienes inmuebles se con-

signarán, además de los datos indicados en el ar-
tículo anterior, los siguientes:
– Nombre con que es conocido el inmueble si lo

tuviere.

– Situación concreta y detallada del mismo, de
tal forma que permita su localización, inclu-
yendo en su caso planos o incluso fotografías.
A tal fin, se fijarán también los linderos y
superficie, y en caso de edificios se señala-
rán datos sobre su  construcción y estado de
conservación.

– Datos de inscripción registral si existiere.
– Inversiones hechas en su conservación, repara-

ción o mantenimiento.

Artículo 23.
En relación a los valores mobiliarios se con-

signarán además de las circunstancias referidas
en el artículo 21 los siguientes datos:
– Número de títulos.
– Clase y Organismo o Entidad emisora.
– Serie, numeración y fecha de emisión.
– Fecha y precio de adquisición.
– Valor nominal.
– Valor efectivo.
– Frutos o rentas que produzcan.
– Lugar donde se encuentran depositados.

Artículo 24.
En relación a los créditos y derechos persona-

les se consignarán, además de las circunstancias
previstas en el artículo 21, los siguientes datos:
– Concepto.
– Datos del deudor.
– Valor.
– Título de adquisición y coste.
– Vencimiento.

Artículo 25.
En relación a los vehículos se consignarán,

además de las circunstancias previstas en el ar-
tículo 21, los siguientes datos:
– Clase y tracción mecánica, animal o manual.
– Marca, modelo y número de bastidor.
– Matrícula.
– Título de adquisición y coste.
– Valor actual, individual o total, de los bienes

agrupados en el momento de elaboración o
actualización periódica del inventario.

– Destino de los mismos.
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Artículo 26.
En relación a los semovientes se consigna-

rán, además de las circunstancias previstas en el
artículo 21, los siguientes datos:
– Especie.
– Número de cabezas.
– Marcas.

Artículo 27.
En relación a los derechos reales se consig-

narán, además de las circunstancias previstas en
el art. 21, los siguientes datos:
Para bienes inmuebles:
– Situación del inmueble.
– Inscripción registral si existiere.
Para bienes muebles:
– Sucinta individualización, si es preciso.
– Circunstancias que permitan conocer el conte-

nido del derecho, características del mismo y
en su caso causas específicas de extinción.

Artículo 28.
En relación a los bienes muebles de valor

extraordinario o artístico, se acompañarán foto-
grafías, documentos y datos necesarios para su
individualización.

Artículo 29.
Bajo el epígrafe “Bienes y derechos a revertir”

se incluirán todos los bienes cuyo dominio o disfrute
deba volver a ingresar en el Patrimonio de la Comu-
nidad Autónoma o en el de alguna de las Entidades
públicas de ella dependientes, cualquiera que fuere
el título por el  cual deba producirse la reversión.

Se hará constar el título por el cual se produce
la reversión, fecha, descripción del bien y cual-
quier otro dato que sirva para individualizarlo. 

Artículo 30.
La Dirección General de Patrimonio podrá re-

cabar de los distintos Departamentos y Organismos

la colaboración que considere necesaria para actua-
lizar el Inventario General de Bienes y Derechos.

Asimismo, podrá recabar la información preci-
sa de los administrados en general  (Art. 15 L.P.).

La Dirección General de Patrimonio estable-
cerá las normas de  confección y mantenimiento
de los inventarios parciales que han de realizar
los Organismos de la Junta de Andalucía. Di-
chos inventarios serán sustancialmente iguales,
en su contenido, al Inventario General con las
excepciones concretas que se señalen en el desa-
rrollo complementario de este Reglamento.

En relación con los bienes enunciados en el
artículo 28 y sin perjuicio de que éstos se integren
en el Inventario General de Bienes y Derechos de
la Junta de Andalucía, habrán de ser objeto de un
inventario especial que llevará a cabo el órgano
competente de la Consejería de Cultura.7

Artículo 31.
Los concesionarios, o cesionarios por cual-

quier título de bienes o derechos inventariables,
deberán informar, cuando se solicite, sobre la si-
tuación, título, uso o estado en que se encuen-
tran los mismos.

Artículo 32.
1. La Consejería de Hacienda, a través de la

Dirección General de Patrimonio o de sus Dele-
gaciones Provinciales, y las Entidades públicas
dependientes de la Comunidad Autónoma, debe-
rán solicitar la inscripción en el Registro de la
Propiedad de los derechos susceptibles de ins-
cripción conforme a la legislación hipotecaria.
Previamente deberá informar el Gabinete Jurídi-
co de la Consejería de la Presidencia.

2. Para proceder a la inscripción se estará a
lo dispuesto en la legislación hipotecaria.8

3. Cuando se produzca cualquier solicitud de
inscripción o asiento registral que  pueda afectar
a bienes o derechos de la Comunidad Autónoma
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7. Véanse los arts. 6 y siguientes de la Ley 1/1991 de 3 de julio, de Patrimonio Histórico de Andalucía (BOJA núm. 59, de 13 de
julio) y los arts. 7 y siguientes del Decreto 19/1995, de 7 de febrero, del Reglamento de Protección y Fomento del Patrimonio
Histórico de Andalucía. (BOJA 43, de 17 de marzo).

8. Véanse los arts. 17 y 18 del Reglamento Hipotecario.
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o de las Entidades públicas de ella dependientes,
el Registrador de la Propiedad, sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo 207 de la Ley Hipoteca-
ria, pondrá el hecho en conocimiento de la Direc-
ción General de Patrimonio o de las Delegacio-
nes Provinciales de la Consejería de Hacienda.

4. Cuando los Registradores de la Propiedad
conocieran la existencia de derechos inscribibles
no inscritos debidamente, se dirigirán al Director
General de Patrimonio, a cualquiera de las Dele-
gaciones Provinciales de la Consejería de Hacien-
da o a la Entidad pública dependiente de la Comu-
nidad Autónoma titular del derecho, poniendo en
su conocimiento esta situación. Del mismo modo,
pondrán en su conocimiento la existencia de ins-
cripciones indebidas de bienes demaniales.

5. La Comunidad Autónoma y los Entidades
públicas de ella dependientes, gozarán de los be-
neficios reconocidos a las demás Entidades públi-
cas en relación con los honorarios devengados co-
mo consecuencia de la inscripción de derechos.9

Artículo 33.
El Inventario General será anualmente ac-

tualizado en sus valores, de acuerdo con los coe-
ficientes de amortización establecidos y de reva-
lorización que se prevean. La actualización de
esos valores, para casos de enajenación, se ajus-
tará a su cotización en el mercado libre.10

Artículo 34.
El Inventario General será público. El sistema

de acceso al mismo por los particulares se ajusta-
rá a lo que dispongan las normas de desarrollo del
artículo 105 b) de la Constitución (Art. 16 L.P.).

La Dirección General de Patrimonio podrá
regular dicho acceso de acuerdo con la Ley de
desarrollo del artículo 105 b) de la Constitución.

Artículo 35.
Las distintas Consejerías y Entidades públicas,

podrán dirigirse a la  Dirección General de Patri-
monio solicitando información sobre los bienes del
Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía y de sus Entidades públicas dependientes.

Artículo 36.
El Parlamento de la Comunidad Autónoma

de Andalucía confeccionará su propio inventario,
debiendo establecerse las oportunas medidas de
coordinación con la Dirección General de Patri-
monio para integrar los datos de ese inventario en
el Inventario General de la Junta de Andalucía.

Artículo 37.
En la Consejería de Hacienda existirá una

unidad de contabilidad patrimonial, que depen-
derá funcionalmente del Interventor General de
la Comunidad Autónoma.11

TÍTULO II

BIENES DE DOMINIO PÚBLICO DE LA
COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA

Capítulo  I

Caracteres

Sección 1ª

Disposiciones generales

Artículo 38.
Los bienes de dominio público, son inalienables,

imprescriptibles e inembargables12 (Art. 18 L.P.).
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9. Véase al respecto el Real Decreto 1427/1989, de 17 de noviembre, por el que se aprueban los aranceles de los Registradores de
la Propiedad (BOE núm. 285, de 28 de noviembre).

10. Véase al respecto la Orden de 22 de Octubre de 1987, de la Consejería de Hacienda, por la que se establecen coeficientes de
amortización para bienes que forman parte del Inventario General de la Junta de Andalucía. (BOJA núm. 92, de 6 de noviembre).

11. Véase la Orden de 31 de enero de 1997 de la Consejería de Economía y Hacienda, (BOJA núm. 22, de 20 de febrero), por la
que se aprueba el Plan General de Contabilidad Pública de la Administración General de la Junta de Andalucía y de sus Orga-
nismos Autónomos de carácter administrativo.

12. Véase el art. 132.1 de la Constitución Española.
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Artículo 39.
Dentro del ámbito del presente Reglamen-

to, los bienes de dominio público, de acuerdo
con lo previsto en el artículo 61 del Estatuto de
Autonomía, tendrán el mismo tratamiento tri-
butario que los bienes de igual naturaleza del
Estado.13

Artículo 40.
Sin perjuicio de lo establecido en la Ley del

Patrimonio respecto de su uso, los bienes de do-
minio público, mientras conserven tal carácter,
no podrán ser enajenados ni gravados en forma
alguna14  (Art. 19 L.P.).

Artículo 41.
Los bienes demaniales no podrán ser cedi-

dos conforme a reglas de derecho privado. La
Administración mantendrá siempre respecto de
los mismos sus potestades de autotutela.

Artículo 42.
Los bienes de dominio público son inembar-

gables; no podrá despacharse mandamiento de
ejecución ni dictarse providencia de embargo so-
bre los mismos (Art. 20 L.P.).15

Sección 2ª

Recuperación de oficio

Artículo 43.
La Comunidad Autónoma de Andalucía po-

drá recuperar en cualquier momento la posesión
de los bienes demaniales que se hallen indebida-
mente en posesión de terceros.16

La recuperación material del bien se produ-
cirá una vez adoptado el oportuno acuerdo que
le sirva de fundamento.

El acuerdo final será ejecutorio y recurrible
en vía contencioso-administrativa, pero la deci-
sión de fondo sobre la titularidad del bien o de-
recho sólo corresponde a la jurisdicción ordina-
ria, a la que el interesado o la Administración
pueden acudir si lo consideran oportuno.17

No se admitirán interdictos contra la Admi-
nistración en esta materia (Art. 21 L.P.).18

Artículo 44.
1. El procedimiento de recuperación podrá

iniciarse de oficio por la Comunidad Autónoma
o por las Entidades públicas de ella dependien-
tes, o a instancia de persona privada o pública.19

2. La denuncia podrá hacerse por escrito o
verbalmente. En este último caso se  dejará
constancia, en la oficina administrativa donde se
presente la denuncia, de la identidad del denun-
ciante, así como de su comparecencia. Éste po-
drá pedir resguardo acreditativo de la formula-
ción de la denuncia.

3. El órgano que reciba la denuncia la re-
mitirá a la Dirección General de Patrimonio;
ésta dirigirá un testimonio de ella al Órgano
que tenga adscrito el bien. La Dirección Gene-
ral de Patrimonio, por sí misma o delegando en
el Organismo o Entidad pública que tenga ads-
crito el bien, o derecho en cuestión, llevará a
cabo de forma inmediata las comprobaciones
oportunas, tomando las medidas cautelares ne-
cesarias. Tales medidas podrán asimismo adop-
tarse directamente por el Órgano que tenga
adscrito el bien cuando la urgencia de la situa-
ción lo exija.
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13. Véase el art. 12 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
14. Véase al respecto el artículo 1271 del Código Civil.
15. Véase el art. 26.2 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
16. Véase el art. 1936 en relación con el art. 1271 del Código Civil. 

Respecto al plazo para resolver, véase el Anexo 3.1.12 de la Ley 9/2001, de 12 de julio, por la que se establece el sentido del
silencio administrativo y los plazos de determinados procedimientos como garantías procedimentales para los ciudadanos.

17. Véase la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (BOE núm. 167, de 14 de julio).
18. Véase el art. 101 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
19. Respecto al plazo para resolver, véase Anexo 3.1.12 de la Ley 9/2001, de 12 de julio.
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Artículo 45.
1. Adoptadas las medidas cautelares, si fue-

ran necesarias, se instruirá de inmediato expe-
diente urgente por el Órgano que tenga adscrito
el bien o derecho. 

2. Éste, recabará a tal fin los datos oportunos
y emitirá informe justificativo de la iniciación
del procedimiento de recuperación del que se da-
rá traslado al interesado por plazo de ocho días.

3. Finalizado dicho trámite, se remitirán las
actuaciones a la Dirección General de Patrimo-
nio para que, previo informe del Gabinete Jurí-
dico de la Consejería de la Presidencia, adopte el
acuerdo que proceda.

4. Si el bien o derecho está adscrito a una En-
tidad pública dependiente de  la Comunidad Au-
tónoma, será dicha Entidad directamente quien
adopte el correspondiente acuerdo, que comuni-
cará a la Dirección General de Patrimonio.

Artículo 46.
1. El acto final es ejecutivo y recurrible en al-

zada ante el Consejero de Hacienda. Si el acuer-
do se adoptó por una Entidad pública dependiente
de la Comunidad Autónoma, el acto será recurri-
ble en la forma prevista en su Ley reguladora.

2. Adoptado dicho acuerdo, y salvo que exis-
ta decisión judicial o administrativa suspensiva de
sus efectos de conformidad con la legislación vi-
gente, se procederá, previo apercibimiento, a la
ejecución forzosa si en el plazo que se otorgue, el
perturbador no lo hace voluntariamente.

3. Los gastos de la ejecución subsidiaria se-
rán de cargo del perturbador.

4. Son de aplicación en todo caso los medios
de autotutela previstos en la legislación vigente
sobre ejecución forzosa.20

Artículo 47.
Del resultado final de las actuaciones se dará

siempre cuenta a la Dirección General de Patri-

monio. Esta podrá en todo caso promover el
ejercicio de las acciones legales pertinentes, si
fuera necesario.

Artículo 48.
La recuperación de la plena disponibilidad

de los bienes de dominio público, como conse-
cuencia de haber desaparecido las condiciones
que amparaban su uso por  terceros, compete a
la Comunidad Autónoma de Andalucía en ejer-
cicio de su potestad de autotutela. En tal caso,
cuando no se produzca voluntariamente el desa-
lojo o liberación del bien, la Administración lle-
vará a cabo su recuperación previo expediente.

El acto administrativo que se adopte será re-
currible en vía contencioso-administrativa (Art.
22 L.P.).

Artículo 49.
1. Una vez haya finalizado la relación jurídi-

ca principal por virtud de la cual se utilizaban
bienes de la Comunidad Autónoma o de sus En-
tidades públicas,  se requerirá al interesado para
que los deje libres en la forma prevista en el títu-
lo jurídico regulador de esa relación y en las
normas específicas aplicables.

2. Teniendo en cuenta las circunstancias del
caso, podrá otorgarse plazo al interesado para que
voluntariamente y a su costa deje libres los bienes.

3. La resolución sobre liberación del bien y
lanzamiento del interesado corresponde al Órga-
no a quien competa la resolución del expediente
principal, para lo cual podrá hacer uso de los
medios previstos por la legislación vigente.21

Artículo 50.
Si no existiera una relación jurídica que legi-

time la ocupación del bien, se incoará el oportu-
no expediente, que comenzará con el informe
del Órgano que tenga adscrito el bien, aplicán-
dose el procedimiento previsto en el artículo 44
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Art. 50

20. Véanse los arts. 93 a 101 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común y téngase en cuenta que es precisa autorización judicial para la entrada en el domicilio, (arts. 96.3 de la  Ley de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y 87.2 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial).

21. Véase nota al art. 46 de este Reglamento.
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de este Reglamento, sin perjuicio de la posibili-
dad de adoptar medidas cautelares de acuerdo
con  el mismo precepto.

Artículo 51.
El acto administrativo final por el que se

ordene el lanzamiento, será susceptible de re-
curso, en la forma y ante la autoridad señalada
en el artículo 46.1.

Sección 3ª

Potestad investigadora

Artículo 52.
La Comunidad Autónoma de Andalucía po-

drá ejercer la potestad investigadora sobre los
bienes de dominio público a fin de tomar cono-
cimiento sobre su titularidad, cuando ésta no le
conste anteriormente.

La resolución administrativa será recurrible
ante la jurisdicción contencioso-administrativa,
una vez agotados los recursos previos necesarios.

Las cuestiones de propiedad que se susciten
se resolverán por la jurisdicción ordinaria, a la
que podrán acudir tanto la Administración como
los administrados (Art. 23 L.P.).

Artículo 53.
La potestad investigadora se ejercerá de ofi-

cio o a instancia de tercero.
El denunciante, deberá anticipar los gastos

estimados por la realización de la investigación;
el  depósito  no podrá ser inferior  a 10.000 pe-
setas, ni superior a 100.000 pesetas, sin perjui-
cio de la liquidación final que realice la Admi-
nistración y en la que se acrediten los gastos
efectivamente ocasionados.

Se entregará al denunciante, en concepto de
premio, el diez por ciento del valor estimado del
bien obtenido o recuperado gracias a la investi-
gación realizada. 

No obstante, de no haberse obtenido o recupe-
rado bien alguno como consecuencia de la investi-
gación, la Administración, teniendo en cuenta las

circunstancias  del caso, podrá acordar la devolu-
ción al denunciante de la totalidad del anticipo.

En todo caso se procederá a la devolución
del anticipo cuando se hubiera obtenido o recu-
perado un bien gracias a la investigación.

Artículo 54.
El procedimiento comenzará mediante Reso-

lución de la Dirección General de Patrimonio,
que se publicará en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía, en el de la  Provincia y durante
quince días en el tablón de anuncios del Ayunta-
miento dónde radique el bien. El anuncio deberá
individualizar el bien en el mayor grado posible.

Dicha Resolución deberá adoptarse tras los
estudios e informes previos que se estimen
pertinentes.

Artículo 55.
La tramitación del expediente que corres-

ponderá a las Delegaciones Provinciales de la
Consejería de Hacienda, contendrá las actuacio-
nes siguientes:

1. Deberá notificarse la iniciación del expe-
diente a los interesados, entre los que se inclui-
rán los colindantes si los hubiere.

2. Se les otorgará un plazo de un mes para
las alegaciones.

3. Siempre que se estime necesario, se abrirá
un período probatorio de acuerdo con la legisla-
ción reguladora del procedimiento administrativo,
otorgándose posteriormente a los personados en el
expediente, plazo de diez días para alegaciones.

4. Tras el estudio de los antecedentes y valo-
ración de las pruebas, si se hubieran efectuado,
se formulará por las Delegaciones Provinciales
propuesta de resolución, que previo informe del
Gabinete Jurídico de la Consejería de la Presi-
dencia, elevarán a la Dirección General de Patri-
monio para su resolución. El referido acuerdo
resolutorio será recurrible en alzada ante el Con-
sejero de Hacienda.

5. Resuelto el expediente de investigación,
el acto dictado por el Director General de Patri-
monio será ejecutivo, pudiendo tomarse las me-
didas necesarias para su efectividad.
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Sección 4ª

Deslinde y amojonamiento 22

Artículo 56.
La Comunidad Autónoma de Andalucía po-

drá acometer el deslinde y amojonamiento de los
bienes de dominio público de su titularidad.

El expediente de deslinde sólo podrá referir-
se a aquellos bienes cuya titularidad conste a la
Administración.

Mientras se tramite un deslinde administrati-
vo, no podrán sustanciarse procedimiento de
deslinde judicial ni juicios posesorios sobre el
mismo objeto.23

La competencia para resolver los deslindes
administrativos corresponde al Jefe del Depar-
tamento o Entidad pública a que haya quedado
adscrito el bien, debiendo informar en todo ca-
so la Consejería de Hacienda (Art. 24 L.P.).24

Artículo 57.
1. La titularidad del bien deberá constar en

documento o en el Inventario.
2. El expediente comenzará de oficio o a ins-

tancia de interesado.
Caso de que comience a instancia del intere-

sado, éste presentará su solicitud en la Consejería
de Hacienda o en cualquiera de sus Delegaciones
Provinciales, redactándose a continuación un pre-
supuesto aproximado del costo del deslinde. 

Para que la Administración proceda a efec-
tuar el deslinde y amojonamiento, será preciso
que el solicitante deposite el cincuenta por ciento
de dicho presupuesto y se comprometa a hacerse
cargo del total.

En otro caso no se procederá a practicar el des-
linde solicitado y se rechazará de plano la petición.

No obstante lo anterior, si el solicitante acre-
ditara una notoria falta de medios económicos,
podrá eximírsele del pago del depósito.

En todo caso la Administración de oficio,
podrá iniciar el deslinde, corriendo de su cargo
los gastos ocasionados por tal motivo.

Artículo 58.
1. Tanto si se inicia de oficio como a instan-

cia del interesado, la Delegación Provincial de la
Consejería que tenga adscrito el bien, o ésta di-
rectamente, preparará una memoria en la que
justifique la realización del deslinde, se describa
la finca o fincas en cuestión de tal forma que
queden individualizadas en el mayor  grado po-
sible, y se reseñe el título justificativo del dere-
cho que la Administración  ostente sobre el refe-
rido bien, con los datos sobre inscripción
registral y demás que consten en el Inventario.

2. La memoria será remitida al Director Ge-
neral de Patrimonio que será el competente para
acordar la iniciación del deslinde, acuerdo que
será notificado, en la forma prevista en la legis-
lación sobre procedimiento administrativo, al
solicitante del deslinde y a todos aquéllos cuyos
derechos o intereses directos queden afectados
por el mismo y sean conocidos.

Se publicará el acuerdo en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía y en el de la Provincia,
así como por Edictos, durante el plazo de quince
días, en el tablón de anuncios del Ayuntamiento
donde radique el bien.

Los interesados tendrán un plazo de un mes a
partir de la notificación, o, en su caso, de la publi-
cación para formular alegaciones y aportar docu-
mentación en defensa de sus derechos. Sobre las
alegaciones formuladas emitirá el oportuno informe
la Consejería a la que se encuentre adscrito el bien
a través del Servicio Territorial correspondiente.

Artículo 59.
1. Al menos con un mes de antelación, se

notificará a los interesados, y se publicará en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, Boletín
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22. Véase la Disposición Adicional 7ª. 3 de la Ley 8/1996, de 26 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de
Andalucía para 1997 (BOJA núm. 151, de 31 de diciembre), por la que se consignan a la Consejería de Medio Ambiente las
competencias de la Consejería de Economía y Hacienda sobre vías pecuarias.

23. Véase el art. 384 del Código Civil.
24. Respecto al plazo para resolver, véase el Anexo 3.1.1 de la Ley 9/2001, de 12 de julio, por la que se establece el sentido del

silencio administrativo y los plazos de determinados procedimientos como garantías procedimentales para los ciudadanos.
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Oficial de la Provincia  y tablón de anuncios del
Ayuntamiento o Ayuntamientos donde radique la
finca, la fecha señalada para la práctica del apeo.

2. Asistirá en representación de la Adminis-
tración, un técnico de la Delegación Provincial
de la Consejería de Hacienda, y un representan-
te del Órgano  que tenga adscrito el bien, que
podrá ir acompañado de un asesor jurídico. Irán
acompañados en todo caso, de las personas ne-
cesarias para la realización práctica del apeo.

3. Los interesados podrán asistir al apeo por
sí mismos o mediante representante, y podrán
estar acompañados por un asesor técnico y otro
jurídico.

Artículo 60.
1. El acto de apeo consistirá en determinar

con precisión los linderos de la finca.
2. Deberá levantarse acta de cada una de las

reuniones que tengan lugar para la realización
del apeo, a cuyo fin, en caso de que éste no pu-
diera realizarse en un solo acto se citará a los in-
teresados para su continuación en días sucesivos.

En el acta se hará constar, al menos, el lu-
gar y hora en que comience la operación, nom-
bre y apellidos y representación de los concu-
rrentes, descripción del terreno, trabajos
realizados e instrumentos utilizados, dirección
y longitud de las líneas perimetrales, situación,
cabida aproximada y denominación específica
de la finca, si la tuviere, manifestaciones u ob-
servaciones que se formularen y hora en que
concluya el deslinde.

Dicha acta deberá ser firmada por todas las
personas reunidas. Si alguna rehusare firmarla se
hará constar tal circunstancia.

Artículo 61.
Incorporada al expediente el acta o actas co-

rrespondientes así como un plano a escala de la
finca, se remitirá el mismo completo a los servi-
cios centrales de la Consejería de Hacienda.

La Resolución se adoptará por el Órgano re-
ferido en el artículo 56, previos los informes téc-
nicos que consideren oportunos e informe del
Gabinete Jurídico.

Contra la Resolución dictada, que será ejecuti-
va, podrá interponerse recurso contencioso-admi-
nistrativo, previo agotamiento de la vía administra-
tiva, no pudiendo dilucidarse en ese procedimiento
cuestiones relativas a propiedad, que sólo corres-
ponderán a la jurisdicción ordinaria. 

El acto administrativo aprobatorio del des-
linde será suficiente para proceder a la oportuna
modificación registral así como para la correc-
ción, si procede, del Inventario.

Artículo 62.
En tanto no se acuerde la suspensión de la Re-

solución aprobatoria del deslinde, la Administra-
ción procederá, si lo considera oportuno, al amo-
jonamiento, previa notificación a los interesados.

En todo caso, se procederá al amojonamien-
to cuando la Resolución aprobatoria del deslinde
hubiere devenido firme.

Sección 5ª

Otras cuestiones

Artículo 63.
Durante la sustanciación de los expedientes

regulados en los artículos anteriores, la Admi-
nistración podrá adoptar las medidas provisiona-
les que considere oportunas para salvaguardar la
efectividad del acto administrativo que en su día
se genere (Art. 26 L.P.).

Artículo 64.
Los actos decisorios sobre adopción de me-

didas provisionales, que deberán evitar en la me-
dida de lo posible, causar perjuicio a los intere-
sados, se consideran actos de trámite. 

Se considerarán medidas provisionales cua-
lesquiera, materiales o jurídicas, tendentes a evi-
tar la consolidación de una situación que dificul-
te la efectividad del futuro acto resolutorio del
expediente de que se trate.

Tales medidas provisionales no podrán nunca
exceder del plazo de seis meses, dentro del cual
deberá estar resuelto el expediente principal.
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Artículo 65.
Cuando la Comunidad Autónoma de Anda-

lucía ceda por cualquier concepto bienes dema-
niales para su gestión o aprovechamiento a parti-
culares o Entidades públicas no dependientes de
ella, será la propia Comunidad Autónoma quien
ejercite las prerrogativas contempladas en este
Capítulo.

Cuando la adscripción se haga a Entidades
de Derecho público dependientes de la Comuni-
dad Autónoma, éstas podrán adoptar los medi-
das provisionales a que se refiere el artículo 28
de la Ley del Patrimonio, que tendrán una dura-
ción máxima  de tres meses, salvo que aquélla
las ratifique antes de terminar dicho plazo. A tal
efecto, las Entidades citadas deberán poner in-
mediatamente en conocimiento de la Comunidad
Autónoma los acuerdos adoptados en el ejerci-
cio de esta facultad (Art. 27 L.P.).25

Artículo 66.
La Comunidad Autónoma de Andalucía po-

drá ejercitar las potestades de recuperación, in-
vestigación y deslinde sobre bienes que no sean
de su titularidad cuando los mismos estén afectos
a una concesión administrativa. La subrogación
podrá operarse cuando la Administración consi-
dere evidente la existencia de un riesgo y se trate
de asegurar el cumplimiento de la concesión.

Este expediente deberá tramitarse con au-
diencia del propietario y de los demás interesa-
dos (Art. 28 L.P.).26

Artículo 67.
1. Previamente deberá requerirse al conce-

sionario, otorgándole plazo, para que ejercite las
acciones oportunas en defensa de sus derechos.

2. Transcurrido dicho plazo sin que el conce-
sionario ponga en conocimiento de la Adminis-
tración el inicio de acciones de defensa, la Di-
rección General de Patrimonio, a la que se
remitirán las anteriores actuaciones y datos per-
tinentes para el debido conocimiento del asunto,

ordenará la iniciación de las acciones oportunas,
y ejercerá, en su caso, los poderes de autotutela
para la defensa de los referidos bienes, en los
términos establecidos en el presente capítulo.

3. En caso de urgencia, podrá prescindirse
del otorgamiento del plazo previsto en el aparta-
do 1 de este artículo. Asimismo, si se estimaran
insuficientes o inadecuadas las acciones empren-
didas por el concesionario, podrán iniciarse las
que se estimen convenientes. En ambos casos
deberá comunicarse al concesionario las accio-
nes emprendidas y las razones justificativas de
su adopción.

4. Los gastos ocasionados como consecuen-
cia del ejercicio de  acciones  por parte de la Ad-
ministración concedente, serán de cuenta  del
concesionario, a cuyo fin responderá la garantía
depositada por el mismo.

5. En todo caso la Administración podrá ini-
ciar voluntariamente las acciones que estime
oportunas, no teniendo que responder en tal caso
el concesionario de los gastos ocasionados, salvo
que hubieran hecho dejación de sus acciones de
defensa sin consentimiento de la Administración.

6. El ejercicio de tales acciones por la Admi-
nistración no quedará suspendido si durante su
tramitación se produjere la reversión de los bie-
nes objeto de la defensa que trata de ejercitarse.

7. Las cuestiones de propiedad surgidas en-
tre el concesionario o cesionario por  cualquier
título, y terceros, serán resueltas por la jurisdic-
ción ordinaria, pudiendo  ser parte en dicho
procedimiento la Administración concedente o
cedente. 

Artículo 68.
Si a consecuencia de una denuncia se llegara

a recuperar un bien o derecho se abonará al de-
nunciante en dinero el equivalente al diez por
ciento del valor actualizado del bien o derecho,
sin perjuicio de la devolución de las cantidades
que cautelarmente hubieran podido exigirse al
denunciante en un principio.
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25. Respecto al plazo para resolver, véase el Anexo 3.1.8 de la Ley 9/2001, de 12 de julio, por la que se establece el sentido del
silencio administrativo y los plazos de determinados procedimientos como garantías procedimentales para los ciudadanos.

26. Respecto al plazo para resolver, véase el Anexo 3.1.2 de la Ley 9/2001, de 12 de julio.
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Capítulo II

Uso y aprovechamiento de los bienes de
dominio público

Sección 1ª

Uso Común

Artículo 69.
El uso de los bienes de dominio público po-

drá ser común o privativo. Aquél, a su vez, ge-
neral o especial (Art. 29 L.P.).

Artículo 70.
1. Uso común es aquél que corresponde por

igual a todas las personas, sin que la utilización
por parte de unas impida la de otras.

2. Se considera que existe uso común general
cuando no concurren especiales circunstancias.
No será exigible en tales casos licencia de uso,
sin perjuicio del obligado sometimiento a las es-
pecíficas reglas de policía e instrucciones dicta-
das para posibilitar un ordenado uso común.

3. Cuando concurran circunstancias especia-
les, sea por intensidad o multiplicidad de uso,
escasez del bien, peligrosidad, o por otros moti-
vos suficientes, cabe exigir una especial autori-
zación para uso, imponer una tasa, limitar o in-
cluso prohibir la utilización si las circunstancias
así lo requieren, calificándose en tales casos el
uso común como especial. El Órgano al que se
haya adscrito el bien tendrá competencias para
regular este uso (Art. 30 L.P.).

Artículo 71.
1. El uso común especial de los bienes de do-

minio público se sujetará a licencia por parte del
órgano al que se haya adscrito el bien, quien ade-
más, podrá aprobar instrucciones generales que
determinen la forma en que podrá usarse la misma.

2. Las licencias se otorgarán directamente,
salvo si por cualquier circunstancia se limitase el
número de las mismas, en cuyo caso lo serán por
licitación y, si no fuese posible porque todos los
autorizados hubiesen de reunir las mismas con-
diciones, mediante sorteo.

Artículo 72.
La transmisión de las licencias a que se ha he-

cho referencia no necesitará autorización de la
Administración, pero deberá ponerse en su cono-
cimiento. En los supuestos en que concurran espe-
ciales circunstancias en el uso, deberá establecerse
en las correspondientes instrucciones la exigencia
de una previa autorización administrativa para que
sea válida la transmisión de la licencia.

No serán transmisibles las licencias otorga-
das en virtud de las cualidades personales del
sujeto o cuyo número estuviese limitado.

Artículo 73.
El uso de los bienes de servicio público ten-

drá lugar de acuerdo con las características del
servicio, con sometimiento a las instrucciones
que, en su caso, se aprueben.

Artículo 74.
El Consejero de Hacienda podrá aprobar

pliegos de condiciones generales para el uso de
determinados bienes, sin perjuicio de las instruc-
ciones que acuerde el Órgano que los tenga ads-
critos, instrucciones que deberán respetar el plie-
go de condiciones generales.  

La Consejería de Hacienda coordinará las
competencias concurrentes entre los distintos Órga-
nos o Entidades, dictando las disposiciones oportu-
nas o proponiendo la adopción de las restantes.

Sección 2ª

Concesiones

Artículo 75.
Uso privativo es el que origina una ocupación

del bien intensa y tendente a permanecer, de for-
ma que se impida su libre uso a otras personas. 

El uso será privativo, tanto si el usuario se
aprovecha de frutos como si utiliza el bien de do-
minio público sólo como soporte de alguna cons-
trucción, y tanto si el  bien es devuelto a la Ad-
ministración en similares condiciones a las que
tenía antes de la ocupación como si se han modi-
ficado sus caracteres esenciales (Art. 31 L.P.).
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Artículo 76.
Todo uso privativo, sea en favor de perso-

nas públicas o privadas, exige previa concesión
administrativa.

La adscripción para uso privativo de bienes
de dominio público a un Organismo Autónomo
dependiente de la Comunidad Autónoma para su
gestión, conservación, explotación o la presta-
ción de un servicio público, no requerirá conce-
sión administrativa (Art. 32 L.P.).

Artículo 77.
1. Las concesiones administrativas, salvo ca-

sos especiales, podrán ser de los siguientes tipos:
a) Concesión de dominio público. Supone

un título de utilización privativo, con
obligación por parte de los concesionarios
de devolver el bien en su momento y en
condiciones de uso similares a las que te-
nía con anterioridad a la concesión. Podrá
preverse la reversión a la Entidad conce-
dente de las obras e instalaciones afectas
al bien de dominio público.27

b) Concesión de servicio público. Tendrá lu-
gar cuando se encomiende al concesiona-
rio la prestación de un servicio del que
sea titular el concedente.
Cuando para la prestación de ese servicio
público sea necesario el uso común espe-
cial de un bien de dominio público perte-
neciente a la Comunidad Autónoma, la
autorización para ese uso se entenderá
implícita en la concesión del servicio.
También se entenderá implícitamente otor-
gada la concesión para uso privativo de
aquellos bienes de dominio público pertene-
cientes a la Comunidad Autónoma necesa-
rios para la prestación del servicio público.

c) Concesión de obras y servicios públicos.
En tal caso, el concesionario se obliga a
ejecutar una obra necesaria para la poste-
rior prestación de un servicio público que
sea de la titularidad del concedente.

Cuando la obra necesite ocupar bienes de
dominio público de la  Comunidad Autó-
noma de Andalucía, la autorización o
concesión en su caso, se entenderá implí-
cita en la concesión de obras y servicios.28

2. Podrá preverse en la concesión demanial
que el uso privativo que confiere permita al con-
cesionario adquirir la propiedad de aquellas par-
tes o productos del bien concedido que sean sus-
ceptibles de separación del mismo.

3. En todo caso, en la concesión se relacio-
narán los bienes de dominio público afectos a la
misma (Art. 33 L.P.).

Artículo 78.
Si la relación concesional se produce entre

dos Entidades públicas, la Entidad concedente
actuará como Administración, investida de sus
potestades exorbitantes, mientras que la Enti-
dad concesionaria actuará a tales efectos, in-
vestida únicamente de aquellas potestades o
privilegios que vayan unidos a su propia con-
dición de Entidad pública y que puedan ejerci-
tarse incluso cuando actúe sometida a Derecho
privado.

Artículo 79.
Cuando el Órgano o Entidad administrativa

competente para la concesión del servicio no
coincida con el que tenga la competencia para
gestionar el bien de dominio público necesario,
la concesión definitiva deberá otorgarse por
acuerdo del Consejo  de Gobierno y llevará im-
plícita la mutación demanial (Art.34 L.P.).

Dicha mutación sólo se producirá cuando la
concesión comporte por sí un cambio de afecta-
ción del bien demanial.

Artículo 80.
Lo dispuesto en el artículo anterior sólo será

de aplicación cuando las competencias para con-
ceder el bien y el servicio corresponda a la Co-
munidad o sus Entidades públicas. Si alguna de
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27. Respecto al plazo para resolver, véase el Anexo 3.1.4 de la Ley 9/2001, de 12 de julio, por la que se establece el sentido del
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de diciembre de 1954.
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estas competencias corresponde a otra Entidad
distinta de las anteriores, será necesario obtener
separadamente las dos concesiones.

Artículo 81.
Para el otorgamiento de la concesión previs-

ta en el artículo 79, se remitirá el expediente a la
Dirección General de Patrimonio, la cual, previo
informe del Gabinete Jurídico de la Consejería
de la Presidencia, lo elevará, junto con su pro-
puesta al Consejero de Hacienda, que lo somete-
rá a la consideración del Consejo de Gobierno.

Artículo 82.
1. Las concesiones previstas en los puntos b)

y c) del artículo 33 de la Ley del Patrimonio se
adjudicarán y quedarán sometidas a las leyes es-
peciales aplicables y, en su defecto, a dicha Ley.

El procedimiento de adjudicación se somete-
rá a la legislación especial y, subsidiariamente, a
la legislación de contratos.

2. Las concesiones de dominio público previs-
tas en el párrafo a) del mismo artículo 33 se regirán
por las Leyes específicas aplicables y, en su defecto
por la Ley del Patrimonio, el presente Reglamento
y demás disposiciones de desarrollo (Art. 35 L.P.).

3. Serán asimismo siempre de aplicación los
pliegos de condiciones generales que el Consejo
de Gobierno apruebe.

Artículo 83.
En aquellos casos en que sea necesario, an-

tes del otorgamiento de cualquier concesión, de-
berá prepararse proyecto y pliego de condicio-
nes particulares reguladoras de la misma.

Tales documentos podrán ser elaborados por
la propia Administración o convocarse concurso
de proyectos.

Artículo 84.
1. Los proyectos deberán contener los si-

guientes documentos:
– Memoria justificativa.
– Planos representativos de la situación, dimen-

siones y demás circunstancias de la porción de
dominio público objeto de ocupación. 

Planos de detalle de las obras que, en su caso,
hubieran de ejecutarse.

– Valoración de la parte de dominio público que
pretenda ocuparse y, en su caso, de la parte de
propiedad privada perteneciente a la Adminis-
tración concedente que también pretendiera
ocuparse. 

– Presupuesto.
– Pliego de condiciones particulares para la rea-

lización de las obras.
2. Los Pliegos de condiciones particulares

para regular la concesión  deberán contener, al
menos, los siguientes extremos:

a) Objeto de la concesión y límites a que se
extendiere. 

b) Plazo de utilización que será improrrogable.
c) Deberes y obligaciones recíprocas de la

Administración y concesionario.
d) Si hubieran de prestarse servicios tarifa-

bles, bases del referido régimen, con des-
composición de sus factores constitutivos
y criterios para las revisiones futuras.

e) En caso de que se otorgaren subvencio-
nes, clase y cuantía de las mismas, plazos
y formas de entrega al interesado.

Artículo 85.
Podrá preverse que al término de la conce-

sión las obras construidas pasen a ser titularidad
de la Administración concedente, sin que el con-
cesionario tenga derecho al abono de cantidad
alguna. Asimismo podrá preverse, y sólo será
aplicable si existiere tal pacto, que al término de
la concesión por causa de caducidad, y en caso
de que la Administración proceda a la venta de
las obras ejecutadas, o a otorgar una nueva con-
cesión, el nuevo concesionario o adquirente de
las mismas haya de abonar todo o parte de su
valor residual al primitivo concesionario.

Artículo 86.
Deberá determinarse el efecto que sobre la

fianza tenga la extinción del título. Dicha fianza
quedará afecta al abono de los perjuicios que por el
deterioro ocasionado en  los bienes, por necesidad
de que la Administración proceda al lanzamiento y
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liberación física de los mismos o por cualquier
otro motivo relacionado con la concesión, se pro-
duzcan y deban ser a cargo del concesionario.

Artículo 87.
En caso de que la Administración opte por el

concurso de proyectos, deberá publicar la opor-
tuna convocatoria, que corresponderá al Órgano
a quien el bien objeto de  concesión futura se en-
cuentre adscrito. Dicha publicación se anunciará
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y
en el Boletín Oficial del Estado, otorgando un
plazo de al menos un mes para que cuantas per-
sonas lo deseen puedan presentar los  proyectos
al concurso.

En dicha convocatoria se preverá si el im-
porte del proyecto que resulte escogido será su-
fragado por la Administración o quien en su día
resulte adjudicatario de la concesión, debiendo
en todo caso dicha Administración proceder al
abono supletoriamente a falta de pago por el ad-
judicatario, o en caso de que no llegara a produ-
cirse concesión final.

Podrá determinarse asimismo en la convoca-
toria las líneas o criterios que deban tenerse en
cuenta para la elaboración del proyecto. 

Artículo 88.
En caso de concurso de proyectos, en el día

señalado en la convocatoria se constituirá la Me-
sa que haya de resolver la adjudicación del pro-
yecto, que estará constituida por un representan-
te técnico del Órgano o Entidad que tenga
adscrito el bien, un representante de la Conseje-
ría de Hacienda y un letrado de la Comunidad
Autónoma, sin perjuicio de que en la convocato-
ria pueda exigirse la presencia, además de otras
personas, teniendo en cuenta las características
específicas del proyecto. 

La Mesa procederá a la apertura de los so-
bres donde se incluyan los proyectos y levantará
acta. Con posterioridad, en el plazo máximo de
dos meses, y previos los estudios técnicos preci-
sos y los que se consideren oportunos, informe

de la Dirección General de Patrimonio y en todo
caso del Gabinete Jurídico de la Consejería de la
Presidencia, el Órgano que tenga adscrito el bien
objeto de la concesión elegirá el proyecto más
acorde con el interés público. 

El Órgano que tenga adscrito el bien podrá
introducir las modificaciones que crea conve-
nientes en el proyecto que hubiere resultado es-
cogido en  el  concurso, siendo ese el proyecto
definitivo sobre el que versará la concesión. 

Artículo 89.
El otorgamiento de la concesión se efectuará

en pública licitación, salvo en el supuesto con-
templado en el artículo 100. 

Previamente, deberá redactarse pliego de
condiciones particulares, que una  vez informa-
do por el Gabinete Jurídico de la Presidencia se-
rá aprobado por el Órgano a quien corresponda
adjudicar la concesión.

La redacción de dicho pliego de condiciones
particulares podrá haber sido también objeto de
concurso conjuntamente con el proyecto regula-
do en los artículos anteriores. 

Artículo 90.
El anuncio de licitación se publicará en el

Boletín de la Junta de Andalucía y en el Boletín
Oficial del Estado, otorgándose un plazo de
quince días para que, con vista del expediente,
puedan formularse proposiciones por escrito. 

Artículo 91.
Podrá tomar parte en la licitación cualquier

persona física o jurídica no incursa en alguna de
las prohibiciones para contratar contenidas en la
legislación general de contratos administrativos.
No obstante, cuando por la magnitud de las
obras a realizar sea preciso adoptar garantías de
solvencia especiales, podrá exigirse en el anun-
cio de licitación determinada clasificación o la
presentación de garantías suficientes de solven-
cia por parte de los licitadores, que deberán jus-
tificarse en sobre independiente.29
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Todo licitador deberá depositar en la Caja
General o en las Cajas Territoriales de la Comu-
nidad Autónoma o de la Entidad pública de ella
dependiente, según el caso, una garantía provi-
sional por importe del dos por ciento del valor
del dominio público objeto de ocupación y del
presupuesto de obras proyectado. La constitu-
ción de dicha garantía será imprescindible para
la admisión de cada licitador. 

La garantía podrá depositarse en efectivo o
mediante aval bancario, y deberá justificarse en
sobre independiente. 

Artículo 92.
Transcurrido el plazo otorgado a los intere-

sados para la presentación de plicas, se consti-
tuirá, en la fecha señalada en el anuncio de lici-
tación, la Mesa de adjudicación concesional, que
procederá en primer término a la apertura de los
sobres que contengan las garantías de solvencia
de los licitadores, en caso de que así se haya exi-
gido, rechazando aquéllos que no hubieran cum-
plido los requisitos establecidos al efecto.

El acuerdo se notificará a los afectados,
siendo recurrible por los excluidos. No obstante,
será también impugnable posteriormente el
acuerdo de adjudicación final de la concesión.

A continuación se abrirán los sobres en don-
de se contengan las garantías provisionales de-
positadas por quienes hayan superado la fase an-
terior, rechazándose a los licitadores que no
hubieran aportado correctamente tales garantías.

Finalmente se abrirán las plicas que contengan
la proposición económica de los licitadores que ha-
yan sido admitidos en los dos trámites anteriores. 

Artículo 93.
La licitación versará sobre los siguientes

extremos: 
1. En caso de que se previera el otorgamien-

to de subvención al concesionario, se tomará
preferentemente en cuenta la baja sobre dicha
subvención.

2. Canon a abonar a la Administración con-
cedente y, en caso de igualdad, menor duración
del plazo concesional. 

3. Si el concesionario debiera llevar a cabo
prestaciones al público que fueran tarifables, la li-
citación versará sobre el abaratamiento de las tari-
fas tipo señaladas en el proyecto; en caso de em-
pate, se tomarán en consideración sucesivamente
las circunstancias referidas en el párrafo anterior. 

Artículo 94.
El autor del proyecto que en su caso hubiera re-

sultado escogido en el concurso convocado al efec-
to, tendrá derecho de tanteo si hubiera participado
en la licitación, siempre que entre su propuesta eco-
nómica y la que hubiere resultado elegida no exis-
tiera diferencia superior a un diez por ciento.

Podrá ejercerse el derecho de tanteo en el ac-
to de apertura de plicas o en los tres días siguien-
tes. En aquel caso se hará constar en el acta de la
reunión el ejercicio del referido derecho. El Ór-
gano competente, a quien con anterioridad remi-
tirá el expediente la Mesa, adjudicará la conce-
sión a la persona que tuviera derecho  de tanteo
preferente y lo hubiera ejercitado en forma.

No tendrá derecho de tanteo el autor del pro-
yecto que no hubiera cumplido las condiciones
de solvencia económica o el previo depósito exi-
gido en el anuncio de  licitación. 

Artículo 95.
La adjudicación única y final, que será com-

petencia del Órgano o Entidad que tenga adscrito
el bien, será notificada a todos los licitadores, ha-
yan sido o no admitidos en los sucesivos trámites. 

Artículo 96.
Quien resultare concesionario deberá depo-

sitar una garantía definitiva en la forma prevista
en el artículo 91, dentro del plazo de quince días
siguientes a la notificación del acuerdo de adju-
dicación, garantía que deberá alcanzar el tres por
ciento del valor del dominio público ocupado, y,
en su caso, del presupuesto de las obras que ha-
ya de ejecutar.

En el pliego de cláusulas particulares podrá
variarse el importe de esta garantía si el conce-
sionario debe explotar un servicio o cuando con-
curriesen circunstancias especiales. 
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Artículo 97.
La garantía constituida responderá en caso de

caducidad concesional y general por todos los
daños y perjuicios que el concesionario deba re-
sarcir a la Administración como consecuencia de
la relación concesional. Dicha garantía deberá
modificarse para mantenerla proporcionada a las
modificaciones que en su caso se introduzcan.

Una vez finalizadas las obras, en el supuesto
de que estuviesen previstas las mismas, a satis-
facción de la Administración, se devolverá al
concesionario la parte de fianza comprensiva de
la misma. El resto de la fianza depositada per-
manecerá en poder de la Administración hasta la
extinción de la concesión.

Artículo 98.
Dentro del plazo de quince días citados en el

artículo 96, deberá el concesionario abonar el
valor de tasación del proyecto al autor del mis-
mo, si es que así  se hubiera  previsto en el con-
curso de proyectos.

Artículo 99.
La concesión se formalizará en documento

administrativo, dentro del plazo de un mes a par-
tir de la notificación del acuerdo de adjudicación.

Artículo 100.
Las concesiones de dominio público se otor-

garán previa licitación, cuando existan al menos
dos peticiones incompatibles entre sí sobre un
mismo objeto. A tal efecto, toda petición se publi-
cará en el Boletín Oficial de la Junta de Andalu-
cía otorgándose un plazo de al menos treinta días
para que otros interesados puedan formular peti-
ciones alternativas (Art. 36. párrafo primero L.P.).

Si el expediente concesional se inicia a ins-
tancia de algún interesado y no de oficio, no será
necesaria pública licitación, si dentro del plazo
fijado en el anuncio referido en el párrafo ante-
rior no formulan peticiones alternativas. En tal
caso podrá otorgarse directamente la concesión
al solicitante, no pudiendo alterarse previamente
las condiciones concesionales por encima de las
cantidades establecidas en el artículo siguiente.

Si así se hiciera, se entenderá iniciado el proce-
dimiento de concesión de oficio, debiendo abrir-
se trámite de pública licitación para el otorga-
miento de la concesión.

En caso de que en el plazo previsto en el pá-
rrafo anterior se presentaran otra u otras peticio-
nes incompatibles, se aplicará analógicamente lo
establecido en los artículos anteriores, enten-
diéndose que el anuncio previsto en este artículo
es el de convocatoria, a cuyo fin deberá cumplir
los requisitos establecidos para los anuncios de
convocatoria de pública licitación.

Artículo 101.
Se entenderá que el expediente concesional

se inicia a instancia de algún interesado si el pe-
ticionario presenta su solicitud por escrito deter-
minando los fines, la utilización y las obras que
pretendan acometerse, y justifica la convenien-
cia de la concesión y la adecuación del dominio
público que pretenda ocupar. Deberá acompañar
proyecto y pliego de condiciones particulares,
conforme al artículo 84 de este Reglamento.

Sin embargo, no se considerará iniciado el
expediente a instancia de parte, si la Administra-
ción introduce en el proyecto o pliego alteracio-
nes sustanciales, entendiéndose por tales las que
afecten a más del cuarenta por ciento de la obra o
del diez por ciento de las condiciones económicas
del pliego propuesto por el solicitante.

Artículo 102.
La anterior solicitud será remitida a la Enti-

dad u Órgano que tenga adscrito el bien. Este
procederá a admitir o rechazar de plano, me-
diante acuerdo motivado, la solicitud presentada.
En caso de rechazo deberá previamente consul-
tarse a la Dirección General de Patrimonio, no
siendo necesario tramitar expediente concesio-
nal ni estando en momento alguno obligada la
Administración a otorgar la concesión.

Artículo 103.
Si la concesión termina siendo adjudicada a

una tercera persona que formuló petición alterna-
tiva dentro del plazo establecido, el solicitante
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tendrá derecho de tanteo, a cuyo fin la Adminis-
tración deberá notificar, antes de la adopción del
acuerdo de adjudicación concesional, su intención
de otorgar la concesión a alguna de esas peticio-
nes alternativas, pudiendo el solicitante inicial
ejercer el derecho de  tanteo dentro del plazo de
tres días contados a partir de dicha notificación. 

Artículo 104.
Otorgada la concesión, no podrán introducir-

se en el proyecto, o en las condiciones de la mis-
ma, modificaciones sustanciales, entendiéndose
por tales las que afecten al menos al cincuenta
por ciento de las obras presupuestadas y/o al
quince por ciento de las condiciones económicas
que hubieran servido de base a la adjudicación,
en caso de que se presten actividades dirigidas al
público. En tales supuestos deberá la Administra-
ción proceder a una nueva licitación, previo res-
cate de la concesión anterior, teniendo preferente
derecho de tanteo el primitivo concesionario. Si
éste no ejercitase tal derecho, tendrá en todo caso
el de ser indemnizado por los daños y perjuicios
que le hubieran sido irrogados por la modifica-
ción ordenada por la Administración concedente. 

Artículo 105. 
1. Las concesiones de dominio público se

otorgarán siempre sin perjuicio de terceros y su
duración no podrá exceder de cincuenta años, sal-
vo lo dispuesto en Leyes especiales (Art. 37 L.P.). 

2. El otorgamiento de la concesión sin per-
juicio de terceros permitirá poner fin al título
jurídico que ampare, una vez se descubra el de-
recho preferente de un tercero sobre el bien ob-
jeto de la concesión. Ello no liberará a la Admi-
nistración de sus responsabilidades por los
daños y perjuicios que, en su caso, hubiera oca-
sionado como consecuencia de haberse produ-
cido la creencia de buena fe en el concesionario
de la legalidad de los actos administrativos. A
tal fin, la Administración deberá procurar que
las concesiones se efectúen sobre bienes cuya
condición demanial le conste.

3. El plazo de duración de la concesión co-
menzará a contarse a partir del momento previs-
to en el pliego de condiciones y subsidiariamen-
te a partir de su adjudicación final. 

Artículo 106.
1. La Administración podrá recuperar por sí

misma la plena disponibilidad del bien concedido
mediante rescate de la concesión, siempre que por
el Jefe del Departamento u Organismo competen-
te se justifique la existencia de razones de utilidad
pública o interés social para ello (Art. 38 L.P.). 

2. Será supletoriamente aplicable la legisla-
ción expropiatoria, pudiendo el Consejo de Go-
bierno declarar urgente el rescate.30

Artículo 107.
Son obligaciones de la Administración

concedente:
a) Respetar las cláusulas de la concesión.
b) Poner a disposición del concesionario los

bienes concedidos, utilizando para ello
los privilegios de que dispone.

c) Indemnizar, si procede, al concesionario
en caso de rescate.

d) Cualesquiera otras establecidas en las le-
yes especiales y en sus disposiciones de
desarrollo (Art. 39 L.P.).

Artículo 108.
Son obligaciones del concesionario:
a) Pagar el canon que en su caso se haya

establecido.
b) Conservar y no disponer del bien de do-

minio público concedido.
c) Devolver a la Administración concedente

los bienes en su estado primitivo, a salvo
los deterioros producidos por el uso normal.
Revertirán a la Administración todos los bie-
nes y derechos inherentes a la concesión, los
que sean de imposible separación sin dete-
rioro apreciable del mismo y los que expre-
samente se califiquen como reversibles o su-
jetos a reversión en el título concesional.

52

DECRETO 276/1987, DE 11 DE NOVIEMBREArt. 104

30. Véase Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954 y su Reglamento de 26 de abril de 1957.

00 Ley y Reglam. 07  23/2/07  11:20  Página 52



d) Cualesquiera otras establecidas en leyes
especiales y en sus disposiciones de desa-
rrollo (Art. 40 L.P.).

e) Respetar las cláusulas de la concesión.
f) Indemnizar a la Administración por los

daños o perjuicios que le causen.

Artículo 109.
1. En las concesiones citadas en el artículo

77.1 a) del presente Reglamento, y salvo que otra
cosa se estableciera en el pliego correspondiente
o en la legislación especial aplicable, sólo reverti-
rán a la Administración los elementos de la em-
presa afectos a la concesión en el caso de que el
concesionario haya realizado algún tipo de ges-
tión empresarial de interés público al amparo de
la referida concesión de dominio público, siempre
y cuando la Administración concedente, una vez
finalizado el título concesional, continúe la ges-
tión de dicha actividad, bien directamente, bien a
través de un nuevo concesionario, tanto de forma
inmediata como si dejara transcurrir un tiempo de
intervalo, siempre que pueda entenderse que exis-
te una relación de continuidad entre la actividad
empresarial del concesionario originario y la nue-
va gestión empresarial. 

No revertirán a la Administración aquellos bie-
nes que hayan sido separados por el concesionario
del objeto principal y sean susceptibles de apropia-
ción y uso independiente, siempre y cuando de la
concesión se dedujera esta posibilidad de separa-
ción conforme al art. 77.2 de este Reglamento.

Los bienes que deban ser objeto de reversión,
en especial las obras efectuadas por el concesio-
nario, pasarán a ser propiedad de la Administra-
ción concedente en el momento de la reversión
misma. A tal fin se tomará la oportuna razón en
el Inventario General de Bienes y Derechos. 

2. Respecto a las concesiones previstas en
los párrafos 1.b) y c) del art. 77 del presente Re-
glamento, se considerarán especialmente bienes
revertibles todos aquéllos que formaban parte de
la Empresa concesionaria y estuviesen afectos a
la concesión.

En el expediente de reversión se efectuará la
oportuna delimitación contradictoria, resolvien-
do finalmente la Administración, resolución que
será impugnable ante la jurisdicción contencio-
so-administrativa una vez agotada previamente
la vía administrativa.

En todo pliego de cláusulas concesionales
deberán concretarse, en el mayor grado posible,
los bienes revertibles. 

Artículo 110.
Sin perjuicio de lo que se disponga en leyes

especiales, la Administración podrá declarar la
caducidad de la concesión por incumplimiento
grave de sus obligaciones por parte del conce-
sionario (Art. 41 L.P.). 

La Administración podrá exigir también al
responsable, el abono de los daños y perjuicios
que se hubieran ocasionado como consecuencia
de su incumplimiento. 

Artículo 111.
El impago del canon por parte del concesio-

nario no comportará necesariamente la caduci-
dad de la concesión. Para ello será preciso que
exista un peligro grave para la adecuada presta-
ción del servicio público, o para la integridad fí-
sica o jurídica de los bienes, y sin perjuicio de
la potestad administrativa para proceder a su co-
bro por vía forzosa. 

En todo caso, el impago del canon provocará
la caducidad de la concesión si, intentada la vía
de ejecución forzosa, ésta resulta fallida.

Artículo 112.
1. En caso de caducidad de concesiones de-

maniales, el concesionario deberá dejar libres y
vacuos los bienes objeto de la concesión, y si no
lo hiciere voluntariamente dentro del plazo que
se le otorgue, podrá la Administración ejecutarlo
a su costa, sin perjuicio de la posibilidad de im-
poner multas coercitivas.31

Respecto a los obras construidas, habrá que
estar al pliego de cláusulas administrativas, te-
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niendo derecho el concesionario, salvo que otra
cosa se disponga, al abono por la Administra-
ción de la parte de las obras revertibles pendien-
tes de amortizar, sin perjuicio de la posible com-
pensación a la misma por los daños y perjuicios
derivados de su incumplimiento.

2. En caso de caducidad de concesiones de
servicio público, o de obras y servicios, se estará
a lo previsto en la legislación general y sectorial
aplicable, así como al pliego de cláusulas admi-
nistrativas particulares. En todo caso, la extin-
ción de la concesión principal comportará tam-
bién el derecho a ocupar los bienes demaniales
necesarios para la prestación del servicio. 

Serán supletorias las normas contenidas en es-
te Reglamento respecto a concesiones demaniales.

3. Respecto a cesión y subrogación concesio-
nal, y salvo que otra cosa se hubiera previsto en
el pliego, se aplicará lo previsto en el art. 233. 

Artículo 113.
La competencia en materia de uso y aprove-

chamiento de bienes de dominio público, corres-
ponderá a los Órganos o Entidades públicas es-
pecialmente encargados de su gestión, sin
perjuicio de lo dispuesto en las leyes especiales
y de las competencias de policía. (Art. 42 L.P.).
Asimismo se estará en lo establecido en el pre-
sente Reglamento. 

Artículo 114.
Del otorgamiento de concesiones, así como de

cuantos actos se refieran a ellas, se dará cuenta a la
Dirección General de Patrimonio. (Art. 43 L.P.). 

Sección 3ª

Otras Reglas

Artículo 115.
La Comunidad Autónoma podrá reservarse el

uso de ciertos bienes de dominio público cuando
existan razones de interés general que así lo justifi-
quen o cuando lo establezca la legislación especial. 

Corresponde adoptar dicho acuerdo al Con-
sejo de Gobierno.

La reserva impedirá el uso o usos incompatibles
con ella por parte de otras personas. (Art. 44 L.P.).

Artículo 116.
El acuerdo se adoptará por el Consejo de

Gobierno a propuesta del Consejero de Hacien-
da, previa audiencia a las personas cuyos dere-
chos o intereses directos pudieran verse afecta-
dos, y previo informe del Gabinete Jurídico de la
Consejería de la Presidencia. 

El establecimiento de reservas no limitará los
derechos de terceros ya existentes sobre los bie-
nes, sin perjuicio de los posibles rescates que en
su caso se tramiten. A tal fin, el acuerdo  del Con-
sejo de Gobierno servirá de declaración de interés
general y de iniciación del expediente de rescate.

En cualquier momento podrá el Consejo de
Gobierno levantar total o parcialmente la reserva.

Los acuerdos que sobre establecimiento o ex-
tinción de reservas se adopten, serán publicados
en el Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma
y en el de la Provincia o Provincias afectadas.

Artículo 117.
Cuando un bien de dominio público se con-

vierta en patrimonial, su régimen de uso y apro-
vechamiento quedará sometido a las reglas apli-
cables a los bienes de tal  naturaleza.

Las concesiones de dominio público que exis-
tieran sobre esos bienes quedarán transformadas en
relaciones jurídico-privadas, debiendo respetarse
los derechos que en el título concesional se recono-
cieron al concesionario, en especial el plazo de uso.
No obstante, la Administración podrá rescatar la
concesión si existieren razones de utilidad pública
o interés social suficientes para ello. (Art. 45 L.P.).

Capítulo III

Afectación y desafectación de los bienes de
dominio público

Artículo 118.
1. Las discrepancias que se produzcan entre

dos o más Departamentos en materia de afecta-
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ción, mutación y desafectación de bienes serán re-
sueltas por el Consejo de Gobierno. (Art. 65 L.P.).

2. A tal fin, la Consejería de Hacienda ele-
vará al Consejo de Gobierno la oportuna pro-
puesta de resolución, previa audiencia a los De-
partamentos u Organismos interesados e informe
del Servicio Jurídico. 

Sección 1ª

Afectación de bienes y derechos

Artículo 119.
La afectación es el acto por el cual un bien o

derecho perteneciente a la Comunidad Autóno-
ma de Andalucía o Entidad dependiente de ella
es destinado a un uso o servicio público. 

Esta afectación implicará la traslación del
dominio a la Comunidad Autónoma si se adscri-
be un bien de dominio privado a un uso o servi-
cio público. (Art. 46 L.P.).

Artículo 120.
La afectación podrá referirse a bienes o de-

rechos que ya pertenezcan a la Comunidad Au-
tónoma o podrá llevar consigo al mismo tiempo
una asunción de titularidad que ésta antes no te-
nía. Esta asunción simultánea de titularidad ten-
drá lugar en los casos en que así se establezca.
(Art. 47 L.P.). 

Artículo 121.
La afectación podrá tener lugar mediante

cualquiera de las siguientes formas:
a) Por ley.
b) Por silencio.
c) Mediante acto expreso o tácito. (Art. 48 L.P.).

Artículo 122. 
La afectación se producirá por Ley cuando

así se disponga en una norma de dicho rango.
Dicha afectación podrá referirse a bienes que

ya sean de dominio privado de la Comunidad o
implicar la asunción de titularidad de aquéllos

que antes no le pertenecieran. En este último ca-
so, cuando esa asunción de titularidad afecte de
forma concreta a derechos de terceros, la Ley de-
clarará la utilidad pública o el interés social y los
afectados a efectos de su expropiación forzosa.

La afectación por Ley puede referirse a uno
o varios bienes o derechos en concreto, o de for-
ma genérica a todos los que tengan determinada
naturaleza o condición. (Art. 49 L.P.).

Artículo 123.
1. Se producirá afectación por silencio en los

siguientes casos:
a) Cuando el bien o derecho que ya sea ante-

riormente de dominio privado de la Co-
munidad Autónoma o sus Entidades pú-
blicas, se destine durante al menos cinco
años de forma continuada a un uso o ser-
vicio público. 

b) Cuando sin tratarse de un bien que tenga la
consideración de dominio privado de la
Comunidad Autónoma, ésta lo adquiera
por usucapión de acuerdo con las reglas de
Derecho Civil,32 siempre que ese bien vi-
niera siendo destinado a un uso o servicio
público durante los últimos cinco años. 
En los casos anteriores, el bien se enten-
derá adscrito al Órgano o Entidad a que
de hecho lo estuviera.

2. Cuando algún Órgano o Entidad tenga co-
nocimiento de que se ha producido una afecta-
ción por silencio, deberá ponerlo en conocimien-
to de la Consejería de Hacienda, para que ésta
ordene el levantamiento de acta y proceda a in-
corporar formalmente el bien al dominio públi-
co. (Art. 50.L.P). 

3. En el caso previsto en el párrafo 1 a) de
este artículo, el Director General de Patrimonio,
previa audiencia a los Departamentos y Entida-
des interesadas e informe del Gabinete Jurídico
de la Consejería de la Presidencia,  propondrá al
Consejero de Hacienda la adopción de la resolu-
ción motivada por la que se declare como dema-
nial el bien en cuestión y se determine con clari-
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dad su destino. Se tomará razón en el Inventario
General de Bienes y Derechos. 

4. En el supuesto previsto en el párrafo 1.b) del
presente artículo se seguirá el mismo procedimien-
to, si bien previamente, o al mismo tiempo, la Ad-
ministración deberá obtener la declaración judicial
sobre la procedencia de la usucapión conforme a
las reglas de derecho privado. En tanto se resuelva
la acción civil correspondiente, podrá la Conseje-
ría de Hacienda adoptar medidas cautelares con-
forme al artículo 63 del presente Reglamento.

Artículo 124.
La afectación puede ser expresa o tácita.

Aquélla tendrá lugar cuando de forma clara y
concreta se especifique el bien y el destino al  que
queda afectado. Ésta cuando no se diga de forma
clara y concreta, pero se deduzca de un acto de la
Administración Autónoma. (Art. 51 L.P.). 

Esta afectación deberá ser tal que permita en-
tender que el destino del bien a un uso o servicio
público no es puramente transitorio sino estable.

Artículo 125. 
1. En caso de expropiación forzosa, la afec-

tación se entiende implícita en la declaración de
utilidad pública o interés social. En tal caso, de-
berá ponerse el hecho en conocimiento de la
Consejería de Hacienda.

2. Podrá sin embargo, una vez ocupado el
bien, afectarse a un uso o servicio público con-
creto, cuando no se previera dicha afectación en
la declaración misma de utilidad pública o inte-
rés social o no se dedujera de ella, siempre que
se cumpla el destino de la expropiación. 

Artículo 126.
Toda afectación deberá ponerse en conoci-

miento de la Consejería de Hacienda.

Artículo 127.
Los bienes que se adquieran como patrimo-

niales necesitarán ser afectados a un uso o servi-
cio público para que tengan la condición de bie-
nes de dominio público, afectación que podrá ser
simultánea a la adquisición.

En todo caso, dicha adquisición se someterá
a las reglas establecidas en el Título III, Capítulo
II de la Ley del Patrimonio. (Art. 53 L.P.). 

A tal fin, la Dirección General de Patrimo-
nio dará trámite al expediente de afectación con
anterioridad o simultáneamente a la adquisición. 

Artículo 128.
Salvo que en la Ley del Patrimonio o en

otras leyes se disponga lo contrario, es compe-
tencia del Consejero de Hacienda adoptar, a pe-
tición de la Consejería u Organismo interesado,
los actos de afectación, previo expediente en el
que se justifique los motivos de esa decisión.

El acuerdo deberá expresar el fin o fines a
que se destine el bien o derecho, la circunstancia
de pasar a formar parte del dominio público y el
Departamento o Entidad a que queden adscritos. 

El acto de afectación producirá en los Regis-
tros públicos los efectos previstos en la legisla-
ción del Estado y se hará constar en el Inventa-
rio General de Bienes y Derechos. (Art. 54 L.P.).

Artículo 129.
Los expedientes de afectación por los que se

otorgue naturaleza demanial a determinados bie-
nes, podrán incoarse directamente por la Conseje-
ría de Hacienda, a través de la Dirección General
de Patrimonio o de sus Delegaciones Provinciales,
o previa petición de las distintas Consejerías o En-
tidades públicas dependientes  de la Comunidad. 

En estos casos, la petición se hará mediante
escrito dirigido al Consejero de Hacienda y sus-
crito por el Consejero o por el Presidente de la
Entidad pública de que se trate. En dicho escrito
se justificará debidamente la propuesta de afec-
tación y se determinarán el fin o fines a los que
pretenda afectar el bien.

El Director General de Patrimonio, previo
informe del Gabinete Jurídico de la Consejería
de la Presidencia, e informe técnico, audiencia a
los interesados y a los Departamentos o Entida-
des afectos, de los que podrá solicitar la infor-
mación que tenga por conveniente, elevará pro-
puesta al Consejero de Hacienda, que adoptará
en su caso, el acuerdo de afectación expresa. 
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Artículo 130.
De ser precisa la recuperación, investigación

o deslinde del bien, deberá tramitarse el oportu-
no expediente con anterioridad o al tiempo de la
adopción del acuerdo sobre la afectación. 

Artículo 131.
En todo caso deberá levantarse acta de afec-

tación, en la que intervendrán representantes de
la Consejería de Hacienda y del Departamento u
Organismo al que los bienes vayan a quedar ads-
critos. A partir de dicho momento, el Departa-
mento u Organismo de destino asumirá las com-
petencias que les correspondan sobre los bienes
de dominio público. (Art. 55 L.P.).

De dicha acta se dejará constancia en el In-
ventario General de Bienes y Derechos y se re-
mitirá copia del acuerdo del Consejero de Ha-
cienda y del acta misma, a los Departamentos y
Entidades interesados. 

Artículo 132.
1. Los bienes de dominio privado de Orga-

nismos autónomos dependientes de la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía podrán quedar afec-
tados a un uso o servicio público, y por tanto,
pasarán a ser de titularidad de la Comunidad Au-
tónoma. El Organismo autónomo no será indem-
nizado por ello. 

La afectación de tales bienes podrá tener lu-
gar por Ley, por silencio o por acto expreso o tá-
cito. (Art. 56 L.P.). 

2. A tales efectos se aplicará el procedimien-
to establecido en los artículos anteriores.

Sección 2ª

Cesión de bienes

Artículo 133.
Podrán cederse bienes muebles o inmuebles

de forma gratuita u onerosa a Entidades públicas

para un uso o servicio público de competencia
de ellas. El bien patrimonial cedido quedará así
afecto a un uso o servicio público ajeno al ce-
dente, pasando a ser de dominio público sin que
suponga cambio de titularidad.

Tales bienes se someterán a las reglas gene-
rales establecidas en la Ley del Patrimonio para
los de naturaleza demanial, al pacto de cesión y
a lo que se deduzca de la norma que en su caso
la haya impuesto.

La competencia para acordar estas cesiones
corresponde al Consejo de Gobierno de la Co-
munidad Autónoma.

Cuando el bien deje de ser utilizado para los
fines previstos se incorporará como patrimonial
a la Comunidad Autónoma. (Art. 57 L.P.). Podrá
no obstante incorporarse como demanial si que-
da afecto a un uso o servicio público de la Co-
munidad Autónoma.33

Artículo 134.
Las Entidades públicas dependientes de la

Comunidad Autónoma, podrán ser cesionarias
de bienes demaniales de la Comunidad, que
quedarán afectos al cumplimiento de sus fines. 

Artículo 135.
1. Las cesiones se acordarán a propuesta del

Consejero de Hacienda, previo informe del Ga-
binete Jurídico de la Consejería de la Presiden-
cia y a petición, o previa audiencia, de la Enti-
dad cesionaria y del Departamento y Entidades
interesadas. Si se impusieren obligaciones debe-
rán ser previamente aceptadas por la Entidad
cesionaria. 

En el Inventario General de Bienes y Dere-
chos se dejará constancia de los anteriores
acuerdos, así como referencia a las condiciones
fundamentales reguladoras de la cesión. 

2. En todo caso, el incumplimiento del fin
que justificó la cesión comportará la devolución
del bien a la Administración cedente, mediante
la oportuna tramitación de un expediente en el
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que se oirá al cesionario, y que será resuelto pre-
vio informe del Gabinete Jurídico de la Conseje-
ría de la Presidencia y de los Servicios Técnicos
que se estimen precisos. La Dirección General
de Patrimonio vigilará el correcto destino de es-
tos bienes. 

Sección 3ª

Mutaciones demaniales

Artículo 136.
La mutación demanial se produce por el

cambio de afectación de un bien que ya sea de
dominio público. 

Podrá tener lugar por Ley o por acto expreso
o tácito. (Art. 58 L.P.). 

Artículo 137.
La mutación demanial expresa se llevará a

cabo por un procedimiento similar al de afecta-
ción, debiendo intervenir en el expediente los
Órganos afectados.

El acuerdo final implicará la desafectación
del bien respecto al fin o destino anterior y su
afectación a un fin o destino distinto. Llevará
consigo también, si llega el caso, la modifica-
ción de la adscripción orgánica del bien objeto
de la mutación.

Producida la mutación demanial tácita, los
Órganos a los que afecte podrán recabar de la
Consejería de Hacienda la constatación formal
de la misma. 

En todo caso deberá levantarse acta en la
forma prevista en el artículo 55 de la Ley del Pa-
trimonio. (Art. 59 L.P.). 

Artículo 138.
Todos los Órganos o Entes que tengan ads-

critos bienes de dominio público deberán soli-
citar de la Consejería de Hacienda, el cambio
de adscripción o de afectación si aquéllos no
fueran necesarios para el desempeño de las
competencias que tengan atribuidas. (Art. 62
L.P.). 

Sección 4ª

Desafectación de bienes o derechos

Artículo 139.
1. La desafectación tendrá lugar cuando un

bien de dominio público deje de estar destinado
a un uso o servicio público, pasando a ser de do-
minio  privado.  (Art. 60 L.P.). 

2. El bien desafectado pasará a ser de domi-
nio privado de la Comunidad Autónoma, salvo
en el caso previsto en el artículo 64 de la Ley del
Patrimonio, debiendo tenerse en cuenta también
lo dispuesto en el artículo 89 de la misma. 

3. Los bienes a que se refiere el apartado a)
del artículo 3 mantendrán tal carácter en  tanto
no desaparezcan, se alteren sus características fí-
sicas de tal forma que no proceda mantener su
calificación como demaniales, o mientras no se
modifique la norma que define los bienes o de-
rechos como de dominio público, norma que se-
rá estatal o autonómica en función de la distribu-
ción competencial que proceda en aplicación o
interpretación de la Constitución, Estatuto de
Autonomía y normas complementarias. 

4. Los bienes de dominio público referidos
en los puntos b), c) y d) del artículo 3 perderán
la condición de demaniales cuando dejen de es-
tar afectos a un uso o servicio público, se modi-
fique su condición física de modo que se impo-
sibilite dicho destino o se altere la Ley que les
haya atribuido tal condición. 

Artículo 140.
La Comunidad Autónoma de Andalucía po-

drá desafectar bienes de dominio público de que
sea titular en las formas previstas para la afecta-
ción. Para ello, la Consejería de Hacienda podrá
investigar el uso que se haga de los citados bienes. 

Sin embargo, cuando la afectación haya teni-
do lugar por Ley, no se entenderá producida la
desafectación hasta que la Consejería de Ha-
cienda reciba formalmente el bien y lo incorpore
como patrimonial.  

En cualquier caso, la Comunidad Autónoma
de Andalucía deberá proceder a la desafectación

58

DECRETO 276/1987, DE 11 DE NOVIEMBREArt. 136

00 Ley y Reglam. 07  23/2/07  11:20  Página 58



cuando los bienes o derechos dejen de estar desti-
nados a usos o servicios públicos. (Art. 61 L.P.). 

Artículo 141. 
El plazo de usucapión de los bienes demania-

les no comenzará a correr sino desde el día en el
que el bien o derecho haya quedado desafectado,
aunque dicha desafectación se haya producido
por el transcurso de los cinco años a que se refie-
re el artículo 50 1.b) de la Ley del Patrimonio.

Si la afectación ha tenido lugar por Ley es-
pecial o general, sólo comenzará el plazo de
prescripción adquisitiva una vez se haya produ-
cido la recepción a que se refiere el artículo an-
terior, salvo que por variación física del bien, és-
te no pueda calificarse como demanial a tenor de
la definición general establecida al efecto por la
Ley. En este último caso, a partir del momento
en que se haya producido esa degradación del
bien, podrá comenzar el plazo de usucapión. 

El período de usucapión se interrumpirá por
cualquiera de las formas admitidas en derecho. 

Artículo 142.
La reversión de los bienes expropiados que-

dará regulada por la legislación sobre expropia-
ción forzosa. (Art. 63 L.P.).34

TÍTULO III

BIENES DE DOMINO PRIVADO 
DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE ANDALUCÍA

Capítulo I

Caracteres
Artículo 143.
Los bienes de dominio privado o patrimonia-

les de la Comunidad Autónoma o de las Entida-
des de Derecho público dependientes de la misma

quedarán sometidos a las reglas generales de De-
recho privado, salvo los actos preparatorios de
competencia o adjudicación relacionados con los
mismos que, por su condición de separables, que-
darán sometidos a las reglas de Derecho público,
siendo competente para conocer de los mismos la
jurisdicción contencioso-administrativa.

Asimismo, será de aplicación para estos bie-
nes lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley del
Patrimonio. (Art. 66 L.P.).

Artículo 144.
Se presumirá que los bienes son de dominio

privado. (Art. 75 L.P.).

Artículo 145.
Los bienes de dominio privado, mientras

tengan este carácter, son alienables y prescripti-
bles. (Art. 67 L.P.). 

Artículo 146.
1. Los bienes de dominio privado son inem-

bargables. No podrá  despacharse mandamiento
de ejecución ni dictarse providencia de embargo
sobre estos bienes y derechos ni sobre las rentas,
frutos o productos de los mismos, debiéndose
estar a lo que dispone la Ley General de la Ha-
cienda Pública de la Comunidad Autónoma.
(Art. 68 L.P.).35

2. Lo anterior no exime a la Administración de
cumplir las obligaciones que le  vengan impuestas
por cualquier título jurídico válido y suficiente. 

Artículo 147.
1. La inscripción en los Registros públicos

de los bienes de dominio privado y de los actos
que sobre los mismos se dicten se ajustará a las
normas estatales sobre la materia.  

La Dirección General de Patrimonio de la
Consejería de Hacienda promoverá la inscrip-
ción de los bienes patrimoniales a nombre de la
Comunidad Autónoma de Andalucía en los Re-
gistros públicos. (Art. 69 L.P.). 
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34. Véase la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954 y su Reglamento de 26 de abril de 1957.
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2. Si los bienes pasaran a ser de dominio pú-
blico, se dejará la debida constancia en el Regis-
tro de la Propiedad.36

3. La inscripción de los bienes de la Comu-
nidad Autónoma se podrá llevar a efecto directa-
mente por la Dirección General de Patrimonio o
a propuesta de otros Órganos de la Comunidad. 

4. Las Entidades públicas dependientes de la
Comunidad que sean propietarios de bienes po-
drán promover directamente la inscripción en
los Registros públicos de sus bienes de dominio
privado, sin perjuicio de la obligación de comu-
nicar a la Dirección General de Patrimonio las
incidencias que se produzcan a los efectos de la
debida toma de razón en el Inventario. 

Artículo 148.
La Comunidad Autónoma y las Entidades de

Derecho público de  ella  dependientes podrán
recuperar por sí la posesión indebidamente per-
dida de sus bienes de dominio privado durante el
plazo máximo de un año, a contar desde la per-
turbación o despojo. 

Transcurrido el año, deberá la Administración
acudir a la jurisdicción ordinaria. (Art. 70 L.P.). 

Artículo 149.
En cuanto al procedimiento de recuperación,

se aplicará analógicamente lo dispuesto en los
artículos 43 y siguientes del presente Reglamen-
to. Esta potestad podrá ser utilizada directamen-
te por las Entidades públicas dependientes de la
Comunidad Autónoma respecto de los bienes
patrimoniales de su pertenencia.

Si hubiera transcurrido el año, deberán ini-
ciarse las acciones judiciales pertinentes. Si se
tratara de bienes de la Comunidad Autónoma, se
pondrá el hecho en conocimiento de la Direc-
ción General de Patrimonio, para que tome las
medidas oportunas; si se tratara de otras Entida-
des públicas, podrán éstas directamente promo-
ver el ejercicio de dichas acciones.37

Artículo 150.
Las potestades de investigación y deslinde

de los bienes de dominio privado quedarán so-
metidas a las mismas reglas previstas para los de
dominio público. (Art. 71 L.P.).38

Artículo 151.
Las cuestiones que surjan sobre la propiedad

de los bienes de dominio privado se sustanciarán
y resolverán por los Tribunales de la jurisdicción
ordinaria. (Art. 72 L.P.). 

Artículo 152.
Cuando exista oposición, la Comunidad Au-

tónoma y sus Entidades de Derecho público no
podrán ejercer potestades de autotutela para recu-
perar la plena posesión de sus bienes de dominio
privado, una vez haya terminado la relación jurí-
dica privada por la que se autorizaba a un tercero
para su utilización. En tal caso, deberá la Admi-
nistración dirigirse a los Tribunales ordinarios.
(Art. 73 L.P.). 

Artículo 153.
Las Entidades públicas dependientes de la

Comunidad Autónoma podrán ser cesionarias de
bienes patrimoniales de ésta, sin que por ello ad-
quieran la propiedad de los mismos. Dichos bie-
nes podrán ser utilizados exclusivamente para el
cumplimiento de los fines que justificaron la
adscripción. A tal fin, se aplicarán analógica-
mente las reglas establecidas en los artículos 133
y siguientes del presente Reglamento. 

Capítulo II

Adquisición de bienes o derechos

Artículo 154.
1. La Comunidad Autónoma podrá adquirir

bienes y derechos de la siguiente forma:
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37. Respecto al plazo para resolver, véase el Anexo 3.1.13 de la Ley 9/2001, de 12 de julio, por la que se establece el sentido del

silencio administrativo y los plazos de determinados procedimientos como garantías procedimentales para los ciudadanos.
38. Respecto al plazo para resolver, véase el Anexo 3.1.3 de la Ley 9/2001, de 12 de julio.
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a) Mediante expropiación, en las formas pre-
vistas en la legislación específica.

b) Mediante negocio jurídico, oneroso o gra-
tuito, prescripción, ocupación y demás
formas previstas en derecho.

c) Mediante traspaso del Estado y otros En-
tes, en la forma regulada al efecto.

Las Entidades públicas de ella dependientes
podrán adquirir bienes de acuerdo con los procedi-
mientos previstos en el apartado b) anterior, pu-
diendo asimismo, ser  beneficiarias de los bienes
adquiridos mediante expropiación. (Art. 74 L.P.).

2. En aquellos casos en que sea necesario
acudir a la jurisdicción para obtener una resolu-
ción relativa a la propiedad, la Dirección Gene-
ral de Patrimonio, previo informe del Gabinete
Jurídico de la Consejería de la Presidencia, pro-
pondrá al Consejero de Hacienda que promueva
la iniciación de acciones legales.

Si se tratara de una Entidad pública depen-
diente de la Comunidad Autónoma, será  dicha
Entidad la que promoverá el ejercicio de dichas
acciones, dando cuenta  a la Consejería de Ha-
cienda, en todo caso.

Artículo 155.
Deberá darse cuenta al Departamento de

Hacienda de toda adquisición de la que  deba to-
marse razón en el Inventario General de Bienes
y Derechos. (Art. 76 L.P.).

Artículo 156.
1. Las adquisiciones de bienes inmuebles a

título oneroso respetarán los principios de publi-
cidad y concurrencia, salvo cuando por la pecu-
liaridades de la necesidad a  satisfacer, las limi-
taciones del mercado o la urgencia se considere
preciso autorizar la adquisición directa.

La adquisición en estos supuestos excepcio-
nales habrá de estar precedida de resolución mo-
tivada que se hará pública. 

2. Para la efectividad de lo dispuesto en el
apartado anterior, podrán adquirirse compromisos
de gastos de carácter plurianual en los términos
previstos en la Ley General de la Hacienda Públi-
ca de la Comunidad Autónoma para inversiones.39

3. La Consejería de Hacienda será competen-
te para perfeccionar este tipo de negocios, pu-
diendo proponer al Consejo de Gobierno que
otorgue dichas facultades a otras Consejerías u
Organismos de la Comunidad Autónoma de An-
dalucía. (Art. 77 L.P.). 

4.  La autorización a que se refiere el párrafo 1
de este artículo se adoptará por el Consejero de
Hacienda o Presidente de la Entidad pública co-
rrespondiente previo informe de la Dirección Ge-
neral de Patrimonio y de la Intervención General.40

5. Los supuestos de excepcionalidad previstos
en este artículo deberán acreditarse mediante los
correspondientes informes técnicos. En el caso de
que el criterio determinante sea la limitación del
mercado o la urgencia, se deberá interesar a ser
posible tres ofertas pudiendo este trámite ser sus-
tituido por un anuncio en la prensa de la localidad. 

Artículo 157. 
El procedimiento de adquisición de inmue-

bles en régimen de publicidad y concurrencia
comenzará con un anuncio de licitación pública
en el Boletín Oficial  de  la Junta de Andalucía,
que deberá contener los siguientes extremos: 
– Plazo para la presentación de ofertas, que no

podrá ser inferior a los quince días ni superior
a dos meses, y lugar donde deberán dirigirse. 

– Condiciones que deba reunir el inmueble, y en
su caso, destino o destinos que puedan otorgarse
al mismo. 

– Zona o lugar aproximado donde ha de estar
ubicado. 

– Precio máximo a pagar por la compra. 
Si la adquisición fuera a título oneroso, pero

no por compra venta, se hará referencia a las ca-
racterísticas de la contraprestación.
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39. Véase el artículo 39 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía y el Decreto 44/1993,
de 20 de abril (BOJA núm. 52 de 18 de mayo), modificado por el Decreto 198/1997 de 29 de julio (BOJA núm. 89, de 2 de
agosto), que regula los gastos de anualidades futuras.

40. El informe preceptivo de la Intervención General está delegado en el Interventor Delegado de la Consejería de Economía y
Hacienda por Resolución de 16 de abril de 1991 de la Intervención General (BOJA núm. 29, de 23 de abril).
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Si la Administración pretendiera adquirir los
bienes mediante un contrato atípico o mediante un
contrato sometido a modo, condición, término o
cualquiera otra cláusula singular, deberá hacerse
referencia a tales especialidades de forma que pue-
da el licitador tener el conocimiento más detallado
posible de las características de la adquisición. 

Artículo 158.
Podrá presentar ofertas toda persona física o

jurídica que tenga plena capacidad de obrar, o
supla ésta en la forma legalmente prevista en
Derecho.   

La oferta deberá concretar el precio ofrecido
y se acompañarán los documentos o justificantes
necesarios que acrediten la disponibilidad que el
oferente tiene sobre el bien que oferta, así como
el cumplimiento de los requisitos que hayan sido
exigidos en el anuncio de licitación. 

Artículo 159.
1. El acuerdo de iniciación de un expediente

de adquisición será adoptado por el Consejero
de Hacienda, si bien podrá delegar tal potestad
en el Director General de Patrimonio o en otros
Órganos de la Comunidad. 

En todo expediente de adquisición de inmue-
bles a título oneroso deberá constar informe de los
Servicios Técnicos de la Dirección General de Pa-
trimonio y de la Intervención General, estándose,
respecto al gasto, a lo dispuesto en la Ley General
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autóno-
ma de Andalucía. Asimismo la Dirección General
de Patrimonio podrá recabar de los distintos De-
partamentos y Organismos de la Comunidad Au-
tónoma, los informes que considere necesarios. 

2. Si se tratara de una Entidad pública de-
pendiente de la Comunidad Autónoma, el acuer-
do de iniciación del expediente de adquisición
corresponderá al Presidente de dicha Entidad. 

Artículo 160.
El día señalado en el anuncio de licitación se

constituirá la Mesa de adjudicación del contrato,

de la que formará parte un miembro del Gabine-
te Jurídico de la Consejería de la Presidencia y
un representante técnico del Departamento o En-
tidad que lleve a cabo la compra. 

La Mesa de adjudicación calificará previa-
mente los documentos presentados en tiempo y
forma y procederá en el acto a la apertura de las
proposiciones admitidas. Posteriormente elevará
las proposiciones a informe de los servicios téc-
nicos correspondientes. 

Será competente para la adjudicación definiti-
va el Consejero de Hacienda. En caso de que el
Consejo de Gobierno, a propuesta de dicha Conse-
jería de Hacienda, faculte a otras Consejerías u
Organismos de la Comunidad Autónoma, la com-
petencia corresponderá a los Consejeros o Presi-
dentes de ellos. 

El acuerdo de adjudicación se efectuará a la
vista del acta de la Mesa y de los informes técni-
cos solicitados teniendo el órgano resolutorio al-
ternativamente la facultad de optar por la propo-
sición más ventajosa, sin atender necesariamente
al valor económico de la misma, o declarar de-
sierto el concurso. 

Artículo 161.
No será necesario promover una nueva lici-

tación cuando la previamente convocada hubiera
resultado desierta o quebrada. 

Artículo 162.
1. La Dirección General de Patrimonio os-

tentará la representación en el otorgamiento de
escrituras relativas a actos relacionados con el
Patrimonio (D. Adicional 5ª L.P.).41

2. No obstante lo anterior,  la Dirección Ge-
neral de Patrimonio, podrá atribuir dicha repre-
sentación a los propios Órganos que tengan ads-
critos los bienes cuando se trata  de formalizar
actos para cuya adopción sean ellos competentes
conforme a la Ley del Patrimonio y este Regla-
mento. Deberá en estos casos, no obstante, darse
cuenta  a la Dirección General de Patrimonio de
las escrituras que se otorguen.
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3. Si se trata de otorgar documentos admi-
nistrativos dará fe de los mismos en todo caso el
Director General de Patrimonio. 

4. Salvo que especialmente se exija que la
formalización se produzca ante Notario, Agente
de Cambio y Bolsa u otro fedatario, bastará el
otorgamiento de documentos administrativos. 

Artículo 163.
1. Las adquisiciones a título oneroso de bie-

nes muebles y derechos se someterán a las mis-
mas reglas que las de los inmuebles respecto a
publicidad y concurrencia. 

2. Serán competentes para perfeccionar este
tipo de contrato las Consejerías que hayan de
utilizar dichos bienes (Art. 78.1 y 2 L.P.). 

3. El otorgamiento de los documentos de
compra corresponderá al Órgano competente
para la adquisición, o a aquél en quien éste de-
legue. 

Artículo 164.
En caso de que la adquisición tenga la con-

dición legal de suministro, de acuerdo con la le-
gislación sobre contratos, se estará a lo dispues-
to en ésta. 

Artículo 165.
1. En todo caso, el Consejo de Gobierno po-

drá acordar la adquisición centralizada para de-
terminados bienes (Art. 78.3 L.P.).42

La Dirección General de Patrimonio gestio-
nará estas adquisiciones. 

Artículo 166.
Los titulares de las Consejerías conservarán

sus competencias en cuanto a la ordenación de
gastos y tendrán a disposición de la Dirección
General de Patrimonio los créditos suficientes
para satisfacer el importe de los bienes solicita-

dos, de acuerdo con las consignaciones presu-
puestarias que existan al efecto. 

Artículo 167.
1. La adquisición de bienes y derechos por

las Entidades públicas dependientes de la Comu-
nidad Autónoma se llevará a cabo, salvo que
otra cosa disponga la legislación específica, por
el Órgano que ostente su representación legal. 

2. En caso de arrendamiento de bienes in-
muebles en favor de tales Entidades, deberá
darse cuenta a la Consejería de Hacienda. Si
se trata de bienes muebles la competencia co-
rresponderá al Organismo (Art. 79 L.P.).43

Artículo 168.
Respecto al procedimiento y régimen jurídi-

co en la adquisición de bienes por estas Entida-
des, se aplicará analógicamente lo dispuesto en
los preceptos anteriores relativos a la Comuni-
dad Autónoma. 

Artículo 169.
Las adquisiciones a título lucrativo en favor

de la Comunidad Autónoma o de cualquiera de
las Entidades públicas dependientes de ella, de-
berán ser previamente aceptadas por Decreto del
Consejo de Gobierno. 

En ningún caso podrán aceptarse dichas ad-
quisiciones si las cargas que graven el bien supe-
ran el valor intrínseco del mismo. 

Las herencias se entenderán siempre acep-
tadas a beneficio de inventario. (Art. 80 L.P.).44

La renuncia a una adquisición lucrativa exi-
ge siempre acuerdo del Consejo de Gobierno. 

Artículo 170.
Antes de adquirir algún bien o derecho con

carga, deberá tasarse pericialmente el mismo a
fin de conocer el valor del bien y de la carga.
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42. Véase al respecto el Decreto 110/1992, de 16 de junio, por el que se regula el Régimen de Adquisición Centralizada de deter-
minados bienes en la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía (BOJA núm. 72, de 28 de julio).

43. Téngase en cuenta la nota al art. 79 de la Ley del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

44. Véanse los arts. 1010 a 1034 del Código Civil.
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Deberá también informar al Gabinete Jurídico
de la Consejería de la Presidencia. 

Artículo 171.
Si los bienes se hubieren adquirido con la

carga de quedar afectados permanentemente a
un destino determinado, se entenderá cumplida
dicha carga cuando hubieran estado durante
treinta años afectados al fin de que se trate.45

Artículo 172.
En las adjudicaciones de bienes o derechos a

la Comunidad Autónoma o a cualquiera de las
Entidades de Derecho público de ella dependien-
tes, como consecuencia de procedimientos judi-
ciales o administrativos, deberá notificarse a la
Consejería de Hacienda el auto, providencia o
acuerdo respectivo. 

La adquisición exigirá previa identificación
y tasación de los bienes por parte de la citada
Consejería, formalizándose a continuación el in-
greso en el Patrimonio (Art. 81 L.P.). 

Artículo 173.
La Consejería de Hacienda adoptará las

medidas para que, bien por la Dirección Gene-
ral de Patrimonio, bien a través de las Delega-
ciones Provinciales, se proceda a dicha  identi-
ficación y tasación. Aprobada la misma por la
Consejería de Hacienda, se acordará la incor-
poración del bien al Patrimonio de la Comuni-
dad Autónoma. 

Artículo 174.
1. Se requerirá autorización por Decreto del

Consejo de Gobierno, a propuesta de la Conseje-
ría de Hacienda, para la creación de Entidades

privadas, así como para la adquisición de parti-
cipaciones en las mismas, cuando con ello la
Comunidad Autónoma de Andalucía pase a
constituirse en partícipe mayoritario. 

2. Cuando los mismos actos se lleven a cabo
por Entidades públicas dependientes de la Co-
munidad Autónoma, será de aplicación lo esta-
blecido en el párrafo anterior, si bien la compe-
tencia para autorizar gastos corresponderá al
Órgano que la Ley de la Hacienda Pública de la
Comunidad establezca. 

3. Las adquisiciones referidas en este pre-
cepto se harán en Bolsa siempre que fuera posi-
ble (Art. 82 L.P.). 

4. Las propuestas de la Consejería de  Ha-
cienda serán informadas previamente por la Di-
rección General de Patrimonio y la Intervención
General.

Corresponderá al primero de dichos Centros
directivos la tramitación del oportuno expedien-
te y la formalización, en nombre de la Comuni-
dad Autónoma, de  estos actos.

5. (Derogado).46 

6. Los acuerdos relativos al ejercicio de fa-
cultades de tutela sobre empresas de la Junta de
Andalucía y Organismos autónomos de carácter
industrial, comercial o financiero, habrán de ser
informados previamente por la Consejería de
Hacienda.

Queda facultada la Consejería de Hacienda
para determinar qué clase de acuerdos requerirá
el informe anterior.47

Artículo 175.
Las participaciones en Entidades privadas

tendrán en todo caso la consideración de bienes
patrimoniales. (Art. 83 L.P.).48
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45. Respecto al plazo para resolver, véase el Anexo 3.1.11 de la Ley 9/2001, de 12 de julio, por la que se establece el sentido del
silencio administrativo y los plazos de determinados procedimientos como garantías procedimentales para los ciudadanos. 

46. El apartado núm. 5 de este artículo fue suprimido por la Disposición Derogatoria Única del Decreto 9/1999, de 19 de enero,
sobre régimen presupuestario, financiero, de control y contable, de las empresas de la Junta de Andalucía.

47. Las referencias a la propuesta de la Consejería de Economía y Hacienda contenidas en los apartados 1 y 4 se deben entender
realizadas a "la Consejería competente por razón del objeto" conforme a la nueva redacción del artículo 82.1 de la Ley.

48. Véase el art. 19 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
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Artículo 176.
1. Los arrendamientos de bienes inmuebles

en favor de la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía se acordarán por el Consejero de Hacienda.
Los arrendamientos de bienes muebles lo serán
por el Consejero de cada Departamento.49

2. Los referidos contratos se adjudicarán con
respeto a los principios de publicidad y concu-
rrencia, salvo cuando por las peculiaridades de
la necesidad a satisfacer, las limitaciones del
mercado o la urgencia se considere preciso auto-
rizar la adquisición directa.

El arrendamiento de bienes muebles en estos
supuestos excepcionales habrá de estar precedi-
do de resolución motivada que se hará pública.

3. El Órgano competente para la adjudica-
ción de estos contratos lo será para cuantas inci-
dencias se produzcan en relación con los mis-
mos. (Art. 84 L.P.). 

Artículo 177.
Para responder al arrendamiento de bienes,

será analógicamente aplicable el procedimiento
previsto para la adquisición de bienes.

Capítulo III

Disponibilidad de bienes o derechos

Artículo 178.
1. Toda enajenación o gravamen de bienes

propiedad de la Comunidad Autónoma o de
cualquiera de las Entidades públicas de ella de-
pendientes deberá ir precedida de una depura-
ción de la situación física o jurídica de las mis-
mas, si es que resulta necesario. 

No podrán enajenarse bienes que se hallaren
en litigio, salvo que el adquiriente asuma volun-

tariamente el riesgo del resultado del mismo.
Igualmente, si llega el caso, deberán suspender-
se los procedimientos de adjudicación que estu-
vieren en trámite. (Art. 85 L.P.). 

2. Se entenderá por depuración de la situa-
ción física la práctica del deslinde, recuperación
de oficio o acción jurídica necesaria para la cla-
rificación de la situación del inmueble. Y por
depuración de la situación jurídica, la inscrip-
ción en el Registro de la Propiedad si ya no lo
estuviere. 

Artículo 179.
La enajenación de bienes inmuebles de do-

minio privado pertenecientes a la Comunidad
Autónoma requerirá previa declaración de alie-
nabilidad por la Consejería de Hacienda en ex-
pediente en el que se acredite que el bien no
tiene la condición de dominio público. En su
caso, se requerirá informe del Órgano que ten-
ga encomendada la administración de dicho
bien. 

Cuando el bien tenga la condición de domi-
nio público deberá previamente desafectarse
(Art. 86 L.P.). 

En los expedientes de desafectación podrá al
mismo tiempo declararse su alienabilidad. 

En todo expediente sobre declaración de
alienabilidad deberá informar preceptivamente
el Gabinete Jurídico de la Consejería de la
Presidencia. 

Artículo 180.
La competencia para enajenar los bienes in-

muebles corresponde al Consejero de Hacienda,
si su valor no excede de cincuenta millones de
pesetas.

Si supera esta cantidad será necesaria autori-
zación del Consejo de Gobierno. Si el precio es
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49. Véase el artículo 84.1 de la Ley del Patrimonio, conforme a la redacción dada por el artículo 37 de la Ley 9/1996, de 26 de diciem-
bre (BOJA núm. 151, de 31 de diciembre), en cuanto altera lo dispuesto en el art. 176.1 del Reglamento respecto a la competen-
cia para otorgar arrendamientos en favor de la Comunidad Autónoma de Andalucía. El artículo 81.1 de la Ley 8/1997, de 23 de
diciembre, por la que se aprueban medidas en materia tributaria, presupuestaria, de empresas de la Junta de Andalucía y otras
entidades, de recaudación, de contratación, de función pública y de fianzas de arrendamientos y suministros (BOJA nº 151, de 31
de diciembre), exime de la obligación de prestar fianza en los contratos de arrendamientos de vivienda y para uso distinto del de
vivienda a la Administración de la Junta de Andalucía, así como a las Entidades de Derecho Público dependientes de la misma.
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superior a quinientos millones de pesetas reque-
rirá autorización por Ley (Art. 87 L.P.).50, 51

Artículo 181.
En el caso en que se requiera autorización

previa para enajenar bienes inmuebles bien  sea
del Consejo de Gobierno, o bien sea por Ley, el
acuerdo de enajenación será del Consejero de
Hacienda.

En el segundo de los casos, el Consejo de
Gobierno aprobará el correspondiente proyecto
de Ley que remitirá al Parlamento de la Comu-
nidad Autónoma. 

Artículo 182.
En todo caso, la valoración del inmueble ob-

jeto de enajenación se llevará a cabo mediante
tasación pericial por parte de la Dirección Gene-
ral de Patrimonio. 

Artículo 183.
La enajenación de los bienes inmuebles se

hará mediante subasta salvo cuando el Consejo
de Gobierno disponga otra cosa, si existen razo-
nes objetivas justificadas.  En este caso, se dará
cuenta a la Comisión de Hacienda y Presupues-
tos del Parlamento (Art. 88 L.P.). 

Artículo 184.
El procedimiento podrá iniciarse de oficio

por la Administración o a instancia de particular.

Artículo 185.
Una vez la Dirección General de Patrimonio

tenga conocimiento de alguna solicitud de com-
pra o adquisición de un bien de la Comunidad
Autónoma, incoará el oportuno expediente, o re-
chazará de plano la petición. 

Si se decidiese incoar el expediente, o en ca-
so de que lo haga por Orden  del Consejero de
Hacienda, se incorporarán al mismo los datos
pertinentes del Inventario, y en su caso, se justi-
ficará la depuración física del bien conforme a
lo dispuesto en el artículo 178. 

Posteriormente, y previo informe del Gabi-
nete Jurídico de la Consejería de la Presidencia,
se adoptará el acuerdo de alienabilidad a que se
refiere el artículo 179 de este Reglamento. 

Aprobada la tasación pericial por el Director
General de Patrimonio, comenzará la tramita-
ción de la subasta salvo que, conforme dispone
el artículo 183, el Consejo de Gobierno  decidie-
se la enajenación directa. 

Artículo 186.
1. El acuerdo de enajenación directa será

adoptado por el Consejo de Gobierno a propues-
ta del Consejero de Hacienda.52

2. Serán consideradas causas justificativas
para acordar la exclusión de la subasta, entre
otras, la de urgencia, secreto, características es-
pecíficas del bien, circunstancias excepcionales,
imposibilidad o grave dificultad de promover
concurrencia de ofertas, inexistencia de oferen-
tes, quiebra de la subasta previamente convoca-
da o no adjudicación de la misma. 

Asimismo, serán objeto de enajenación di-
recta los bienes cuyo valor de mercado sea infe-
rior a un millón de pesetas.

3. Las ofertas que se presenten deberán ir
acompañadas de un resguardo acreditativo de ha-
ber depositado en la Caja correspondiente, y a
disposición del Director General de Patrimonio,
la cuarta parte del valor de tasación del inmueble. 

4. El Consejero de Hacienda será el compe-
tente para la adjudicación del contrato y para la
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50. Véase artículo 87 de la Ley de Patrimonio.
51. Téngase en cuenta lo previsto para bienes de titularidad del IARA en la Disposición Adicional Sexta de la Ley 8/1997, de 23 de diciem-

bre, por la que se aprueban medidas en materia tributaria, presupuestaria, de empresas de la Junta de Andalucía y otras entidades, de
recaudación, de contratación, de función pública y de fianzas de arrendamientos y suministros (BOJA nº 151, de 31 de diciembre)

52. Véase al respecto el Acuerdo de 9 de febrero de 1999, del Consejo de Gobierno, por el que se autoriza la enajenación directa de
bienes cuyo valor unitario sea inferior a un millón de pesetas (BOJA núm. 29, de 9 de marzo), equivalente a 6.010,12 euros.
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aceptación del clausulado del negocio previo in-
forme de la Dirección General de Patrimonio y
de la Intervención General, no pudiendo aceptar
en caso de venta, salvo causa justificada, pagos
demorados más allá de dos años. Deberá exigir-
se del adquirente siempre que sea posible, ga-
rantías suficientes de pago, y pactarse cláusulas
de estabilización monetaria. 

Artículo 187.
Aprobada la tasación conforme al artículo

182 del presente Reglamento, se anunciará la su-
basta en el Boletín Oficial del Estado, de la Junta
de Andalucía y en el de la Provincia, donde el in-
mueble o inmuebles radiquen, anuncio en el que
deberán contenerse al menos los siguientes datos. 
– Existencia de la declaración de alienabilidad

del bien y fecha de la misma. 
– Día, hora y lugar donde haya de celebrarse la

subasta. 
– Mesa de contratación. 
– Descripción de las circunstancias físicas y jurí-

dicas que permitan la correcta identificación
del inmueble objeto de venta. 

– Precio que ha de servir de tipo para la subasta. 
– Período durante el cual podrán presentarse ofer-

tas, que deberán formularse en sobre cerrado. 
– Plazo para la elevación a escritura pública del

negocio. 
– Plazo máximo durante el que mantendrán su

vigencia las ofertas. 
Podrán exigirse en el anuncio especiales ga-

rantías a los oferentes, cuya acreditación se efec-
tuará en sobre aparte. 

Artículo 188.
Podrán tomar parte en la subasta todas las

personas que tengan capacidad para contratar, o
la suplan en la forma prevista en Derecho, reúnan
los requisitos de solvencia previstos en el anuncio
y no se encuentren incursos en alguna de las
prohibiciones para contratar contenidas en la le-
gislación general de contratos administrativos.53

No podrán tomar parte en la subasta los in-
cursos en los procedimientos de apremio por dé-
bitos tributarios al Estado, Comunidad Autóno-
ma o a sus Entidades públicas, los declarados en
suspensión de pagos, mientras estuviesen en tal
situación, los quebrados y los concursados no
rehabilitados. 

Artículo 189.
En el lugar, día y hora señalados en el anuncio

se constituirá la Mesa de contratación que estará
formada por un representante del Gabinete Jurídi-
co de la Consejería de la Presidencia, el Interven-
tor Delegado o un representante de la Intervención
General, siendo presidida por el Director General
de Patrimonio o por el Delegado Provincial de la
Consejería de Hacienda correspondiente o en
quien delegue uno u otro. Actuará de Secretario,
un funcionario designado por el Presidente. 

Artículo 190.
Para tomar parte en la subasta será requisito

imprescindible haber consignado ante la Mesa, o
haber depositado en la Caja correspondiente la
cuarta parte del valor tasado del inmueble, que
se acreditará en sobre independiente. 

Artículo 191.
1. La Mesa abrirá en primer lugar los sobres

acreditativos del depósito previo, rechazando a
aquellos oferentes que no lo acrediten en forma.
Este acto de exclusión será recurrible por los ex-
cluidos sin perjuicio del posible recurso contra
el acuerdo final. 

2. A continuación abrirá los sobres en los que
se acrediten las condiciones de garantía y solven-
cia suficientes, si es que se hubieran exigido en el
anuncio de licitación, rechazando aquéllos que no
reúnan las condiciones necesarias. Este acuerdo
también será recurrible por los excluidos. 

3. Finalmente la Mesa de contratación acor-
dará la adjudicación provisional en favor del me-
jor oferente y elevará el expediente al Consejero
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53. Véase el art. 20 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.
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de Hacienda para que adopte el acuerdo de adju-
dicación definitiva. Este acuerdo será impugnable
ante la jurisdicción contencioso-administrativa
previo agotamiento de los recursos procedentes
en vía administrativa.

4. En caso de que se produjeran ofertas igua-
les, se resolverá la licitación mediante pujas a la
llana. 

Artículo 192.
En caso de que en el anuncio de licitación se

permita a los oferentes el pago total o parcial en
especie o se prevea alguna especialidad, condi-
ción específica del negocio, o, en general, en
aquellos casos en los que la oferta no pudiera
contener el ofrecimiento de un precio concreto,
la Mesa de contratación se abstendrá de acordar
la adjudicación, sino que remitirá el expediente
al órgano de contratación el cual no necesaria-
mente deberá adjudicar el contrato al mejor pos-
tor sino que lo hará en favor de aquél que, a jui-
cio de la Administración reúna en conjunto las
mejores condiciones.

Artículo 193.
El acuerdo de adjudicación definitiva será

notificado a todas las personas que hayan pre-
sentado ofertas, aunque hubieran sido rechaza-
das en cualquier fase del procedimiento. 

Artículo 194.
Una vez notificado el acuerdo final, el adju-

dicatario deberá efectuar su contraprestación en
la forma pactada.

Su incumplimiento comportará la resolución
del contrato con pérdida de la fianza, sin menosca-
bo de la indemnización por los daños y perjuicios
que, ocasionados a la Administración podrá ésta
tasar y exigir haciendo uso de sus potestades de
autotutela, y sin perjuicio de la posible interposi-
ción del pertinente recurso contencioso-adminis-
trativo, previo agotamiento de la vía administrati-
va contra el acuerdo que en tal sentido se adopte. 

Una vez declarado resuelto el contrato, la
Administración devolverá al adjudicatario las
prestaciones que éste hubiera realizado, si fuera

posible, pudiendo no obstante retenerlas como
garantía de pago de los daños y perjuicios que se
le hubieran irrogado. 

Artículo 195.
La escritura pública o el documento admi-

nistrativo correspondiente se formalizará dentro
del plazo previsto y contendrá las mismas cláu-
sulas del pliego de condiciones particulares o
condiciones en que se fundamentó la oferta y el
acuerdo de adjudicación. No obstante, si antes
de este plazo el adjudicatario hubiera incumpli-
do en todo o en parte sus obligaciones, podrá la
Administración abstenerse de otorgar la oportu-
na escritura hasta el cumplimiento u otorgamien-
to de garantía suficiente sobre el cumplimiento
de dichas obligaciones. Si en la fecha del otorga-
miento de la escritura quedaran obligaciones
pendientes, deberá hacerse constar detallada-
mente en aquélla tal circunstancia. 

Artículo 196.
En caso de que la subasta resultara fallida y

sin perjuicio de la posible enajenación directa
podrá la Administración realizar sucesivas su-
bastas, rebajando el valor de tasación en cada
una de ellas, sin que en ningún caso pueda reba-
jarse más allá del veinticinco por ciento del va-
lor de tasación originaria. 

En las nuevas subastas no será necesario re-
petir aquellos actos que pudieran conservarse. 

Artículo 197.
Si transcurre más de un año desde la primera

subasta, sin que se hubiera adjudicado el contra-
to, se procederá a una retasación que actualice el
valor del bien, pudiendo comenzar de nuevo en
tal caso el procedimiento de subasta desde el
principio y tomando como referencia el valor ac-
tualizado. 

Artículo 198.
En cuanto al saneamiento por vicios ocultos,

evicción, etc., se estará a lo dispuesto en la le-
gislación civil y las controversias que surjan se
dilucidarán ante la jurisdicción ordinaria, previo
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agotamiento de la vía gubernativa, conforme a
lo dispuesto en la legislación de procedimiento
administrativo.54

Artículo 199.
La Administración está sometida al derecho

de tanteo de los comuneros, colindantes, arren-
datarios, etc., conforme a lo dispuesto en la le-
gislación vigente.

A tal efecto, una vez tasado el bien la Adminis-
tración notificará a quienes tengan derecho de tan-
teo la voluntad de enajenar y el precio de tasación.

El titular del derecho de tanteo deberá ejerci-
tarlo dentro de los plazos establecidos en la legisla-
ción específica y adquirirá el inmueble en las con-
diciones ofertadas por el mejor licitador. Dichos
plazos se computarán a partir de la notificación al
titular del derecho del resultado de la licitación. 

Los titulares del derecho de tanteo podrán ejer-
citarlo, también en caso de contratación directa. 

Si la Administración no hubiere notificado a
quien tenga derecho de tanteo la adjudicación
del contrato tendrá derecho de retracto conforme
a la legislación específica. 

Artículo 200.
Adjudicado el contrato se procederá a la devo-

lución de la fianza depositada por quienes no hu-
bieran resultado adjudicatarios. No obstante, po-
drá preverse en el anuncio de licitación la
retención de estas fianzas por un período máximo
de dos meses, transcurrido el cual sin que el adju-
dicatario cumpla sus obligaciones, podrá la Admi-
nistración adjudicar directamente, sin necesidad
de convocar una nueva subasta, al segundo mejor
postor, quedando resuelto el contrato originario. 

Artículo 201.
Los bienes inmuebles pertenecientes a Enti-

dades públicas dependientes de la Comunidad
Autónoma que no sean necesarios para el cum-

plimiento de sus fines se incorporarán al Patri-
monio de la citada Comunidad Autónoma. 

A tal fin, la Entidad pública deberá poner el
hecho en conocimiento de la Consejería de Ha-
cienda que tramitará el oportuno expediente y
procederá a la incorporación formal del bien al
Patrimonio de la Comunidad Autónoma. 

No será aplicable lo expuesto en los artículos
anteriores cuando se trate de bienes adquiridos
por dichas Entidades públicas con la finalidad de
devolverlos al tráfico jurídico, de acuerdo con sus
reglas de funcionamiento, así como para garanti-
zar la rentabilidad de las reservas que tengan que
constituir en cumplimiento de sus normas especí-
ficas o responder de los avales que puedan prestar
de acuerdo con lo establecido en la Ley General
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autóno-
ma. En tales casos, podrán enajenarse los bienes
conforme a las reglas establecidas en el artículo
77 de la Ley del Patrimonio o leyes especiales.     

La enajenación de los bienes inmuebles exi-
ge previa autorización de la Consejería de Ha-
cienda en todo caso, salvo que el valor del bien
supere la cantidad de cincuenta millones de pe-
setas o de quinientos millones de pesetas, en cu-
yo caso, se requerirá previa autorización del
Consejo de Gobierno o de una Ley, respectiva-
mente (Art. 89 L.P.).55

Artículo 202.
El expediente de incorporación del bien al

Patrimonio de la Comunidad Autónoma podrá
iniciarse a instancia de la propia Entidad o de la
Comunidad Autónoma a través de la Consejería
de Hacienda, debiendo en este último caso dar
previa audiencia a la Entidad pública interesada. 

Artículo 203.
Para la venta de bienes inmuebles por parte

de Entidades públicas dependientes de la Comu-
nidad Autónoma, se aplicará analógicamente el

69

REGLAMENTO PARA LA APLICACIÓN DE LA LEY DEL PATRIMONIO DE 
LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA

Art. 203

54. Véanse los arts. 1474 a 1483 del Código Civil y los arts. 120 a 124 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

55. Véase artículo 89 de la Ley de Patrimonio.
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procedimiento establecido en los artículos ante-
riores, si bien previamente a la convocatoria de-
berá remitirse el expediente, conforme al artícu-
lo 180 de este Reglamento, a la Consejería de
Hacienda para que ésta directamente o a su
propuesta, el Consejo de Gobierno, o a propues-
ta de éste, el Parlamento, adopten, si procedie-
ren, los acuerdos previos de su autorización. La
tramitación y resolución del expediente compete
a la Entidad  que pretenda enajenar los bienes. 

Artículo 204.
1. La enajenación de los bienes muebles se

someterá a las mismas reglas de los inmuebles;
será competente el Consejero que los tuviera
adscritos si su valor no excede de cincuenta mi-
llones de pesetas. Si supera dicha cantidad será
necesaria autorización del Consejo de Gobierno,
y autorización por Ley si el importe es superior
a quinientos millones de pesetas. (Art. 90 L.P.).56

2. En todo caso, se dará cuenta de la tramita-
ción seguida por cada Consejería a la Dirección
General de Patrimonio, para la debida toma de
razón en el Inventario. 

Artículo 205.
En caso de bienes muebles, las Entidades

públicas dependientes de la Comunidad Autóno-
ma serán competentes para enajenarlos directa-
mente siempre que su valor no exceda de cin-
cuenta millones de pesetas. Si supera dicha
cantidad precisará de las autorizaciones que es-
tablece el artículo anterior.56

Artículo 206.
En caso de permuta deberá previamente lle-

varse a cabo una tasación pericial que acredite
que la diferencia del valor entre los bienes a per-
mutar no es superior al cincuenta por ciento del

que lo tenga mayor, no obstante lo cual, será ne-
cesario igualar las prestaciones mediante la opor-
tuna compensación económica (Art. 91 L.P.).57

Artículo 207. 
La Administración podrá desistir de cualquier

expediente de enajenación de bienes antes de la
adjudicación definitiva, indemnizando a los licita-
dores por los daños y perjuicios que se les hubie-
ren producido. Se aplicarán las reglas sobre res-
ponsabilidad patrimonial de la Administración. 

Artículo 208.
1. La enajenación de derechos sobre bienes in-

corporales deberá ser autorizada por el Consejo de
Gobierno, salvo que su valor supere la cantidad de
quinientos millones de pesetas, en cuyo caso se re-
querirá autorización por Ley (Art. 92  L.P.).58

2. Se aplicará analógicamente el procedi-
miento establecido para la enajenación de in-
muebles en cuanto sea compatible con la natura-
leza de estos derechos. 

Artículo 209.
Todo Órgano o Entidad que no necesite hacer

uso de los bienes patrimoniales de que disponga,
lo pondrá en conocimiento de la Consejería de
Hacienda, por si ésta considerara adecuado mo-
dificar su adscripción. (Art. 93 L.P.). 

Artículo 210.
1. La Consejería de Hacienda será compe-

tente para enajenar participaciones de la Comu-
nidad Autónoma en Entidades privadas. 

No obstante, la pérdida de la condición de
partícipe mayoritario, así como la enajenación de
todas las acciones de que la Comunidad Autóno-
ma disponga en la Sociedad, requiere previa au-
torización por Decreto del Consejo de Gobierno. 
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56. Véase artículo 90 de la Ley de Patrimonio.

57. Véase el artículo 91 de la Ley del Patrimonio, conforme a la redacción dada por la Disposición Adicional Undécima.4 de la Ley
2/1990, de 2 de febrero, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 1990. (BOJA núm. 12, de 6 de febrero).

58. Véase artículo 92 de la Ley de Patrimonio.
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Asimismo, será necesario dicha autorización
cuando el valor de las participaciones u obliga-
ciones a enajenar supere la cantidad de cincuen-
ta millones de pesetas. Si excede de doscientos
cincuenta millones de pesetas se requiere autori-
zación por Ley.59

2. Cuando se trate de enajenar participacio-
nes que pertenezcan a Entidades públicas depen-
dientes de la Comunidad Autónoma será de apli-
cación lo dispuesto en el punto anterior, si bien
se necesitará autorización del Consejero de Ha-
cienda para enajenaciones que no superen la can-
tidad de veinte millones de pesetas, siempre que
no se enajenen de esta forma todas las acciones
pertenecientes a la Entidad pública o cese en su
anterior condición de partícipe mayoritario.60

3. Las enajenaciones previstas en este pre-
cepto se harán en Bolsa, siempre que ello sea
posible (Art. 94 L.P.). 

Artículo 211.
1. Sin perjuicio de que el acuerdo final corres-

ponda al Consejero de Hacienda, las anteriores
potestades se ejercerán a través de la Dirección
General de Patrimonio, que será la competente
para dar las instrucciones oportunas a los repre-
sentantes de la Administración, en los correspon-
dientes Consejos de Administración, pudiendo de-
signar un Comisario del Patrimonio para la mejor
coordinación y ejercicio de tales potestades. 

2. La custodia de los títulos o resguardos co-
rresponderá a la Dirección General de Patrimonio. 

Artículo 212.
Para proceder a la venta de los títulos, se

exigirá el acuerdo de enajenación del órgano
competente, previa autorización, si fuera preci-
sa, remitiéndose posteriormente, a través de la
Dirección General de Patrimonio, a los órganos
competentes de  la Bolsa. 

Una vez efectuada la venta, la Junta sindical
de la Bolsa lo notificará a la Dirección General
de Patrimonio. 

Si los títulos no cotizaran en Bolsa, se segui-
rá analógicamente el procedimiento de enajena-
ción de inmuebles en cuanto resulte aplicable. 

Artículo 213.
1. Será necesario autorización por Ley para

enajenaciones de bienes que hayan sido declarados
formalmente de interés cultural. (Art. 95 L.P.).61

2. Obtenida dicha autorización, se aplicará el
régimen de enajenación que corresponda según
la clase de bien que se trate. 

Artículo 214.
1. Todo adquirente a título oneroso tendrá de-

recho a ser compensado por los desperfectos que,
no siendo consecuencia necesaria de un deterioro
normal  causado por el tiempo, sufran los bienes
entre el momento en que se llevó a cabo la tasación
pericial y la entrega de los mismos. (Art. 96 L.P.). 

2. Lo anterior no será aplicable en caso de
que la Administración no entregue los bienes al
adquirente por causa imputable a éste. 

Artículo 215.
1. La Consejería de Hacienda podrá investi-

gar el uso que se haga de los bienes a que se re-
fiere la Ley del Patrimonio (Art. 97 L.P.). 

2. Si de dicha investigación resultasen situa-
ciones anómalas, podrá incoar o instar la incoa-
ción del oportuno expediente, sin perjuicio de
poder dar traslado de los hechos a los Tribunales
competentes, previo informe del Gabinete Jurí-
dico de la Consejería de la Presidencia. 

Artículo 216.
No podrán gravarse los bienes o derechos de

dominio privado de la Comunidad Autónoma o
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59. Véase artículo 94.1 de la Ley de Patrimonio.
60. Véase artículo 94.2 de la Ley de Patrimonio.
61. El Consejo de Gobierno aprobó el Plan General de Bienes Culturales y su Remisión al Parlamento de Andalucía por Acuerdo

de 9 de junio de 1998 (BOJA núm. 81 de 21 de julio).
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de las Entidades públicas de ella dependientes,
sino con los mismos requisitos exigidos para su
enajenación (Art. 98 L.P.).62

Artículo 217.
1. Se necesitará autorización del Consejo

de Gobierno para transigir sobre bienes de do-
minio privado de la Comunidad Autónoma o de
las Entidades públicas de ella dependientes
(Art. 99 L.P.).63

2. Será necesaria la previa emisión del dicta-
men del Consejo de Estado.

Artículo 218.
Todos los acuerdos a que se refiere este Ca-

pítulo, así como el anterior y siguiente, e igual-
mente todos los acuerdos de adjudicación de
concesiones o cesión de bienes o derechos, serán
publicados en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía o en el de la Provincia en que radique
el bien o derecho, sin perjuicio de las pertinentes
notificaciones que procedan.

Capítulo IV

Uso de los bienes de dominio privado

Artículo 219.
El uso por terceros de estos bienes se some-

terá al régimen general previsto en Derecho pri-
vado, con las especialidades establecidas en la
Ley del Patrimonio. (Art. 100 L.P.). 

Artículo 220.
La adjudicación de los contratos se hará res-

petando los principios de publicidad y concu-
rrencia, excepto cuando por las peculiaridades
de la necesidad a satisfacer, las limitaciones del
mercado o la urgencia se considere preciso auto-
rizar la adquisición directa.  

Estos supuestos excepcionales habrán de es-
tar precedidos de resolución motivada que se ha-
rá pública. (Art. 101 L.P.). 

Se consideran analógicamente causas justifi-
cativas las previstas en el artículo 192 de este
Reglamento. 

Artículo 221.
Las reglas sobre preparación y adjudicación

de negocios sobre bienes constituirán actos se-
parables fiscalizables ante la jurisdicción con-
tencioso-administrativa.64

Respecto al procedimiento de adjudicación
se aplicará lo dispuesto en el presente Regla-
mento con las especialidades contenidas en los
artículos siguientes. 

Artículo 222.
1. La competencia para adjudicar contratos

relativos a bienes inmuebles corresponde a la
Consejería de Hacienda. Si se trata de bienes
muebles será competente el Consejero que los
tenga adscritos. (Art. 102 L.P.).

2. En todo caso, se pondrá en conocimiento
de la Dirección General de Patrimonio toda ad-
judicación para la oportuna toma de razón en el
Inventario. 

Artículo 223.
El arrendamiento de bienes inmuebles per-

tenecientes a Entidades públicas que dependan
de la Comunidad Autónoma requerirá previa
autorización del Consejero de Hacienda.

Será necesaria autorización del Consejero a
que esté adscrito el Organismo cuando se trate
de arrendar bienes muebles. (Art. 103 L.P.). 

Artículo 224.
Lo dispuesto en los artículos anteriores de

este Capítulo, se entiende sin perjuicio de lo es-
tablecido en leyes especiales. (Art. 104 L.P.).
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62. Véase el art. 22.1 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

63. Véase el art. 22.3 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

64. Véase el art. 2 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. (BOE núm. 167,
de 14 de julio).
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Artículo 225.
La Administración podrá reservarse el uso y

explotación de sus bienes de dominio privado. 
Los frutos, rentas o percepciones de cual-

quier tipo que produzcan dichos bienes, así co-
mo el producto de sus enajenaciones, ingresarán
en el patrimonio de la Entidad propietaria de los
mismos. (Art. 105 L.P.). 

Artículo 226.
El Consejo de Gobierno, a propuesta del

Consejero de Hacienda, dispondrá la forma de
explotación de los bienes patrimoniales de la
Comunidad Autónoma que no convenga enaje-
nar y que sean susceptibles de aprovechamiento
rentable. A tal efecto, el Consejo de Gobierno
podrá adoptar acuerdos genéricos respecto a bie-
nes iguales o similares. 

Artículo 227.
Los expedientes de explotación se incoarán

por la Dirección General de Patrimonio, e infor-
mará el Gabinete Jurídico de la Consejería de la
Presidencia y la Intervención.

La explotación podrá llevarse a cabo direc-
tamente por la Administración, o contratarse
con particulares bajo régimen de cesión, arren-
damiento o cualquier otra forma admitida en
derecho. 

La Consejería de Hacienda elevará al Con-
sejo de Gobierno una memoria comprensiva de
la descripción del bien, posibilidades de explo-
tación, estudio económico, forma de explota-
ción que se considere más conveniente y cua-
lesquiera otras circunstancias que se estimen de
interés. 

La adjudicación se llevará a efecto general-
mente mediante concurso. 

Artículo 228.
El Consejo de Gobierno podrá aprobar plie-

gos-tipo de condiciones generales para la adjudi-
cación de los contratos. 

Artículo 229.
Están facultados para concurrir a la licita-

ción las personas físicas o jurídicas que ten-
gan plena capacidad de obrar o la suplan en la
forma prevista en derecho, y no se encuentren
incursos en alguna de las prohibiciones seña-
ladas en la legislación de contratos adminis-
trativos.65

Se aplicará analógicamente el procedimiento
para las concesiones de dominio público, siendo
competente para la adjudicación de estos contra-
tos el Órgano que tenga adscrito el bien. 

Artículo 230.
Será exigible fianza provisional y definiti-

va, fijándose su importe, en el uno y medio y el
tres por ciento del valor del bien objeto de la
explotación. 

Artículo 231.
Será posible prorrogar el contrato durante

una quinta parte como máximo del plazo pre-
visto en el mismo. Con posterioridad, si se tra-
ta de explotar nuevamente el bien mediante
contrato, deberá sacarse nuevamente a pública
licitación. 

Artículo 232.
Los contratos que se suscriban sobre bienes

o derechos patrimoniales tendrán naturaleza ci-
vil, aplicándose las normas de derecho privado,
salvo a los actos separables.

Artículo 233.
Únicamente se admitirán subrogaciones o

cesiones del contrato cuando se hagan en favor
de una persona que reúna las condiciones nece-
sarias para contratar con la Administración, y
ésta acepte expresamente por escrito y con ca-
rácter previo dicha subrogación o cesión. 

En caso de cesión, la garantía depositada por
el contratista inicial se  mantendrá hasta tanto el
cesionario sustituya dicho depósito. 
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65. Véase nota al art. 91 de la Ley.
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Artículo 234.
Los bienes de dominio privado cuya afec-

tación o explotación no se considere necesaria,
podrán ser cedidos gratuitamente por el Conse-
jo de Gobierno a Entidades públicas de todo or-
den o privadas de carácter benéfico o social,
para cumplimiento de sus fines. Dicha cesión
especificará las condiciones y el tiempo de su
duración. Será competente para acordar la ce-
sión el Consejo de Gobierno, salvo que el valor
del bien exceda de doscientos cincuenta millo-
nes de pesetas, en cuyo caso será precisa auto-
rización por Ley.66

También podrán cederse bienes a Entes in-
ternacionales en cumplimiento de los tratados
suscritos por España. 

La Consejería de Hacienda podrá adoptar
las medidas que considere necesarias para vigi-
lar el cumplimiento de las obligaciones del ce-
sionario, pudiendo recuperar los bienes si se
produce un incumplimiento grave. 

En todo caso será de aplicación lo dispuesto
en el artículo 57 de la Ley del Patrimonio. (Art.
106 L.P.).67

Artículo 235.
1. Queda prohibida toda donación de bie-

nes, salvo lo previsto para compromisos o sub-
venciones de auxilio en la legislación especial.
(Art. 107 L.P.).68

2. Asimismo, se estará a lo dispuesto en la
legislación especial respecto a la condonación
de deudas.69

Artículo 236.
1. Cuando un bien de dominio privado pase

a ser de dominio público, las relaciones jurídicas
que sobre el mismo existan quedarán reguladas a

partir de entonces por las normas aplicables a
este tipo de bienes. (Art. 108 L.P.). 

2. Se respetarán, no obstante, los derechos ad-
quiridos, sin perjuicio de la posible expropiación
de los que fueran incompatibles con el nuevo fin. 

Artículo 237.
1. Ningún bien de dominio privado podrá

cederse por plazo superior a cincuenta años.
(Art. 109 L.P.).

2. El plazo comenzará a contarse a partir del
día siguiente a aquél en que se ponga el bien a
disposición del cesionario. Si fueran varios los
bienes, el plazo comenzará a contarse a partir de
la entrega del último de ellos, siempre que la ce-
sión se hiciera en un contrato unitario.  

Artículo 238.
1. El Consejo de Gobierno podrá adscribir

bienes patrimoniales de la Comunidad Autóno-
ma a Entidades públicas que dependan de ella.
Éstas no adquirirán la propiedad de los mismos
y tendrán la obligación de respetar las condicio-
nes impuestas. ( Art. 110 L.P.).

2. No operará en este caso el plazo de cin-
cuenta años referido en el artículo anterior.

TÍTULO IV

RESPONSABILIDAD Y SANCIONES

Capítulo Único

Artículo 239.
Quienes tengan a su cargo la gestión o hagan

uso de los bienes o derechos de dominio público o
privado de la Comunidad Autónoma o de las Enti-
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66. Véase artículo 106 de la Ley de Patrimonio. 

67. Respecto al plazo para resolver, véase el Anexo 3.1.10 de la Ley 9/2001, de 12 de julio, por la que se establece el sentido del
silencio administrativo y los plazos de determinados procedimientos como garantías procedimentales para los ciudadanos.

68. Véanse los arts. 103 a 116 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

69. Véase el art. 22.2 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
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dades públicas de ella dependientes, están obliga-
dos a su custodia, conservación y utilización con
la diligencia debida, debiendo indemnizar en su
caso al titular del derecho por los daños y perjui-
cios que produzcan y que no sean consecuencia
del uso normal de los bienes. (Art. 111 L.P.). 

Artículo 240.
Tanto la Comunidad Autónoma, a través de

la Dirección General de Patrimonio, como las
Entidades públicas de ella dependientes, en caso
de que éstas sean titulares de los bienes, podrán
dictar instrucciones generales sobre su utiliza-
ción, custodia y conservación. 

Artículo 241.
Los daños y perjuicios que se ocasionen po-

drán ser determinados por la propia Administra-
ción en expediente en que deberá darse audien-
cia a los afectados y que resolverá el Órgano que
tenga adscrito el bien, pudiendo adoptar las me-
didas de autotutela tendentes a obtener la ejecu-
ción del acto, que será impugnable en vía con-
tencioso-administrativa.

En el referido expediente deberán informar
preceptivamente el Gabinete Jurídico de la Con-
sejería de la Presidencia y, en su caso, técnicos
competentes.

Artículo 242.
El Director General de Patrimonio adoptará

las medidas encaminadas a la conservación de
los bienes de dominio público, directamente o a
través de las Delegaciones Provinciales de la
Consejería de Hacienda o de los Órganos que
tengan adscritos los bienes. 

Artículo 243.
Los Órganos que tengan adscritos los bienes

adoptarán las medidas oportunas de entreteni-
miento o reparación de los mismos dando cuenta
trimestral a la Dirección General de Patrimonio. 

Artículo 244.
Todo usuario tiene obligación de respetar los

bienes afectos al servicio público que utilice,

aunque éstos pertenezcan a Entidades privadas
encargadas de su explotación. (Art.112 L.P.). 

Artículo 245.
En los casos previstos en los artículos 239 y

244, el Órgano o Entidad pública encargado de la
gestión del bien o que haya concedido el servicio
público podrá utilizar sus poderes de autotutela
para obligar al causante del daño a reparar los
perjuicios causados. Sus actos serán recurribles
en vía contencioso-administrativa. (Art. 113 L.P.).

Deberá darse cuenta a la Dirección General
de Patrimonio de los acuerdos que en tal sentido
se adopten. 

Artículo 246.
1. En caso de incumplimiento de las obliga-

ciones previstas en los artículos 239 y 244 del
presente Reglamento, podrá la Consejería de Ha-
cienda imponer multas del tanto al triplo del valor
del daño causado, de acuerdo con lo establecido
en el artículo 114 de la Ley del Patrimonio. 

Se incoará el oportuno expediente por acuer-
do del Director General de Patrimonio o por de-
legación de éste, del Órgano o Entidad que tenga
adscrito el bien, y se tramitará según lo dispues-
to en la legislación general sobre procedimiento
administrativo. 

Previamente a la incoación del expediente,
podrá acordarse la apertura de un período de in-
formación reservada. 

2. Las infracciones administrativas prescri-
birán a los seis meses del hecho productor del
daño, plazo que comenzará a computarse el día
siguiente a aquél en que cese el citado hecho
productor, o el día, aunque sea anterior, en que
se conozcan y consoliden los daños. 

Artículo 247.
1. La responsabilidad de las personas que ten-

gan relación de trabajo de cualquier tipo con la
Administración de la Comunidad Autónoma, sus
Organismos y Entidades, será exigible con arre-
glo a la legislación específica. (Art. 114.2 L.P.). 

2. A tal efecto, se incoará el oportuno expe-
diente disciplinario por el Consejero o por el Presi-

75

REGLAMENTO PARA LA APLICACIÓN DE LA LEY DEL PATRIMONIO DE 
LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA

Art. 247

00 Ley y Reglam. 07  23/2/07  11:20  Página 75



dente del Organismo donde prestaba sus servicios
el afectado en el momento en que los hechos se
produjeron, expediente que se tramitará de acuer-
do con la legislación especial sobre la materia. 

3. La Administración deberá reclamar de
su personal responsable el abono de los daños
y perjuicios que le hubieren sido irrogados.70

Artículo 248.
1. Cuando los hechos pudieran ser constituti-

vos de delito o falta, la Administración no sus-
penderá la tramitación de los procedimientos
sancionadores dimanantes de los mismos, sin
perjuicio de poner el hecho en conocimiento de
la jurisdicción penal. No obstante, no se produci-
rá resolución administrativa definitiva hasta tanto
exista pronunciamiento judicial. (Art. 115 L.P.). 

2. Podrán, no obstante, adoptarse las medi-
das cautelares pertinentes. 

3. La imposición de una sanción penal no
excluye la posibilidad de imponer a su vez una
sanción disciplinaria. Sin embargo, la imposi-
ción de aquélla excluirá cualquier otra sanción
administrativa en el campo de la supremacía ge-
neral y siempre referida al mismo hecho. 

4. No obstante, en el ámbito de la supremacía
especial no cabrá imponer sanción disciplinaria al-
guna cuando resultare incompatible con la penal. 

5. Los hechos declarados probados por la
decisión penal que se adopte, condenatoria o no,
serán vinculantes para la Administración, lo cual
no impedirá que  sean debidamente valorados a
los efectos de delimitar la correspondiente res-
ponsabilidad estrictamente administrativa a que,
en su caso, pudiera haber lugar. 

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.
1. El Consejo de Gobierno de la Comunidad

Autónoma aprobará un  pliego general de condi-

ciones para concesiones de dominio público.
Los Órganos competentes en cada caso para ad-
judicar las concesiones podrán incluir cuantas
condiciones nuevas tengan por conveniente, pre-
via autorización de la Consejería de Hacienda.

Dicho pliego, así como sus modificaciones,
requerirá con carácter previo a su aprobación, in-
forme del Gabinete Jurídico de la Consejería de
la Presidencia. ( Disposición Adicional 3ª L.P.). 

2. Asimismo se aprobarán pliegos de condi-
ciones generales para la venta o adquisición de
bienes, que tampoco excluirá la posibilidad de
prever en casos concretos condiciones nuevas,
previa autorización de la Consejería de Hacienda.

3. Cualquier condición contraria a un pliego
general debe ser previamente autorizada por el
Consejo de Gobierno. 

4. En las mismas condiciones de los párrafos
anteriores, cabrá también aprobar los pliegos de
prescripciones técnicas generales para determi-
nado tipo de bienes o concesiones. 

5. Los pliegos a que se refiere esta adicional
se publicarán en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía. 

Segunda.
El Consejo de Gobierno de la Comunidad

Autónoma podrá avocar para  sí las compe-
tencias que otros Órganos inferiores tengan
atribuidas en cuanto al uso y aprovechamien-
to de bienes de dominio público o privado de
la propia Comunidad. (Disposición Adicional
4ª L.P.).

Dicha avocación tendrá efectos a partir del
momento en que se adopte, produciéndose en-
tonces la variación competencial, aún cuando el
expediente no  hubiera  sido concluido. 

No será preciso ratificar los actos ya adop-
tados. 

En cualquier momento de la tramitación, el
Consejo de Gobierno podrá dejar sin efecto la
avocación. 
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70. Véanse al respecto los artículos 139 y siguientes de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común y el R.D. 429/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de los Pro-
cedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial. (BOE núm. 106, de 4 de mayo).
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Tercera.
Los conflictos competenciales que se susciten

en aplicación de la Ley del Patrimonio entre dis-
tintas Consejerías, o entre la Comunidad Autóno-
ma y Entidades públicas de ella dependientes, o
entre estas mismas, serán resueltos por el Consejo
de Gobierno. (Disposición Adicional 6ª L.P.). 

La Consejería de Hacienda, y el propio Con-
sejo de Gobierno, podrán recabar los informes
técnicos o jurídicos que tengan por convenientes. 

Cuarta.
El Consejo de Gobierno mediante Decreto

procederá, cuando las circunstancias así lo acon-
sejen, a la modificación de las cuantías de las
sanciones en materia patrimonial con objeto de
adecuar el montante de las mismas a la naturale-
za y gravedad de los actos que las originen. 

Las cuantías así modificadas no podrán ser
objeto de mera revisión, de acuerdo con los cri-
terios establecidos en el párrafo anterior, hasta
transcurrido el plazo de un año. (Disposición
Adicional 7ª L.P.). 

Quinta.
El procedimiento y régimen jurídico de los

actos de adquisición, administración y enajena-
ción de bienes gestionados por las Entidades pú-
blicas cuya finalidad sean devolverlos al tráfico
jurídico será el establecido por sus propias re-
glas de funcionamiento, teniendo las disposicio-
nes de este Reglamento carácter supletorio res-
pecto de éstas. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.
1. La Comunidad Autónoma de Andalucía se

subrogará como titular en los contratos, bienes y

derechos en general que se le transfieren. En tal
caso, deberá respetar las obligaciones ya existen-
tes, sin perjuicio del posible rescate de concesio-
nes cuando existan motivos de interés general
para ello. (Disposición Transitoria 1ª L.P.). 

2. El rescate se producirá cuando existan ra-
zones de interés público para la Comunidad Au-
tónoma o Entidades públicas de ella dependien-
tes, aunque no existieran respecto del Estado. 

Segunda.
En tanto se dicten por la Comunidad Autó-

noma normas relativas a categorías especiales de
bienes y derechos cuya titularidad ostente como
los de interés cultural, agrícola, forestal y gana-
dero, del sector pesquero y otros de análogo ca-
rácter, se aplicarán las normas del Estado en es-
tas materias. 

Tercera.
El ejercicio de facultades de titularidad sobre

bienes y derechos patrimoniales de la Comunidad
Autónoma atribuido por la Ley del Patrimonio a
la Consejería de Hacienda y que en virtud de
acuerdos del Consejo de Gobierno adoptados con
anterioridad a la entrada en vigor de la Ley del
Patrimonio estuviese delegado en las distintas
Consejerías, continuará siendo competencia de
las mismas hasta tanto se constituyan los corres-
pondientes Organismos autónomos o Entidades
públicas o privadas a las que se encomiende su
gestión. (Disposición Transitoria 5ª L.P.).71

DISPOSICIÓN FINAL

La Consejería de Hacienda adoptará cuantas
disposiciones sean necesarias para el desarrollo
del presente Reglamento.

77

REGLAMENTO PARA LA APLICACIÓN DE LA LEY DEL PATRIMONIO DE 
LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA

D. Final

71. De conformidad con el Decreto 64/1984 de 27 de marzo (BOJA núm. 36, de 6 de abril), competen a la Consejería de Obras
Públicas y Transportes las facultades en materia de administración, adquisición y enajenación de terrenos, viviendas, locales
comerciales y edificaciones complementarias que tienen por objeto la promoción pública de viviendas. 
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LEY 9/2001, DE 12 DE JULIO, POR LA QUE SE ESTABLECE EL
SENTIDO DEL SILENCIO ADMINISTRATIVO Y LOS PLAZOS DE

DETERMINADOS PROCEDIMIENTOS COMO GARANTÍAS
PROCEDIMENTALES PARA LOS CIUDADANOS1,2

(BOJA núm. 87, de 31 de julio)

(...)

ANEXO I

PROCEDIMIENTOS CON PLAZO DE RESOLUCIÓN Y NOTIFICACIÓN SUPERIOR A
SEIS MESES

CONSEJERÍA DE ECONOMÍA Y HACIENDA

79

Procedimiento Normativa de referencia Plazos de resolución
y notificación

Deslinde de bienes inmuebles
de dominio público

* Ley 4/1986, de 5 de mayo, del
Patrimonio de la Comunidad Autónoma
de Andalucía; art. 24 (BOJA núm. 40, de
9-5-1986)
* Decreto 276/1987, de 11 de noviembre,
por el que se aprueba el Reglamento para
la aplicación de la Ley del Patrimonio de
la Comunidad Autónoma de Andalucía;
art. 56 (BOJA núm 2, de 8-1-1988)

12 meses

Deslinde de bienes afectos a
concesión administrativa

* Ley 4/1986, de 5 de mayo, del
Patrimonio de la Comunidad Autónoma
de Andalucía; art. 28 (BOJA núm. 40, de
9-5-1986)
* Decreto 276/1987, de 11 de noviembre,
por el que se aprueba el Reglamento para
la aplicación de la Ley del Patrimonio de
la Comunidad Autónoma de Andalucía;
art. 66 (BOJA núm. 2, de 8-1-1988)

12 meses

1. De la Ley se ha omitido la parte dispositiva y únicamente se han incluido de los anexos lo relativo a procedimientos de carác-
ter patrimonial. 

2. Aunque no afecta al Anexo I, la Ley 9/2001 ha sufrido modificaciones por la Ley 18/2003, de 29 de diciembre, por la que se
aprueban medidas fiscales y administrativas (BOJA núm. 251, de 31 de diciembre). 
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LEY 9/2001, DE 12 DE JULIO

Procedimiento Normativa de referencia Plazos de resolución
y notificación

Deslinde de bienes
patrimoniales

* Ley 4/1986, de 5 de mayo, del
Patrimonio de la Comunidad Autónoma
de Andalucía; art. 71 (BOJA núm. 40, de
9-5-1986)
* Decreto 276/1987, de 11 de noviembre,
por el que se aprueba el Reglamento para
la aplicación de la Ley del Patrimonio de
la Comunidad Autónoma de Andalucía;
art. 150 (BOJA núm. 2, de 8-1-1988)

12 meses

Concesión administrativa
de dominio público

* Ley 4/1986, de 5 de mayo, del
Patrimonio de la Comunidad Autónoma
de Andalucía; art. 33.1.a (BOJA núm. 40,
de 9-5-1986)
* Decreto 276/1987, de 11 de noviembre,
por el que se aprueba el Reglamento para
la aplicación de la Ley del Patrimonio de
la Comunidad Autónoma de Andalucía;
art. 77.1.a (BOJA núm. 2, de 8-1-1988)

12 meses

Cesión a particulares o
entidad pública no
dependiente de la
Comunidad Autónoma de
bienes de dominio público

* Ley 4/1986, de 5 de mayo, del
Patrimonio de la Comunidad Autónoma
de Andalucía; art. 27 (BOJA núm. 40, de
9-5-1986)
* Decreto 276/1987, de 11 de noviembre,
por el que se aprueba el Reglamento para
la aplicación de la Ley del Patrimonio de
la Comunidad Autónoma de Andalucía;
art. 65 (BOJA núm. 2, de 8-1-1988)

10 meses

Cesión a entidad pública de
bienes para uso o servicio
público

* Ley 4/1986, de 5 de mayo, del
Patrimonio de la Comunidad Autónoma
de Andalucía; art. 57 (BOJA núm. 40, de
9-5-1986)
* Decreto 276/1987, de 11 de noviembre,
por el que se aprueba el Reglamento para
la aplicación de la Ley del Patrimonio de
la Comunidad Autónoma de Andalucía;
art. 133 (BOJA núm. 2, de 8-1-1988)

10 meses
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LEY POR LA QUE SE ESTABLECE EL SENTIDO DEL SILENCIO ADMINISTRATIVO Y LOS PLAZOS DE DETERMINADOS
PROCEDIMIENTOS COMO GARANTÍAS PROCEDIMENTALES PARA LOS CIUDADANOS

Procedimiento Normativa de referencia Plazos de resolución
y notificación

Cesión de bien patrimonial * Ley 4/1986, de 5 de mayo, del
Patrimonio de la Comunidad Autónoma
de Andalucía; art. 106 (BOJA núm. 40, de
9-5-1986)
* Decreto 276/1987, de 11 de noviembre,
por el que se aprueba el Reglamento para
la aplicación de la Ley del Patrimonio de
la Comunidad Autónoma de Andalucía;
art. 234 (BOJA núm. 2, de 8-1-1988)

10 meses

Reversión de bienes
donados

* Decreto 276/1987, de 11 de noviembre,
por el que se aprueba el Reglamento para
la aplicación de la Ley del Patrimonio de
la Comunidad Autónoma de Andalucía;
art. 171 (BOJA núm. 2, de 8-1-1988)

10 meses

Recuperación de oficio de
bienes de dominio público

* Ley 4/1986, de 5 de mayo, del
Patrimonio de la Comunidad Autónoma
de Andalucía; arts. 21 y 22 (BOJA núm.
40, de 9-5-1986)
* Decreto 276/1987, de 11 de noviembre,
por el que se aprueba el Reglamento para
la aplicación de la Ley del Patrimonio de
la Comunidad Autónoma de Andalucía;
art. 43 y ss. (BOJA núm. 2, de 8-1-1988)

8 meses

Recuperación de oficio de
bienes de dominio privado

* Ley 4/1986, de 5 de mayo, del
Patrimonio de la Comunidad Autónoma
de Andalucía: art. 70 (BOJA núm. 40, de
9-5-1986)
* Decreto 276/1987, de 11 de noviembre,
por el que se aprueba el Reglamento para
la aplicación de la Ley del Patrimonio de
la Comunidad Autónoma de Andalucía;
art. 149 (BOJA núm. 2, de 8-1-1988)

8 meses
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LEY 9/2001, DE 12 DE JULIO

ANEXO II

PROCEDIMIENTOS CON EFECTOS DESESTIMATORIOS

CONSEJERÍA DE ECONOMÍA Y HACIENDA

Procedimiento Normativa

Deslinde de bienes
patrimoniales

* Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad
Autónoma de Andalucía; art. 71 (BOJA núm. 40, de 9-5-1986)
* Decreto 276/1987, de 11 de noviembre, Reglamento para la
aplicación de la Ley del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de
Andalucía; art. 150 (BOJA núm. 2, de 8-1-1988)

Cesión a entidades
públicas de bienes
patrimoniales para uso
o servicio público

* Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad
Autónoma de Andalucía; art. 57 (BOJA núm. 40, de 9-5-1986)
* Decreto 276/1987, de 11 de noviembre, Reglamento para la
aplicación de la Ley del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de
Andalucía; art. 133 (BOJA núm. 2, de 8-1-1988)

Adquisición a título
lucrativo

* Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad
Autónoma de Andalucía; art. 80 (BOJA núm. 40, de 9-5-1986)
* Decreto 276/1987, de 11 de noviembre, Reglamento para la
aplicación de la Ley del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de
Andalucía; art. 169 y ss. (BOJA núm. 2, de 8-1-1988)

Reversión de bienes
donados

* Decreto 276/1987, de 11 de noviembre, Reglamento para la
aplicación de la Ley del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de
Andalucía: art. 171 (BOJA núm. 2, de 8-1-1988)

Adquisición onerosa
de inmuebles, muebles
y derechos

* Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad
Autónoma de Andalucía; arts. 77 a 79 y 82 (BOJA núm. 40, de 9-5-1986)
* Decreto 276/1987, de 11 de noviembre, Reglamento para la
aplicación de la Ley del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de
Andalucía; art. 156 y ss., 163, 167 y 174 (BOJA núm. 2, de 8-1-1988)
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LEY POR LA QUE SE ESTABLECE EL SENTIDO DEL SILENCIO ADMINISTRATIVO Y LOS PLAZOS DE DETERMINADOS
PROCEDIMIENTOS COMO GARANTÍAS PROCEDIMENTALES PARA LOS CIUDADANOS

Procedimiento Normativa

Enajenación de bienes
muebles, inmuebles y
de participaciones en
entidades privadas

* Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad Autónoma
de Andalucía; arts. 85 y ss., 90 y 94 (BOJA núm. 40, de 9-5-1986)
* Decreto 276/1987, de 11 de noviembre, Reglamento para la
aplicación de la Ley del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de
Andalucía; arts. 178 y ss., 204, 205 y 210 (BOJA núm. 2, de 8-1-1988)

Arrendamiento de
inmuebles

* Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad
Autónoma de Andalucía; art. 84 (BOJA núm. 40, de 9-5-1986)
* Decreto 276/1987, de 11 de noviembre, Reglamento para la
aplicación de la Ley del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de
Andalucía; art. 176 (BOJA núm. 2, de 8-1-1988)
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ÍNDICE TEMÁTICO

A

ACCIONES
Véase Participaciones

ACTA DE AFECTACIÓN
Véase Afectación 

ACTO ADMINISTRATIVO
Ejercicio Autotutela. L-22; R-48
Medidas Provisionales. L-26; R-63

ACTOS PREPARATORIOS
Relacionados con bienes de dominio privado. L-66; R-143

ADJUDICACIÓN DE BIENES O DERECHOS A LA 
COMUNIDAD AUTÓNOMA
Regulación. L-81; R-172 y 173

ADQUISICIÓN DE BIENES MUEBLES
A Título Lucrativo. L-80; R-169
A Título Oneroso. Competencia:
• Centralizada: Consejo de Gobierno. L-78.3; R-165
• Entidades Públicas. L-79.1; R-167 y 168
• Resto de los casos: Cada Departamento. L-78.2; R-163.2

Con cargas. R-170 y 171
Herencias. L-80; R-169
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Formas. L-74; R-154
Procedimiento Judicial o Administrativo. L-81; R-172 y 173
Toma de razón. L-76; R-155

ADQUISICIÓN DE BIENES INMUEBLES
A Título Lucrativo. L-80; R-169
A Título Oneroso. L-77; R-156 a 162
Con cargas. R-170 y 171
Forma. L-77; R-156
Herencias. L-80; R-169
Modos. L-74; R-154
Por Entidades de Derecho Público. L-79;  R-167, 168 y 172
Procedimiento. L-77; R-154 a 177
Procedimiento Judicial o Administrativo. L-81; R-172 y 173
Supuestos de adquisición directa. L-77.1; R-156.1
Toma de razón de la adquisición. L-76; R-155

ADSCRIPCIÓN
Afectación. L-46, 50.1,b), 54, 55 y 64; R-119, 123.1,b), 128, 131 y 138
Arrendamiento de bienes muebles. L-103; R-223.
Bienes de dominio público a Entidades de Derecho Público. L-27; R-65
Bienes de dominio público a OO.AA. L-32 y 64; R-76
Bienes Patrimoniales a Entidades de Derecho Público. L-110; R-4.1 y 238
Bienes y derechos al Parlamento de Andalucía. L-8; R-9.1
Concesiones. L-42; R-87, 88, 95 y 102
Contenido. L-11; R-12, 239 y 243 
Desafectación. R-137
Deslindes. L-24; R-56, 58 y 59.2
Enajenación de bienes muebles. L-90 y 102; R-204 y 222 
Expedientes de explotación. R-227
Inventario. L-14; R-15, 18.2, 19 y 21
Modificación. L-62 y 93; R-138 y 209
Mutación demanial. L-59; R-137
Recuperación de oficio. R-44.3, 45.1 y 4, y 50
Regulación condiciones de uso. L-30; R-70, 71 y 74
Sanciones. R-241, 242 y 246 
Solicitud. L-62

AFECTACIÓN
Acta. L-50.2 y 55; R-123.2 y 131
Bienes Patrimoniales. L-53 y 56; R-127 y 132
Cambios. L-62; R-138
Carga. R-171 

LEY Y REGLAMENTO DEL PATRIMONIO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍAADQ
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Clases. L-47 y 51; R-120 y 124
Competencia. L-54; R-128 y 129
Concepto. L-46; R-119
Discrepancias entre Departamentos. L-65; R-118
Expropiación, en caso de. L-52; R-122 y 125
Formas: 
• Expresa. R-124
• Por Ley. L-49 y 56; R-122 y 131
• Por Silencio. L-50 y 56; R-123 y 131

Inventario. L-14; R-15 y 21
Procedimientos. L-48; R-121
Uso o Servicio Público. L-3.b) y c); R-3.b) y c)

ALIENABILIDAD
Véase Declaración de

AMOJONAMIENTO
Véase Deslindes

ARRENDAMIENTO
Bienes  Muebles e Inmuebles:
• Anotación en Inventario. R-21
• Competencia. L-84.1; R-176.1
• De propiedad de Entidades Públicas. L-103; R-223
• En favor de Entidades Públicas. L-79.2; R-167.2
• Regulación. L-84; R-176
• Regulación por analogía. R-177

Expedientes de explotación. R-227

AVAL
En concesiones Administrativas. R-91
Entidades Públicas en garantía de bienes. L-89; R-201
Véase Fianza

ÍNDICE TEMÁTICO AVA
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B

BIENES Y DERECHOS
Bienes litigiosos. L-85; R-178.1
Clasificación. L-2; R-2
Comunidad Autónoma de Andalucía. L-1; R-1
Dominio privado. L-4; R-5
Dominio público. L-3; R-3
Entidades de Derecho Público. L-1; R-1
Interés Cultural. L-95; R-213
Inventario General. L-14; R-15
Patrimonio. L-1; R-1
Titularidad. L-5; R-6

BIENES DE DOMINIO PRIVADO
Adjudicación de contratos sobre. L-101; R-220
Adquisición. L-53; R-127
Adscripción a Entidades Públicas. L-110; R-238
Afectación. L-53 y 56; R-127 y 131
Alienabilidad / Prescriptibilidad. L-67; R-145
Autotutela. L-73; R-172
Cesión a Entes Internacionales. L-106; R-234
Cesión a Entidades Públicas o Privadas para cumplimiento de sus fines. L-106; R-234
Cesión para uso o servicio público. L-57; R-133
Concepto. L-4; R-5
Cuestiones sobre la propiedad. L-72; R-151
Documentación para adjudicar contratos. L-102; R-222
Ejercicio de facultades. L-11 y DT 5ª; R-12
Enajenación. L-86; R-179
Entidades de Derecho Público. L-9; R-10
Facultades y obligaciones. L-11; R-12
Frutos, rentas y percepciones. L-105; R-225
Gravamen. L-98; R-216
Inembargabilidad. L-68; R-146
Investigación y deslinde. L-71; R-150
Modificación de su condición. L-108; R-236
Organismos Autónomos, de los. L-56; R-131
Participación en Entidades Privadas. L-83; R-175
Plazo de cesión. L-109; R-237
Prescriptibilidad. L-2-67; R-145.
Presunción de su condición. L-75; R-144
Recuperación de la posesión. L-70 y 106; R-148
Régimen. L-66; R-143
Sujetos de Derecho Privado. L-10; R-11
Suscripción en Registros Públicos. L-69; R-147.1
Uso y aprovechamiento. L-45; R-117
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Uso y explotación. L-105; R-225
Uso por terceros. L-100; R-219

BIENES DE DOMINIO PÚBLICO
Afectación. L-3.b); R-3.b) y c)
Atribución por Ley de la condición. L-3.d); R-3.d)
Calificación de oficinas y edificios administrativos. L-DA 2ª
Cesión. L-6; R-7.1
Concepto. L-3
Desafectación. L-60, 61 y 86; R-139.1, 140 y 179
Ejercicio de facultades. L-11; R-12
Enajenación y gravamen. L-19; R-40
Entidades de Derecho Privado. L-13; R-14
Facultades y obligaciones. L-11; R-12
Gestión. L-6
Gestión y uso. L-11; R-12
Inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad. L-18
Inembargabilidad. L-20; R-42
Investigación. L-97; R-215
Mutación demanial. L-58 y 59; R-136 y 137
Organismos Autónomos. L-64
Potestad de Autotutela. L-22; R-48
Potestad de Investigación. L-23; R-52
Por Ley. R-3.d)
Por norma estatal. R-3.a)
Por transferencia del Estado. R-3.a)
Recuperación de la posesión. L-21, R-43
Titularidad. L-5; R-6
Transferencia. L-3.a); R-3.a)
Uso y aprovechamiento. Competencias. L-42 y 44; R-113 y 114
Uso. Clases. L-29; R-69
Uso común. L-30; R-70
Uso privativo. L-31; R-75

BIENES INCORPORALES
Enajenación. L-92; R-208

BIENES INMUEBLES
Véase Adquisición de Bienes Inmuebles

Declaración de Alienabilidad

ÍNDICE TEMÁTICO BIE
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BIENES LITIGIOSOS
Enajenación. L-85; R-174

BIENES MUEBLES
Véase Adquisición de Bienes Muebles

Adscripción
Declaración de Alienabilidad

BOE
Concesiones. R-87 y 90
Enajenaciones. R-187

BOJA
Adquisición de inmuebles. R-157
Arrendamiento de inmuebles adjudicación directa. L-84.2; R-176
Cesión bienes y otros. R-218
Concesiones. L-36; R-87, 90, 100 y 218
Deslindes. R-54, 58 y 59
Enajenaciones. R-187
Reserva de uso de bienes de dominio público. R-116

BOP
Adjudicación de concesiones. R-218
Cesión bienes y derechos. R-218
Deslindes. R-54, 58 y 59
Enajenaciones. R-187
Reserva de uso de bienes de dominio público. R-116

C

CADUCIDAD
Véase Concesiones

CAJA GENERAL DE DEPÓSITOS
Concesiones. R-91
Enajenaciones. R-186.3 y 190 
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CARGAS
Adquisición de bienes. L-80; R-169 a 171
Inventario. R-21.d)
Véase Gravámenes

CESIÓN DE BIENES DEMANIALES
Publicación. R-218
Regulación. L-27; R-65

CESIÓN DE BIENES PATRIMONIALES
Gratuita. L-106; R-234
Publicación. R-218
Regulación. L-57 y 106; R-133 a 135, 153, 234 y 237
Véase Bienes de Dominio Privado

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA
Adquisición de bienes. L-74; R-154
Afectación de bienes de su propiedad (Véase Afectación)
Bienes y derechos. L-1; R-1 y 2
Bienes de dominio privado. L-4
Bienes de dominio público. L-3; R-3
Bienes transferidos a Ente Preautonómico. L-DT 2ª
Cesión de bienes demaniales. L-6 y 27; R-65
Concepto. L-DA 1ª
Desafectación. L-61; R-140
Ejercicio de facultades de titularidad sobre bienes y derechos. L-DT 5ª
Enajenación o gravámenes de bienes. L-85 y 86; R-178.1 y 179
Gestión de bienes demaniales. L-6 y 27; R-65
Gravamen de bienes. L-98; R-216
Inscripción de sus bienes de derecho privado. L-69; R-147.1
Inventario General de Bienes y Derechos. L-14; R-15
Legislación aplicable a bienes. L-DT 3ª
Patrimonio. L-1; R-1
Prerrogativas sobre los bienes demaniales:
• De deslinde y amojonamiento. L-24; R-56
• De investigación. L-23 y 97; R-52 y 215
• De Recuperación. L-21 y 70; R-43 y 148
• Desahucio o Autotutela. L-22; R-48
• Ejercicio de. L-27; R-65
• Prohibición de interdictos. L-21; R-43
• Sobre bienes afectos a una concesión. L-28; R-66

Recuperación de la posesión. L-70; R-148
Reserva de uso sobre bienes demaniales. L-44; R-115

ÍNDICE TEMÁTICO COM
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Subrogación en contratos transferidos. L-DT 1ª
Titularidad de bienes demaniales. L-5
Transación de bienes. L-99; R-217
Véase Entidades de Derecho Público  

Responsabilidad 
Sanciones

CONCESIONES
Adjudicación. L-35.1; R-82.1
Caducidad. L-7 y 41; R-8.1, 85, 97, 110, 111 y 112
Clases. L-33; R-77
Concurrencia de competencias. L-34; R-79, 80 y 81 
Concurso de Proyectos. R-87, 88, 94 y 98
Consejero de Economía y Hacienda. R-81
Consejo de Gobierno. L-34; R-79, 81 y 106.2
De dominio público. L-33.1.a); R-77
• Canon. L-40; R-108
• Derechos del concesionario. L-39 y 45; R-107 y 117

– Obligaciones de la Administración. L-39; R-107
– Obligaciones del Concesionario. L-40; R-108
– Otorgamiento. L-36, 37 y 43; R-100, 105.1 y 114

• Plazo. L-37; R-105.1 y 3
• Pliego de Condiciones Generales. L-DA 3ª; R-82.3 y DA 1ª
• Rescate. L-38 y 45; R-104, 106.1 y 117
• Transformación. L-45; R-117

De obra y servicios. L-33.1.c); R-77.1
De Servicio Público. L-33.1.b); R-77.1
Derecho de tanteo. R-94, 103 y 104
Dirección General de Patrimonio. L-43; R-81, 88, 102 y 114
Entre Entidades Públicas. R-78
Fianza. R-86, 91, 96 y 97
Gabinete Jurídico. L-DA 3ª; R-81, 88, 89 y DA 1ª 
Informe sobre uso de bienes y derechos afectos. R-31
Inventario: inclusión de bienes afectos. L-14; R-15
Legislación aplicable. L-35.2; R-82.2
Mutación demanial. L-34; R-79 
Pliego de condiciones particulares. R-83, 89 y 96
Prerrogativas de la Administración sobre bienes afectos. L-28; R-66 y 67
Procedimiento general de otorgamiento. R-89 a 99
Propiedad de obras y bienes. L-7; R-8.1 y 85
Proyecto regulador. R-83 y 84 (Véase Concurso de Proyectos)
Rescate. L-7 y DT 1ª; R-8.1
Reversión. L-7 y DT 1ª; R-8.1 y 109 
Subrogación. L-28; R-66, 112.3 y 233
Uso privativo. L-32; R-76
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CONFLICTOS DE COMPETENCIA
Resolución. L-DA 6ª; R-DA 3ª

CONSEJERÍA DE ECONOMÍA Y HACIENDA
Acta de afectación. L-50.2 y 55; R-123.2 y 131
Actos de afectación. L-54; R-128
Adjudicación de bienes y derechos por procedimiento jurídico o administrativo. L-81; R-172
Arrendamiento de inmuebles. L-79.2; R-167.2
Atribución de competencias. L-DT 5ª
Autorización a cláusulas en concesiones. L-DA 3ª
Cambios de adscripción. L-62 y 93; R-138 y 209
Cesión de bienes. L-106; R-234
Competencia:
• En arrendamiento de inmuebles. L-84; R-176
• De investigación. L-97; R-215
• Para adquisición bienes inmuebles. L-77.3; R-156.4
• Sobre inmuebles. L-102; R-222

Competencias. L-12; R-13
Contabilidad Patrimonial. L-17; R-37
Delegación de competencias en otras Consejerías. L-12; R-13
Desafectación. L-61; R-140
Enajenación de inmuebles. L-86, 87 y 89; R-179, 180, 201
Enajenación de Participaciones. L-94; R-210
Expropiación. L-52; R-125
Incorporación de bienes. L-89; R-201
Información sobre deslindes. L-24; R-56
Mutación demanial. L-59; R-137
Potestad sancionadora. L-114; R-246.1

CONSEJO DE ESTADO
Transacción sobre bienes, Dictamen. R-217

CONSEJO DE GOBIERNO
Aceptación de adquisiciones a título lucrativo. L-80; R-169
Adquisición centralizada de muebles. L-78.3; R-165.1
Adquisiciones de participaciones en Entidades Privadas. L-82; R-174
Adquisición de inmuebles. L-77.3; R-156.3 y 160
Adscripción a Empresas Públicas. L-110; R-238
Aprobación Pliego General de condiciones para concesiones. L-DA 3ª; R-82 y DA 1ª
Autorización enajenación directa. L-88; R-183
Avocación de competencias. L- DA 4ª; R-DA 2ª
Cesión de bienes. L-106; R-234
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Competencia:
• Discrepancias en afectación y desafectación mutaciones. L-65; R-118
• En concesiones. L-34; R-79
• Para cesión de bienes. L-57; R-133
• Para delegar facultades. L-12 y D.T. 5ª; R-13 y D.T. 3ª
• Reserva de uso. L-44; R-115 y 116

Creación de Entidades Privadas. L-82; R-174
Enajenación:
• De bienes incorporales. L-92; R-208
• De inmuebles. L-87 a 89; R-180, 181, 183 y 186
• De muebles. L-90; R-204.1
• De participaciones. L-94; R-210

Estatutos de Organismos Autónomos. L-DT 4ª
Expedientes de Explotación. R-226 a 228
Inclusión en Comunidad Autónoma de Andalucía. L-DA 1ª
Modificación de cuantías de sanciones. L-DA 7ª; R-DA 4ª
Renuncia adquisiciones lucrativas. R-169
Rescate de Concesiones. R-106.2
Resolución de conflictos de competencias. L-DA 6ª; R-DA  3ª
Transacción sobre bienes. L-99; R-217

CONTABILIDAD PATRIMONIAL
Regulación. L-17; R-37

CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO
Véase Jurisdicción Contencioso-Administrativa 

D

DAÑOS Y PERJUICIOS
En concesiones. L-113; R-97, 104, 105.2, 108.f), 112.1 y 245
En enajenaciones. R-194
En general. L-111, 113 y 114; R-239, 241, 245 y 247.3

DECLARACIÓN DE ALIENABILIDAD
Bienes inmuebles. L-86; R-179, 185 y 187
Bienes muebles. L-90; R-204
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DENUNCIA
Denuncia. R-44, 53 y 68

DEPÓSITO
Cesiones. R-233
Concesiones. R-67, 91, 92, 94, 96 y 97
Deslinde. R-57 
Enajenación. L-90.1.c); R-186, 190, 191 y 200 
Potestad de Investigación. R-53

DEPURACIÓN
Concepto. L-85; R-178.2

DERECHO CIVIL
Usucapión. L-50; R-123.1.b)

DERECHO PRIVADO
Bienes y derechos patrimoniales. L-9, 66 y 100; R-232
Bienes y derechos pertenecientes a sujetos de derecho privado. L-10 
Bienes demaniales. R-41
Concesiones. R-78
Entidades de Derecho Privado. L- DA 1ª
Entidades de Derecho Público. L-DA 1ª
Usucapión. R-123.4

DERECHOS
De Retracto. R-199
De Tanteo. R-94, 103, 104 y 199
Patrimoniales. L-DT 5ª; R-13, 232 y DT 3ª

DESAFECTACIÓN
Acta de entrega. L-59; R-137
Competencia. L-54
Concepto. L-60; R-139.1
Discrepancias entre Dptos. L-65; R-118
Modos. L-61; R-140
Mutación demanial. L-59; R-137
Previa en enajenaciones. L-86; R-179

ÍNDICE TEMÁTICO DES
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DESLINDES
Bienes afectos a concesión administrativa. L-28; R-66
Bienes de dominio privado. L-71
Bienes dominio público. L-24 a 27; R-56 a 62, 130 y 178

DIRECCIÓN GENERAL DE PATRIMONIO
Actualización del Inventario. L-15; R-30
Adquisición Centralizada de Bienes. R-165
Competencias. L-12; R-13
Identificación y Tasación de Bienes o Derechos. R-173
Inscripción Bienes de dominio privado. L-69; R-147.1
Inventario General de Bienes y Derechos. L-14 y 15; R-15
Otorgamiento de concesiones. L-43; R-114
Representación extrajudicial. L-12; R-13
Representación en otorgamiento de escrituras. L-DA 5ª

DONACIONES
Prohibición. L-107; R-235
Regulación. L-80; R-169

E

ENAJENACIÓN DE BIENES
Bienes de interés cultural. L-95; R-213
Bienes Litigiosos. L-85; R-178
Competencia en inmuebles. L-87; R-180
De Entidades Públicas. L-89; R-201
De participaciones. L-94; R-210 a 212
Incorporales. L-92; R-208
Muebles. L-90; R-204
Procedimiento. L-88; R-183
Requisitos. L-85 y 86; R-178.1 y 179
Tasación. R-182

ENTIDADES DE DERECHO PRIVADO
Concepto. L-DA 1ª
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ENTIDADES DE DERECHO PÚBLICO
Adquisición de bienes. L-74; R-154
Adquisición de bienes y derechos. L-79; R-167.1
Adscripción de bienes demaniales. L-27; R-65
Afectación de bienes. L-46; R-119
Arrendamientos. L-79.2 y 103; R-167.2 y 223
Beneficiaria de expropiación. L-74; R-154
Bienes y Derechos. L-1; R-1
Bienes de dominio privado. L-4; R-5
Cesión de bienes. L-57; R-133
Concepto. L-DA 1ª
Conflictos de competencias. L-DA 6ª
Creación de Entidades Privadas o adquisición de participaciones. L-82.2; R-174
Donaciones. L-80; R-169
Ejercicio de facultades sobre bienes de dominio privado. L-13; R-14
Enajenación o gravamen. L-85; R-178.1
Gravamen de bienes. L-98; R-216
Incorporación de bienes. L-89; R-201
Inventario General de Bienes y Derechos. L-14; R-15
Legislación aplicable a sus bienes. L-9; R-10
Patrimonio. L-1; R-1
Transacciones. L-99; R-217

EXPEDIENTES DE EXPLOTACIÓN
Regulación. L-105; R-225 a 233

EXPLOTACIÓN DE BIENES
Bienes afectos al servicio público. L-112; R-244
Bienes demaniales por OO.AA. L-32; R-76
Bienes patrimoniales. L-106; R-234
Véase Expedientes de Explotación

EXPROPIACIÓN FORZOSA
Afectación de bienes. L-49 y 52; R-122 y 125
Derechos adquiridos. R-236.2
Modo de adquisición. L-74.a); R-154.1
Reversión. L-63; R-142

ÍNDICE TEMÁTICO EXP
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F

FIANZA
Concesiones administrativas. R-86 y 97
Enajenación de inmuebles. R-194 y 200
Expedientes de explotación. R-230
Véase Aval

G

GABINETE JURÍDICO
Acciones legales sobre propiedad. R-154.2
Adquisición de bienes. R-160 y 170
Afectación. R-123.3 y 129
Cesiones de uso. R-135.2
Concesiones. R-81, 88, 89 y DA 1ª
Declaración de alienabilidad. R-179 y 185
Deslinde. R-61
Enajenación. R-189
Expedientes de explotación. R-227
Inscripción de derechos. R-32
Investigación Patrimonial. R-55.4 y 215.2
Mesa de Contratación. R-189
Pliego General de Condiciones y modificaciones. L-DA 3ª; R-DA 1ª
Recuperación de oficio. R-45.3
Reserva de uso de bienes. R-116
Responsabilidad por daños y perjuicios al patrimonio. R-241

GRAVÁMENES
Bienes demaniales. L-19; R-40
Bienes patrimoniales. L-85 y 98; R-178 y 216 

H

HERENCIAS
Aceptación. L-80; R-169
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I

INSCRIPCIÓN DE BIENES Y DERECHOS EN EL REGISTRO DE LA PROPIEDAD
Afectación. L-54; R-128
Depuración Jurídica. R-178
Deslindes. R-58.1 y 61
Enajenaciones. R-178.2
Inventario. R-22 y 27
Regulación. L-69; R-32 y 147

INTERDICTOS
Prohibición. L-21; R-43

INTERVENCIÓN GENERAL
Informe en adquisiciones de inmuebles. R-159.1
Informe en creación de Entidades Públicas o adquisición de participaciones en las mismas. R-174.4
Informe en enajenaciones. R-186.4 y 189
Informe en expedientes de explotación. R-227 

INVENTARIO GENERAL DE BIENES Y DERECHOS
Actos de afectación. L-54; R-128
Actualización e información. L-15; R-30
Baja. L-90.1.b)
Competencia. L-14; R-15
Contenido. L-14; R-15 y 30
Sistema de acceso. L-16; R-34
Toma de razón de adquisiciones. L-76; R-155
Toma de razón en enajenaciones. R-204.2

J

JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA
Actos preparatorios. L-66; R-143 y 221
Concesiones. R-109
Daños y perjuicios al patrimonio. R-241
Deslindes. R-61
Enajenación. R-191
Potestad Autotutela. L-22 y 113; R-48 y 245
Potestad Investigación. L-23; R-52
Recuperación de la posesión. L-21; R-43

ÍNDICE TEMÁTICO JUR
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JURISDICCIÓN ORDINARIA
Autotutela. L-73; R-152
Bienes de dominio privado. L-70; R-148
Cuestiones de propiedad. L-23 y 72; R-52, 67.7, 151 y 154
Recuperación posesión. L-21; R-43

JURISDICCIÓN PENAL
Daños a bienes públicos. L-115; R-248

L

LEY GENERAL DE LA HACIENDA PÚBLICA 
DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA
Gastos en adquisiciones de carácter plurianual. L-77.2; R-156.2 y 159.1
Gastos para creación de Entidades privadas o participaciones en las mismas. L-82.2; R-174
Inembargabilidad de bienes de dominio privado. L-68; R-146.1
Modificación de Estatutos de OO.AA. L-DT 4ª
Prestación de avales. L-89; R-201

M

MEDIDAS PROVISIONALES
Por Entidades de Derecho Público. L-27; R-65
Protección prerrogativas Administración. L-26; R-63

MUTACIÓN DEMANIAL
Clases. L-58; R-136
Concepto. L-58; R-136
Discrepancias. L-65; R-118
En concesiones. L-34; R-79
Expresa. L-59; R-137
Tácita. L-59; R-137
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O

OBLIGACIONES
Obligaciones. L-94.1

OBRAS
Ejecutadas por concesionarios. L-7; R-8.1

ORGANISMOS AUTÓNOMOS
Adscripción de bienes demaniales. L-32 y 64; R-76
Modificación de Estatutos de OO. AA. L-DT 4ª
Véase Entidades de Derecho Público

P

PARLAMENTO DE ANDALUCÍA
Enajenación de inmuebles. L-88; R-181, 183 y 203
Inclusión en Comunidad Autónoma de Andalucía. L-DA 1ª
Inventario. R-36
Patrimonio. L-8; R-9.1

PARTICIPACIONES
Adquisición. L-82.1 y 83; R-174.1 y 175  
Anotación en Inventario. L-14; R-15, 21 y 23
Enajenación. L-94.1; R-210

PATRIMONIO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA
Véase Comunidad Autónoma de Andalucía

PERMUTA
Regulación. L-91; R-206
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PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES
Infracciones administrativas. R-246.2

PRESCRIPCIÓN DE BIENES Y DERECHOS
A favor de la Comunidad Autónoma. L-74.b); R-154.b)
A favor de particulares. L-67; R-141 y 145

R

RECUPERACIÓN DE OFICIO
Afectación. R-130
Bienes afectos a una concesión. R-66 y 68
Bienes demaniales. L-21, 22; R-43 a 51
Bienes patrimoniales. L-70 y 73; R-148, 149 y 152
Enajenación. R-178

RECURSOS
Contencioso-administrativo:
• Contra el Acuerdo obligando a la reparación de daños y perjuicios. L-113; R-241 y 245
• En expedientes de enajenación de inmuebles. R-191.3 y 194
• En expedientes de investigación patrimonial. L-23; R-52
• En expedientes de recuperación de oficio. L-21 y 22; R-43 y 48
De alzada:
• Contra la Resolución del expediente de investigación patrimonial. R-55
• Contra la Resolución de recuperación de oficio. R-46 y 51 
• En concesiones. R-92
• En enajenaciones. R-191.1 y 3, y 194 

REGISTRO DE LA PROPIEDAD
Véase Inscripción de Bienes y Derechos en el Registro de la Propiedad

REPRESENTACIÓN DEL PATRIMONIO DE LA 
COMUNIDAD AUTÓNOMA
Extrajudicial. L-12; R-13
Otorgamiento de escrituras públicas. L-DT 5ª; R-162
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RESCATE
De concesiones. 
L-7, 38, 39, 45 y DT 1ª; R-8.1, 104, 106, 107, 116, 117 y DT 1ª

RESPONSABILIDAD
Autotutela. L-113; R-245
De funcionarios. L-114; R-246
Obligación de custodia. L-111; R-239
Obligación de respeto. L-112; R-244
Regulación. L-111 a 115; R-239 y ss.
Usuarios de servicios públicos. L-112; R-244

REVERSIÓN
De concesiones. L-7, 33 y 40; R-8.1, 67.6, 77, 108, 109 y 112
Inventario. L-14; R-15 y 29
Regulación. L-63; R-142

S

SANCIONES
Modificación de cuantías. L-DA 7ª
Multas. L-114; R-246
Procedimiento sancionador. L-115; R-248
Regulación. L-111 a 115; R-239 y ss.

SERVICIO PÚBLICO
Bienes de.  R-3 y 4

T

TASACIÓN
Del inmueble objeto de enajenación. R-182
En proyectos de obra en concesiones. R-98
Para su incorporación al Patrimonio. R-173
Previa a la subasta. R-187
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TRANSACCIÓN
Autorización del Consejo de Gobierno. L-99; R-217

TRANSFERENCIA
De Bienes y Derechos. R-3.b)

U

USO PÚBLICO
Bienes de. R-3.b) y c) y 4

USUCAPIÓN
Adquisición por. L-50.1.b); R-123.1.b) y 141

V

VÍA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA
Véase Jurisdicción Contencioso-Administrativa
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